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Prólogo


 

  J. C. C.




Inquieto como la ardilla, sereno como el koala, vigía como la lechuza, el autor de este libro reúne esas características contradictorias y las metaboliza con resultado coherente, dentro de la confusión propia de todo ser humano. Tal es la personalidad de J. C. C. (Josep Carles Clemente), periodista –permítaseme la expresión– que   ha meado en muchas tapias,   acaparador de libros y cachimbas, adicto irredento a la lectura, hurón de la documanía,  correcaminos de la España contemporánea, simulador de una curiosidad que le corroe, centinela de su tiempo, esponja silente de cuanto acontece a su alrededor.




Colega de Clemente en el oficio periodístico, compañero de ilusiones, compromisos, militancias y fatigas, me resulta increíble que una persona normal pueda consumar una obra como estos   Cuadernos de la Transición Democrática.   Pero es que me veo en la tesitura de prologar un libro de alguien que no se ajusta a mi normalidad.




Sólo la pulcra organización, el concepto de la disciplina casi prusiana que anida, paradójicamente, en la naturaleza libertaria de J. C. C. permite guardar, ordenar, rescatar y poner a disposición del lector un material tan heterogéneo y preciado como el de estas páginas.




Que la historia de la segunda mitad del siglo XX esté en los medios periodísticos, es una novedad a medias. Que los periodistas sean historiadores menudos, resulta más dudoso. Salvo que lleven esa vocación en la sangre y se pongan a la tarea, sin la inmediatez propia de los medios de comunicación, como desde hace tantos años demuestra Josep Carles, quien desde las burbujas de la actualidad se sumerge en el fondo de la realidad.




El valor de esta voluminosa obra es que circulan por sus páginas testimonios y crónicas hechas a pie de obra sobre unos sucesos,  unos personajes, tan lejanos como cercanos. Encontrará aquí el lector acta notarial de años recientes, como quien dice de hace un cuarto de hora, pero de una Transición que, por manoseada, ya la situamos en época lejana.




La España que despide el siglo XX recordando la muerte de Franco, la proclamación de Juan Carlos, los esfuerzos para desatar aquel nudo   atado y bien atado,   es consecuencia, en parte, del maremágnum de franquistas,  reformadores,  rupturistas,  moderados, revolucionarios, acomodaticios, utópicos, temerosos,  arrojados, buscones y advenedizos que fueron haciendo huella a lo largo de dos décadas. Las huellas que fue recogiendo J. C. C.




Es mucho lo que ha llovido últimamente..., pero mucho más fue lo que cayó en aquellos setenta y ochenta, pendientes de dibujar con valentía y honestidad. Para completar ese cuadro,   Cuadernos de la Transición Democrática   aporta unos trazos apasionantes.










F. G.-R.




(Fernando García-Remanillos)




Madrid, 20 de noviembre de 2003












































LIBRO I


 









  La corte de los prodigios




  Introducción








Madrid, dijo un escritor, era «el rompeolas de las Españas»;  otro, Ramón del Valle-Inclán, tituló a la capital madrileña en una de sus obras como «La Corte de los milagros»; en todo caso,  Madrid es una capital mestiza, en la que han recalado gente de todos los rincones del país. Como centro político, en ella han ocurrido los hechos más curiosos y más contradictorios. La época de la Transición no fue una excepción. Por eso he escogido el presente título de este libro para acoger y envolver a una serie de notas, contactos y cuadernos que datan de esa época.




Abre el libro un tema que todavía colea: el de la configuración y desarrollo de las Comunidades Autónomas. Le sigue uno también actual: el económico, completado con el siguiente, el de nuestra incorporación a la Europa comunitaria, que fue un logro indiscutible de esos años. El texto se cierra con la segunda entrega de mis notas, redactadas siguiendo el hilo del momento político y cultural. Los Libros siguientes siguen esta misma tónica.




En todo caso, todo ello sólo pretende ser mi aportación personal a la pequeña historia de esas décadas «prodigiosas» que asombraron a más de uno, pues no fue pequeño el hecho de transformar una dictadura en un régimen plenamente democrático;  todo ello, sin que estallara, como habían predecido algunos agoreros, una guerra civil.










El Espinar (Segovia), 2004




 

Capítulo I


 

  El debate de las Autonomías










AL LÓPEZ NO LE VA LA MARCHA AUTONÓMICA










Ahora resulta que los que antaño eran más centralistas que Luis XIV, actualmente intentan aparecer como nacionalistas de toda la vida. Y esto es lo que intenta hacernos tragar Laureano López Rodó,  el ex «López number one», el cerebro gris del almirante Carrero, el meloso y seráfico ministro de Franco.




Es evidente que a don Laureano no le hace demasiada gracia este curioso invento denominado «Estado de las Autonomías».  Aunque no se pronuncia abiertamente en contra de él –no estaría bien visto y sería poco democrático– presenta toda una serie de inconvenientes, defectos de forma y de redacción, pegas y reticencias que equivalen a pensar que «esto es un churro». A don Laureano se le nota que no es federalista, ni nacionalista, ni autonomista; a lo más que llega es a un regionalismo que lleve implícito una mera descentralización administrativa, es decir, una autonomía lo más descafeinada posible.




Su libro   Las Autonomías, encrucijada de España  (Aguilar,  Madrid, 1980, 478 pp.), es esto: un desahogo y un oportunista cartel electoral.




Aunque a don Laureano le pueda parecer una grosería, le voy a recordar que el federalismo en España no es ningún invento. Por ejemplo, el proyecto de Constitución de la I República, de 17 de julio de 1873, decía en su título I, artículo 1.º, lo siguiente: «Componen la Nación Española los Estados de Andalucía Alta,  Andalucía Baja, Aragón, Asturias, Baleares, Canarias, Castilla la Nueva, Castilla la Vieja, Cataluña, Cuba, Extremadura, Galicia,  Murcia, Navarra, Puerto Rico, Valencia y Regiones Vascongadas.  Los Estados podrán conservar las actuales provincias o modificarlas,  según sus necesidades territoriales». El citado proyecto constitucional señalaba que en la organización política de la Nación española todo lo individual es de pura competencia del individuo;  todo lo municipal es del Municipio; todo lo regional es del Estado,  y todo lo nacional es de la Federación.




Este dato de tipo histórico era necesario darlo –y habrían otras muchas precisiones a realizar–, porque don Laureano en su texto lo deja todo algo confuso y diluido.




Lo único que nos parece útil del libro son los apéndices documentales, actas parlamentarias, mapas históricos, etc., es decir,  todo aquello en lo que no ha intervenido don Laureano, patriarca del regionalismo, por la gracia de Dios.
















EL PODER REGIONAL










Sin retrotraernos a la Edad Media ni al sistema feudal imperante, ni a la época de los Austrias con el levantamiento de los comuneros castellanos, se puede considerar que el centralismo moderno español nació con el advenimiento al trono de España del primer Borbón, Felipe V, duque de Anjou y nieto del rey Luis XIV de Francia.




La guerra de sucesión española entre Austrias y Borbones terminó con la victoria del candidato propuesto por el Rey Sol de Francia, que fue proclamado rey de España con el nombre de Felipe V. La primera consecuencia de este hecho fue la eliminación de sus enemigos políticos, los aliados del archiduque Carlos de Austria. El conde duque de Olivares fue el brazo político que impuso por la fuerza de las armas el primer centralismo de la España moderna.  Con el decreto llamado de Nueva Planta suprimió en 1714 los Fueros de Cataluña y más tarde los del País Valenciano y Aragón.




El decreto de Nueva Planta marcará, pues, el camino a seguir por la nueva dinastía borbónica en la implantación del modelo centralista francés. Poco a poco los distintos regímenes autonómicos y forales que habían sido formalmente respetados y mantenidos desde los Reyes Católicos hasta los monarcas de la Casa de Austria, se irán viendo amenazados y recortados paulatinamente hasta el intento de total extinción en los últimos días de la decadencia del Antiguo Régimen y quiebra de la Monarquía Absoluta, recibiendo el golpe de gracia con el establecimiento de la revolución liberal española del siglo XIX.




Todo este proceso se pone de manifiesto en el libro del profesor Juan Beneyto   Las autonomías. El poder regional en España  (Siglo XXI Ediciones, Madrid, 1980, 326 pp.), donde analiza con agudeza y objetividad el proceso teórico y práctico del fenómeno autonómico en nuestro país. Capítulo aparte merece su análisis de los Fueros y su naturaleza.




Los Fueros eran un conjunto de Leyes procedentes de la costumbre, que garantizaban, en la medida que ello era posible dentro de las escasas posibilidades que ofrecía el antiguo régimen,  las libertades individuales y sociales en unas comunidades que eran autónomas y soberanas.




Los Fueros que sobrevivieron al Decreto de Nueva Planta – Álava, Guipúzcoa, Vizcaya y Navarra– aseguraban una amplia autonomía para la Administración de sus propios asuntos. Los Fueros resultaban unos ordenamientos jurídicos válidos y eficaces para su época, proporcionando a los pueblos un alto nivel institucional que descansaba en una estrecha vinculación comunitaria con todos sus ciudadanos, la cual no se imponía como algo ajeno a su vida misma, sino de un modo íntimo y cordial. En definitiva, el sistema foral fue la creación política de unas comunidades que establecieron un modo de vida con categoría colectiva, dentro de un régimen de autogobierno a todos los niveles.




Pero este sistema, producto de la sociedad estamental, que había logrado una cierta estabilidad en el medioevo, lejos de adaptarse a las realidades cambiantes y evolucionar progresivamente,  quedó paralizado.  La razón de este anquilosamiento hay que buscarla en que, junto con el carácter positivo de libertades, autonomías y soberanías, los Fueros, desde mediados del siglo XVIII, incorporaron un determinado orden económico y social que iba a ser la causa de su muerte junto con la falta de respuesta a la nueva problemática que se planteaba. En este aspecto, la base del sistema foral en el País Vasco ha de concentrarse en el predominio de los núcleos de producción precapitalista y en los incipientes intereses de la burguesía en ascenso.




La incidencia de estos elementos liberales se mostró en la incapacidad de un esfuerzo diario que, inmovilizados por su comportamiento económico, arrastró a toda la sociedad vasca y a sus Fueros, en el segundo tercio del siglo XIX, en una grave crisis de la cual no iban a sobrevivir. Guipúzcoa y Vizcaya son las primeras comunidades que se resienten del fracaso del sistema foral. Álava y Navarra tardarían muchos años en advertirlo, no sólo debido a que sus estructuras y modos de producción eran radicalmente distintos,  sino, sobre todo, porque allí no surgió, de manera evidente, una burguesía precapitalista.




La Ley del 25 de octubre de 1839 confirma los Fueros de Navarra y de las provincias vascas en la medida en que no infrinjan el principio de la unidad constitucional de España, bajo un solo monarca, con unas solas Cortes para la nación. El primer efecto de la citada ley era de carácter constitucional, transformando las meras reuniones personales de Álava, Guipúzcoa, Navarra y Vizcaya en provincias forales integradas dentro del Estado Unitario Español.  Con esta ley se inicia un proceso de unificación política y administrativa que tiene como jalones importantes la Ley Paccionada para Navarra de 16 de agosto de 1841, la Ley del 21 de julio de 1876 para Álava, Guipúzcoa y Vizcaya, para culminar en el Decreto de junio de 1937 por el que se suprime el concierto económico con Guipúzcoa y Vizcaya.




El texto es una seria aportación al tema autonómico, tan en boga en nuestro tiempo, visto desde un ángulo puramente universitario.
















UN ESTUDIO SOBRE LAS NACIONALIDADES










Julio Busquets es un intelectual que está actuando en el campo de la moderna sociología con un rigor y una seriedad estimables.  «El militar de carrera» ya supuso una valiosa aportación al estudio –bajo el prisma sociológico– de este cuerpo. Capitán de Ingenieros,  Diplomado de Estado Mayor, Doctor en Ciencias Políticas (Sociología) y profesor agregado de esta materia en la Universidad Autónoma de Barcelona, son los títulos que avalan una sólida preparación y unos conocimientos básicos indispensables para enfrentarse con un tema tan espinoso y polémico como el de su libro   Introducción a la sociología de las nacionalidades1.




Junto a una preparación teórica, Busquets ha sabido procurarse una información «in situ»: ha asistido a cuatro congresos internacionales, ha visitado las más importantes universidades norteamericanas y ha entrevistado a los líderes de las minorías de aquellos países. Además, ha trabajado como sociólogo para el Gobierno de Argelia y para el Ayuntamiento de Barcelona.




El supuesto básico de la organización política de las sociedades modernas es el Estado nacional, es decir, el Estado al que corresponde una nación y sólo una, a pesar de que el desarrollo moderno parece conducirnos a organizaciones mucho más amplias.  El tema es arduo y embrollado porque las propias ideologías y los idearios políticos no coinciden en una definición aceptada por todos. Como el propio autor dice: «los credos de las ideologías han cargado este concepto de pasión política y lo han elevado a la categoría de mito, por lo que los hombres suelen adoptar actitudes dogmáticas ante el mismo». Por otro lado, no existe un concepto universal de nación, válido para todos los pueblos y todas las épocas. Busquets señala al respecto que en cada país –y dentro de éstos en cada momento histórico– la concepción de nación presenta cierta singularidad, que dificulta cualquier intento de generalización.




En la primera parte del libro, se estudia la génesis histórica de los conceptos Estado y Nación, introducción para asimilar el verdadero cuerpo del texto en el que la nación es analizada con una perspectiva sociológica, así como el desarrollo de tres hechos diferenciales: la cultura, la religión y la raza. En este segundo capítulo también se incluyen todos aquellos factores que influyen en la constitución de las naciones, como son la geografía, la historia y la economía. El autor es consciente de que estos tres últimos factores no son hechos diferenciales tan claros como los tres primeros, pues no vinculan personal y directamente al hombre con fuerza suficiente para hacerle sentirse miembro de una comunidad, pero en muchos casos han sido usados por los Estados para fundamentar la existencia de una nación y desarrollar un auténtico sentido nacional en donde no existía un hecho diferencial definido, y concretamente en casi todos los países del continente americano y en muchos de los nuevos Estados afroasiáticos.




Las dos partes del libro están escritos bajo dos intenciones bien distintas. La primera con una óptica histórica y la segunda sociológica. La tercera, en cambio, pretende seguir los dictados de la Ciencia política: se estudia la Nación como base de la organización territorial del Estado, en uno de cuyos capítulos se establecen las analogías y diferencias entre los conceptos de Estado y Nación, uniendo a continuación cada uno de los dos tipos clásicos de Estado, o sea, al Estado Unitario y al Estado Federal. A este capítulo se le añade otro relativo a la Región, que, como señala Busquets, «da lugar a veces a un tipo de Estado calificado por unos autores como Estado Integral o Estado Regional, y por otros como Estado Unitario descentralizado políticamente, pero que de hecho,  y al margen de las polémicas jurídicas, es realmente un tipo de Estado intermedio entre el unitario “clásico” y el federal». Este capítulo, así como el que trata de las minorías, sus problemas y sus posibles soluciones, son los más lúcidos del libro.




El intento de Julio Busquets, con todas las lagunas que se quieran encontrar, es válido y necesario, especialmente para los estudiantes de Sociología, Teoría del Estado o Derecho político.
















UNA HISTORIA GENERAL DE VIZCAYA










Ha sido reeditada2 una gran obra debida al doctor don Estanislao Jaime de Labayru. Se trata de su   Historia General de Biscaya.   Sólo después de conocer cómo se escribió la historia del Señorío hasta fines del siglo XIX, cuando Labayru realizó su ciclópeo trabajo, puede medirse con justeza y justicia el valor de la misma y el mérito de su autor.




Labayru nació en la capital de Batangas, isla del archipiélago filipino, donde su padre ejercía el supremo Gobierno Militar. Sus padres eran ambos naturales de Urzainqui (Navarra), aunque originarios de Isaba, capitalidad del Valle del Roncal. Tras efectuar sus estudios primarios en la Villa de Don Diego, prosiguió después con gran brillantez los de Teología y Cánones en las ciudades de Vitoria, Burgos y Barcelona, recibiendo las Órdenes del Presbiterado el 25 de mayo de 1872 y doctorándose más tarde en Roma. El doctor Labayru falleció el 22 de enero de 1904.  Teólogo, periodista e historiador, a él se le deben la fundación de los periódicos «La Voz de Vizcaya» y «El Basco». Cuando se redacte la historia del periodismo del País Vasco, el doctor Labayru habrá de figurar en un lugar muy destacado.




Nuestro autor escribió mucho, pero la obra que ocupó toda su vida y que es, sin duda, la más completa historia de Vizcaya, es la que publicó en seis tomos desde el año 1895 a 1903, bajo el título de   Historia General del Señorío de Biscaya.   La actual reedición consta de siete volúmenes y la empresa corre a cargo de la editorial «La Gran Enciclopedia Vasca». Son tres los volúmenes publicados,  abarcando desde los «Aborígenes de España y de la Euskal-Erría» hasta el 1500.




El trabajo de investigación, acompañado de numerosos suplementos y documentos, es monumental y fabuloso. Es una gran aportación al conocimiento de los pueblos hispanos.
















AGRARISMO Y NACIONALISMO VALENCIANO










La cuestión nacional valenciana es un tema que empieza a interesar y preocupar. El País Valencià está conociendo uno de sus momentos más críticos a raíz de la polémica surgida con motivo de la oficialización de su bandera y de su lengua. Sectores provenientes del anterior régimen –conocidos con el apelativo de «bunker- barraqueta»– pretenden presentar al pueblo valenciano una peculiar bandera y una extraña teoría lingüística desprovista de peso histórico y científico.




Todo ello es posible gracias al desconocimiento secular, y no por su culpa, a que se ha visto sometido el País Valencià en lo que respecta a la historia de la llamada cuestión nacional. Alfons Cucó y su texto   El valencianisme politic. 1874-1936   fue un primer intento clarificador del tema. Pero apareció un libro del profesor Vicent Franch que viene a llenar un vacío importante en esta temática y que es, a su vez, una demostración de conocimiento y de honestidad. Me estoy refiriendo a   El nacionalismo agrarista valenciá (1918-1923),   publicado por Prometeo. Este texto es un auténtico acontecimiento cultural, ya que investiga la tarea intelectual y política de un valenciano de la Plana que a pesar de su corta vida emprendió la actividad nacionalista desde una perspectiva agrarista, Vicent Tomàs i Martí, que en cierto sentido ha sido el iniciador y el inspirador del moderno nacionalismo organizado en el País Valencià.




El autor nos presenta a este personaje, nacido en Artana el año 1898 y fallecido en 1924, como fundador de la Agrupació Escolar Nacionalista, militante destacado de la Joventud Nacionalista,  fundador e impulsor principal de la Lliga Espiritual de Solitaris Nacionalistes, fundador, editor y redactor de «El Crit de la Muntanya», propagandista fecundo e incansable del nacionalismo,  orador de talla reconocida y «el primero de los nacionalistas valencianos que comprendió la necesidad de sacar el valencianismo de la ciudad de Valencia, llevándolo a las comarcas», hecho este último importantísimo y de una gran clarividencia. El profesor Franch destaca esta tesis de Vicent Tomàs i Martí «de buscar el nacionalismo en el campo huyendo de la ciudad de Valencia, tesis esta que era producto de la agria experiencia que había dado unos años de trabajo incansable; los contenidos anticaciquista, agrarista y culturalista de la alternativa que proponía nuestro autor, y en suma el voluntarismo que la llenaba». Por su parte, Cucó nos dice en el prólogo, respecto a las ideas agraristas de Vicent Tomàs i Martí, «que, de hecho, desaparecieron prácticamente del movimiento valencianista con su prematura muerte, hubieran podido significar un enriquecimiento sustancial, y no solamente bajo el punto de vista ideológico, que sin duda no hubiera dejado de afectar a la trayectoria posterior del valencianismo político».




Trabajos como este de Vicent Franch ayudan indudablemente a conocer las auténticas raíces históricas del movimiento valencianista, tan vivo y tan polémico. Vivo, por su renacimiento,  y polémico, por su tenaz lucha contra el inmovilismo antihistórico.
















UNA RADIOGRAFÍA DEL PNV










Las derrotas militares de los carlistas en el siglo XIX reportaron serias transformaciones sociopolíticas en determinadas áreas del Estado español. Concretamente en aquellos territorios en los que más arraigó el apoyo popular a los voluntarios de don Carlos, como lo fueron Euskadi, Cataluña y País Valenciano.




La primera consecuencia política de la derrota en la última guerra sería, en los territorios vascos, la paulatina supresión de su sistema foral. Y con ello la consolidación de una fuerte corriente nacionalista bordeando el independentismo y el separatismo,  producto de una frustración colectiva ante la pérdida de su propia democracia.




La segunda consecuencia sería la atomización del Carlismo, que se traduciría en el trasvase de sus partidarios a la creación de otras organizaciones políticas más radicales, lo que convertiría al partido de don Carlos en «madre» de otros partidos. Así, tenemos en Cataluña a la Unió Democràtica, y en Euskadi, al Partido Nacionalista Vasco. Si se repasara con atención la nómina de los fundadores de ambos colectivos políticos no sería difícil encontrar en ellos su pasada militancia carlista.




Se están realizando trabajos concienzudos a este respecto. Uno de ellos es el de Javier Corcuera Atienza, que, en   Crímenes, ideología   y organización del nacionalismo vasco. 1876-1904  (Siglo XXI,  Madrid, 1979, 610 pp.), realiza una profunda radiografía del nacimiento del PNV.




Respecto a lo comentado más arriba, Javier Corcuera afirma que «el término de la segunda guerra carlista (segunda, en Euskadi;  tercera, a nivel de Estado español) supone el término de las instituciones forales, y la derrota hubo de incidir en la agudización de un cierto sentimiento de frustración colectivo de los partidarios de don Carlos, del campesinado, “conservatorio de la racionalidad”,  de los defensores del fuero o leyes peculiares de los vascos y nacidas de la historia vasca. Es 1876 el inicio de la nueva situación social y política: el gobierno de las provincias pasará a la oligarquía industrial y financiera, la industrialización exige una importación masiva de mano de obra extraña al país, el intervencionismo del Estado central se incrementa, la sociedad tradicional vasca entra en su definitiva crisis: “culpables” de esta nueva situación serán los liberales, aliados de Madrid. A las frustraciones nacidas de la guerra se añaden las originadas por la postguerra: este será el marco en el que Arana y Goiri formulará su nacionalismo». A esto sólo hay que añadir la procedencia carlista, familiar y personal de Arana.




Hasta ahora, ya se conocían las monografías de Larronde y J.  J. Solozábal sobre el pensamiento de Arana y el primer nacionalismo vasco. El libro de Corcuera aporta un hecho fundamental, desconocido hasta la fecha: la utilización por vez primera de los archivos de Luis Arana y el de Ángel Zabala, dos personalidades claves de los inicios del PNV.




Otra de las virtudes del libro de Corcuera es la profundización,  la doble corriente que llevó al nacimiento político del nacionalismo vasco. Por un lado, la corriente nacionalista proviniente del Carlismo, tradicional y rural, de ciertas impregnaciones religiosas y racistas. Y, por otro lado, el sector fuerista, liberal y moderado,  burgués y partidario de la industrialización. El primer sector estaba representado por los hermanos Arana, y el segundo por Ramón de la Sota. Esta doble corriente en el seno del partido ha perdurado con el tiempo: son los actuales sectores denominados «sabiniano» y «moderado».




Aunque el texto de Corcuera se circunscribe exclusivamente a Vizcaya, no hay que olvidar la importancia que tuvieron los primeros nacionalistas de Bilbao en la configuración del partido. El autor, además de estudiar y analizar la ideología y las actividades del fundador, Sabino de Arana, no olvida la incidencia en Euskadi de los sectores obreros, los problemas de la industrialización y las actividades de las grandes oligarquías centralistas vascas; así como la estructuración y organización del PNV sabiniano. El libro se interrumpe precisamente con la muerte de Arana.




El trabajo de Javier Corcuera es una importante aportación al conocimiento de uno de los sectores políticos vascos que en el futuro va a jugar un papel preponderante en aquel territorio.
















IMPORTANCIA DE LAS REGIONES










El regionalismo o el reconocimiento oficial de las regiones naturales españolas es un tema que trae cola desde hace muchísimos años. No es raro el fenómeno en la prensa diaria de voces que claman por su reconocimiento definitivo. Algunas de ellas, incluso, desde el sector oficial. Este último caso es el de José Luis Meilán, ex secretario general técnico de la Presidencia del Gobierno y ex presidente de la ponencia de Desarrollo Regional del Plan de Desarrollo. Además de estos cargos oficiales, José Luis Meilán es doctor en Derecho y catedrático de Derecho Administrativo de la Universidad de Santiago de Compostela.




El Consejo Superior de Cámaras de Comercio, Industria y Navegación ha publicado un libro3, en el que se recogen una serie de reflexiones de Meilán sobre la evolución futura de la Región,  que anteriormente se habían plasmado en conferencias,  intervenciones y artículos periodísticos.




Las ideas al respecto de José Luis Meilán no son nuevas. Pero,  al amparo de la nueva división territorial puramente exigida por un desarrollo económico, propugna un neo-provincialismo o macroprovincialismo, dependiente más o menos del poder central.  Por ejemplo, cuando, en la página 112 del libro, dice: «Es evidente que los objetivos del desarrollo regional deben adaptarse al estadio actual del sistema económico y deben ser coherentes con las aspiraciones nacionales dominantes...». Y señala que: «El dilema básico para nuestro país no consiste en elegir entre una política de desarrollo regional o de desarrollo nacional, sino en cómo combinar estos dos procesos separados, pero complementarios en un marco unificador de ordenación del territorio».




En el texto se observan algunas lagunas sobre lo que es la auténtica Región, ya que ésta no depende solamente del territorio,  sino que son la historia, la lengua, las costumbres e inclusive la raza,  factores que la modelan. A pesar de que en la página 6 dice que «es preciso tener en cuenta el territorio real por encima del mapa administrativo», José Luis Meilán sigue el ejemplo del «departamento» francés.




El profesor Meilán alude en muchísimas ocasiones a la estructura regional de los EE.UU., aunque parece olvidar que esta nación tiene un régimen federal y que las regiones están constituidas por Estados autónomos, con sus propios servicios de entes locales, administrativos, de policía, de cultura, etc. Con tal estructura, surge un peculiar desarrollo de las regiones no aplicable a otros países.




La organización administrativo-territorial de un país no puede depender solamente de las exigencias de un desarrollo económico.  Hay factores, y todos ellos muy importantes, que merecen ser tenidos en cuenta. El «provincialismo» a gran escala está totalmente desfasado, por muchos parches y remiendos que se le quieran poner. O vamos hacia una auténtica vida regional, a todos los niveles, o más vale dejar las cosas tal como están. El propio Meilán,  en sus textos, se contradice en no pocas ocasiones. Unas veces da en el clavo y comprende los problemas –por ejemplo, cuando dice que «sobran estudios y faltan hechos»–, pero al enfocar las posibles soluciones cae en la vieja trampa provincialista y paternalista del centralismo.




Por su origen periférico –nació en La Coruña– José Luis Meilán debería reflexionar y madurar todavía más sus ideas sobre este problema que constituye la vertebración auténtica de las regiones españolas y su consiguiente desarrollo a todos los niveles.
















CONVERSACIONES CON DIRIGENTES DE LAS AUTONOMÍAS 










1. GERARDO FERNÁNDEZ ALBOR. Xunta de Galicia:










«Consolidar el reencuentro de los gallegos con su memoria histórica»










El señor Fernández Albor estaba considerado como uno de los más serios «delfines» de Fraga. Presidente de Alianza Popular gallega y de la Xunta de Galicia, fue uno de los fundadores del Partido Popular Galego, integrado en la democracia cristiana española e internacional.




Gusta definirse como hombre amante de la realidad y cree muy poco en los programas políticos y mucho en las realidades del momento y de las dificultades que tiene que resolver. Por eso, hay que conectar con ella.




Su objetivo como presidente de los gallegos era el de despertar la conciencia colectiva y para ello fue partidario de decir las verdades al pueblo. Cree que hay que hacer menos promesas. Lo que se puede hacer, señala, hay que hacerlo, y lo que no, explicar por qué no se hace.




Piensa que la política tiene, entre otras cosas, mucho de fotografía, de maquillaje y de carteles colgados de las farolas, pero,  a pesar de estos matices, cree que es preferible esta política a una dictadura sin libertades.




Pero veamos, sin más preámbulos, cuáles son sus opiniones.




Para abrir boca, le someto el tema de su viaje institucional a Madrid:




–Señor presidente, después de su entrevista con Felipe González, ¿cómo van las relaciones entre la Xunta de Galicia con el Gobierno central?




–Mi interés principal durante aquella entrevista fue, en pocas palabras, subrayar la necesidad de que el Gobierno que yo presido esté presente en todos aquellos grandes temas que afectan de una forma importante a los gallegos sin excepción. En este sentido,  insistí y solicité al presidente del Gobierno de España que se tenga en cuenta nuestra voz, a través del Gobierno autónomo, ante la toma de medidas en materias como la reconversión naval, la crisis pesquera y otras, que son parte vital del sistema económico de Galicia.
















  Catálogo de problemas previos










–¿Con qué tipo de problemas se enfrenta la Xunta?




–La Xunta tiene ya, en importantes parcelas de la sociedad gallega, capacidad para gobernar. El proceso de traspaso de competencias por parte de la Administración central a Galicia,  lento, difícil, muchas veces plagado de incomprensiones ante la persistencia de una mentalidad en la que subyacen modos centralistas y en amplias esferas del Gobierno de España, nosotros esperamos que pronto sea superado.




El Gobierno gallego dispondrá entonces de auténticas capacidades que han de facilitar, en adelante, el camino hacia el autogobierno que fija nuestro Estatuto.




Una vez ultimada esta primera e importantísima fase,  entraremos en una etapa en la que nuestro trabajo se centrará,  fundamentalmente, en el diseño y en la creación de una Administración autonómica original, gallega, operativa y adecuada a los problemas reales de Galicia. En ese momento, cuando la nueva Administración lleve el marchamo de la propia idiosincrasia de los gallegos, estaremos en condiciones de acercar las acciones de Gobierno y el interés de los administrados, superando las distancias e incomunicaciones que han caracterizado al centralismo.




La solución de los distintos problemas que surgen en el camino,  lleva a la Xunta en esa dirección: el nacimiento de una Administración próxima y eficaz, que consolide el reencuentro de los gallegos con su memoria histórica, con sus tradiciones y su cultura, en aras de una España que trace definitivamente la senda de su vertebración.
















  La lacra del paro










–¿Cuáles son las razones fundamentales por las cuales el paro en Galicia aumenta con más rapidez que en el resto de España?




–Efectivamente, en los últimos tiempos se han disparado las cifras de paro en Galicia. Ello se ha debido, fundamentalmente, a la crisis por la que atraviesan las dos comarcas más industrializadas de la región: Vigo y Ferrol. En este sentido, últimamente el número de parados ha crecido a un ritmo superior al de la media nacional.  Sin embargo, Galicia, en cuanto a desempleo se refiere, se encuentra todavía a unos cuatro puntos por debajo de la misma media nacional.




Nuestra mayor preocupación, en este sentido, es el futuro de las empresas ubicadas en las dos citadas comarcas industriales.




Por otro lado, un nuevo aspecto se ha sumado al anterior para conducir a los resultados antedichos: existe mucho subempleo y paro encubierto en la población agraria gallega que ahora está aflorando, debido a que existe un mayor conocimiento de los beneficios que reportan los subsidios de desempleo oficiales. Esto ha provocado un crecimiento, por parte de esos sectores rurales, de la inscripción en las oficinas de desempleo.




Esta segunda cuestión justifica que, en una reciente reunión del Consejo de Gobierno de la Xunta de Galicia, se haya acordado impugnar el decreto, del Ministerio de Trabajo, que prevé medidas de ayuda al desempleo agrario en Extremadura y Andalucía.  Nosotros consideramos que ese decreto es claramente discriminatorio para Galicia.
















  La solución a la crisis del sector naval










–¿Cuál podría ser la política económica más idónea para que la crisis del sector naval gallego pueda encontrar una solución satisfactoria?




–Los proyectos del Gobierno central, en el diseño de su política de reconversión industrial, contemplan la reducción, desde el 5 a un 2 por 100, de la cuota histórica de participación de los astilleros de España en la demanda mundial. Por el contrario, las propuestas básicas del Gobierno gallego consisten, en esencia, en el mantenimiento de la cuota de participación y del papel de Astano dentro de la división naval del INI, la especialización de la Empresa Nacional Bazán en construcciones para la defensa y el incremento de la producción en los pequeños y medianos astilleros de Galicia.




Todo ello, acompañado de una política comercial adecuada que rompa con la pasividad existente en este terreno. Es decir, la presencia de la industria naval de España y de Galicia en el mundo no debería retroceder si, paralelamente a los necesarios reajustes,  se lleva a cabo una política económica no exenta de la necesaria agresividad comercial que los tiempos que vivimos reclaman.




–¿Pero es posible esta solución manteniendo los puestos de trabajo?




–Según una de las conclusiones centrales de los estudios realizados por la Xunta de Galicia, resulta posible impulsar una salida de la crisis para el sector naval, pero manteniendo los empleos existentes frente a la destrucción inmediata de puestos de trabajo (más de 7.000, asegura el Gobierno González) que implica la propuesta de Madrid.




La hipótesis del Gobierno socialista resultaría de especial gravedad para Galicia, sin duda, ya que la industria de la construcción naval ha desempeñado y desempeña un papel crucial,  tradicionalmente, en el conjunto de las actividades económicas de nuestra comunidad autónoma.




Sin embargo, esas provisiones catastróficas podrían superarse mediante la inversión de fondos públicos en cantidades similares a las que se piensa dedicar a otros sectores. Las medidas recogidas por el Libro Blanco de la Xunta incluyen la declaración de Galicia como zona preferente de localización de la construcción naval,  junto con la descentralización de responsabilidades a distinto nivel, incluso local, en los astilleros que forman parte de la división naval del INI.




















  El asentamiento del autogobierno










–Señor presidente, ¿tienen los gallegos hoy suficiente confianza en la autonomía?




–Galicia lucha desde hace muchos años por su autogobierno.  La autonomía ha sido un deseo largamente acariciado por generaciones enteras, que han ido pasando a sus hijos el mismo anhelo. Sin embargo, la acción del centralismo a lo largo de la historia, qué duda cabe, ha fraguado comportamientos que una vez tras otra se enfrentaron abiertamente a cualquier intento simplemente descentralizador.




El proceso autonómico hay que comprenderlo inmerso en las luchas y acciones propias de la transición hacia la democracia desde un régimen especialmente duro para con cualquier atisbo de reivindicación autonómica. La cesión de poderes por parte de la Administración central a las regiones y nacionalidades históricas ha causado situaciones que, en el mejor de los casos, han creado una desesperanza en numerosos sectores ciudadanos.




La generosidad, elemento que, en Galicia, ha caracterizado siempre a las figuras señeras del autonomismo, ha brillado por su ausencia en no pocas ocasiones por parte del Gobierno central a la hora de negociar el traspaso de competencias a la Xunta. Esta actitud no ha conseguido sino aumentar las dificultades que, de por sí, nacen ya con el ambicioso proyecto de constitución armónica de una comunidad autónoma como la nuestra, con tantos y tan profundos antecedentes en la historia.




–Pero hábleme de la actitud de los gallegos...




–Los gallegos, que al comienzo del proceso demostraron en distintos momentos una inquietud autonómica firmemente asentada en su memoria colectiva, han tenido que vivir,  paralelamente, fases de desesperanza ante la incomprensión centralista. Así, con altibajos, Galicia ha llegado hasta días como los de hoy, en los que el autogobierno comienza a tomar carta de naturaleza, pese a los obstáculos habidos y otros que aún habrá que superar y que luchan por imponerse en determinadas ocasiones.




Galicia, pues, entiende y desea su autonomía. Eso lo ha demostrado en la propia forma de su historia. Pero espera, además,  que las incorporaciones y el egoísmo centralizador den paso a la generosidad. Entonces, los gallegos estaremos en condiciones de ofrecer a España un modelo de convivencia cordial, inteligente,  basado en la riqueza diferencial de los distintos pueblos de España.
















  Labor de la Xunta










–Por último, ¿está usted contento, señor Fernández Albor, de lo que lleva realizado la Xunta de Galicia?




–La Xunta ha llevado a cabo una labor en muchos aspectos gris,  en el sentido de que su gestión no ha encontrado en la dialéctica de acciones espectaculares y coloristas que, sin duda, habrían de llevarnos a un mayor rendimiento publicitario. Por el contrario,  nosotros hemos optado por un trabajo intenso que nos ha conducido a la realización de una gestión que nosotros juzgamos eficaz. No hemos enmudecido, sin embargo, cuando nuestra atención gallega reclamó una respuesta exigente en la defensa de los intereses de la comunidad.




Esa labor silenciosa, a pesar de todas las dificultades que han ido interponiéndose en el camino, nos han permitido trazar decididamente una dirección. En el momento, como dije anteriormente, en que la Administración autonómica lleve el sello original y eficaz de Galicia en sus actuaciones de Gobierno; en el momento en que, definitivamente, las transferencias se ejecuten con los medios financieros precisos, entonces comenzará a aflorar el fruto de la labor de la Xunta. Entonces estaremos en perfectas condiciones para ofrecerle al pueblo gallego un Gobierno autónomo fuerte y operativo que ha de velar por la defensa de sus intereses.




La respuesta es, pues, que tanto yo como los componentes de la Xunta podemos estar satisfechos de lo realizado hasta el momento. Esa satisfacción, sin embargo, es incompleta en tanto los verdaderos frutos están condicionados todavía por el inmediato futuro.
















2. JUAN PEDRO HERNÁNDEZ MOLTÓ. Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha:










«La conciencia autonómica de nuestra región es de bolsillo»










Castilla-La Mancha, con capitalidad en Toledo, es una autonomía de nuevo cuño, compuesta por una amalgama de provincias y comarcas, sin tradición histórica y cultural como región definida.




Juan Pedro Hernández Moltó, militante del PSOE, después de las elecciones del 83 pasó a ocupar el cargo de consejero de Economía y Hacienda del Consejo de Gobierno de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha.




Licenciado en Ciencias Económicas por la Universidad Complutense de Madrid, natural de Alicante, es un especialista en desarrollo regional. Amplió estudios en Oxford y fue profesor en el Departamento de Política Económica en Madrid.




En el 78 pasó a ocupar el cargo de secretario general del Centro Universitario de Toledo. En 1982 deja la docencia y en los inicios del 83 ocupa el primer cargo autonómico en la región: consejero de Economía, Hacienda, Comercio y Turismo de Castilla-La Mancha.




Aprovechando su paso por Madrid, me reuní con él en una céntrica cafetería y dialogamos sobre los problemas más acuciantes con que se enfrenta el Gobierno castellano-manchego.




–Señor Hernández Moltó, dígame cuáles son los problemas fundamentales que tiene la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha.




–Los problemas que tenemos están condicionados,  lógicamente, por nuestro marco físico y humano. Es una región muy extensa: tiene 80.000 kilómetros cuadrados y 1.600.000 habitantes. Después de la Siberia europea, es la región con menos densidad.




Todo esto produce unas bolsas de subdesarrollo importantes.  Fundamentalmente, por la poca tradición que ha existido en el sector productivo industrial.
















  Problemas agrarios e industriales










–Vayamos al grano.




–Bien. En primer lugar, los problemas fundamentales que tenemos provienen del sector agrario. Un sector intensivo en algunos de sus productos, como el vino, con numerosos problemas en los últimos años, que hace que su producción y comercialización esté haciendo resentirse a las economías agrarias.




Hay una tradicional falta de estructuración, ordenación y diversificación de cultivos. Hay una estructura de propiedad de la tierra que hace poco rentable la actividad económica.




Por otra parte, hay en el sector industrial una actividad muy atomizada. No existe en él una tradición empresarial e industrial importante. Las empresas son de una dimensión lo suficientemente pequeñas como para que no tengan la economía de escala que las hicieran suficientemente rentables.




Y el tercer sector, el de los servicios, que sería fundamentalmente el turístico, está excesivamente concentrado en Cuenca y Toledo, sin aprovechar la propia renta, ya que es un turismo que no fija riqueza, puesto que está muy cerca de Madrid,  que le hace que no pueda ser aprovechada en toda su intensidad.
















  Una región muy deprimida










–La dispersión rural en pequeños núcleos debe ser un grave inconveniente para ustedes, ¿no es así?




–Sí, ya que ello hace que haya un recurso humano poco cualificado y, por tanto, con la necesidad de un gran reciclaje cultural.




–¿Cuántos municipios tienen?




–Nada menos que 915 en 80.000 kilómetros cuadrados, cosa que produce una serie de deficiencias en equipamientos importantes. Esto le hace ser una de las regiones más deprimidas.




Tradicionalmente, esto se ha venido solucionando en los aspectos más dramáticos: en sus niveles de despoblación y emigración.




–¿Es, pues, Castilla-La Mancha, una región pobre?




–Por definición, no lo es. Lo que pasa es que tiene un potencial desaprovechado y tiene una situación estratégica importante en el Estado español: está a caballo entre Andalucía y Cataluña, y está muy próxima a centros de consumo tan importantes como Madrid y Sevilla.




–¿Cómo está su renta regional?




–Está por debajo de la renta nacional media.




–¿Y la cifra de paro?




–Está dentro de la media nacional. Hay una actividad de paro encubierto, porque la actividad agrícola no es tanto intensiva como extensiva. Hay una infrautilización de los medios que en estos momentos tiene la región.
















  El trasvase Tajo-Segura










–Pero de toda esta retahila de problemas, ¿cuál es el más grave y urgente?




–En el orden político, hay unos problemas muy concretos.  Nuestro gran problema es el del trasvase Tajo-Segura, que elimina la posibilidad de un recurso tan importante como es el del agua.  Tenemos el proyecto de poner en marcha 100.000 hectáreas de regadío para Castilla-La Mancha. Este es un programa prioritario,  que supondrá uno de los retos más importantes para empezar a sacar la renta agraria que realmente tiene nuestra región.




La Ley de Aguas que está en el Parlamento y el trasvase Tajo- Segura, configuran un panorama realmente intranquilizador y perturbador para toda la región, en relación a este programa de puesta en regadío. Sin agua suficiente no podemos llevar adelante el plan.
















  Cabañeros










–Un tema que ha tenido una gran repercusión pública ha sido el proyecto de instalar un polígono de tiro en Cabañeros.




–Sí, es verdad, pero la repercusión ha sido más política que económica. El problema ya está en trámite de solución, aunque en estos momentos no puedo decirle qué tipo de solución es.




En el tema de Cabañeros hubo una actuación importante de nuestro presidente de la Junta, José Bono, que puso de manifiesto la disconformidad de la Comunidad Autónoma en que se instalase allí el campo de tiro, en el sentido que Cabañeros es una de las pocas zonas ecológicas, en la que, por su medio ambiental, alberga una fauna importante a nivel europeo.




No discutimos que haya de existir un polígono de tiro en la región. Lo que discutimos y discrepamos es que sea precisamente Cabañeros la zona elegida. Hay otras fincas en la región que con menor coste ecológico y económico podría ser instalado.
















  Voto de confianza de los ciudadanos










–Ustedes no han sido precisamente una región con tradición autonómica. ¿Esto no les ha acarreado otra serie de problemas?




–Sí, efectivamente. En Castilla-La Mancha está más arraigado el fenómeno comarcal que la regional. Es una región artificial que se ha ido haciendo con retazos de provincias, como Albacete, que estaba en Murcia, y como parte de Castilla La Nueva, que estaba en Madrid.




En una primera fase, hemos tenido problemas de adaptación.  De todos modos, hemos tenido suerte, ya que ninguna de las antiguas provincias se ha visto forzada a integrarse en la región. Ha habido un voto de confianza de los ciudadanos bastante importante.




–¿Qué ha sido, pues, lo que les ha unido a ustedes?




–Más que por una tradición histórica, espiritual, cultural o lingüística, una necesidad de tipo económica, en el sentido de conseguir unas expectativas de bienestar superior a las que tenían en aquel momento.
















  Una pasividad autonómica activa










–Entonces, la construcción de la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha se ha concebido, más que para un fin determinado, como para un medio.




–Exacto. Como un medio para conseguir salir de la situación económica en que se encontraba y alcanzar los niveles de renta deseables.




Nuestra gente ha acogido la autonomía con una pasividad activa...




–Explíqueme esto de la pasividad activa.




–Al principio, la autonomía fue acogida con algo de recelo, ya que no teníamos una tradición autonómica. Se veía que el instalar un Gobierno en la región podría comportar más cargas financieras y económicas. Pero la llegada de las primeras competencias y la conformación de un Gobierno con responsabilidades ha empezado a calar en los ciudadanos de la región.




Hay una predisposición favorable, pero no entusiasta a la Comunidad Autónoma. No hay reacción en contra, pero sí hay expectación. Esto es la pasividad activa. Este es nuestro reto, ir eliminando la pasividad y aumentar la actividad. Nosotros llamamos a esto, por decirlo de una forma coloquial, una conciencia autonómica de bolsillo.




–¿Y cuándo será vencido este reto?




–Cuando se produzca una inflexión. Cuando se empiecen a generar más puestos de trabajo de los que hay ahora, cuando se ofrezcan unos niveles de bienestar social más altos y, desde luego,  mayores niveles de bienestar económico. Este es el gran reto que puede llevar a concienciar a los ciudadanos hacia la autonomía regional.




















  El 80 por 100 de las transferencias










–Me imagino que su Gobierno tendrá muy buenas relaciones con el de Madrid.




–Lógicamente, son buenas. Hay discusiones civilizadas y diferencias de opinión. Pero lo que no existe son los agravios comparativos. Desde la Administración Central se han utilizado unos criterios de homogeneización en el tratamiento de las autonomías, que hace que no hayan criterios comparativos negativos entre unas comunidades y otras.




–Esto habrá llevado a un nivel efectivo de transferencias, ¿no es así?




–Efectivamente.




–Por último, ¿qué porcentaje total de transferencias tienen ustedes, con respecto al general?




–En este momento estamos prácticamente en el 80 por 100.




–Caray: este es un porcentaje importante.




–Sí, desde luego, estamos muy contentos con el ritmo que se está llevando el proceso de transferencias de competencias.  Calculamos que pronto tocaremos el techo de las competencias que nos señala el Estatuto.
















3. JOSÉ MARÍA DE MIGUEL. Comunidad Autónoma de La Rioja:










«La Rioja puede contribuir a que el proceso de las autonomías sea sereno, tranquilo y negociado»










El primer presidente de la Comunidad Autónoma de La Rioja es un hombre muy joven. José María de Miguel pertenece al PSOE y está entusiasmado con la tarea que le han encargado: poner en marcha el primer Gobierno riojano.




Nos reunimos en Madrid, en la sede federal de los socialistas,  un día en el que la ejecutiva del PSOE discutía las últimas medidas económicas llevadas a cabo por el gabinete González.




El presidente De Miguel no tuvo inconveniente en abandonar la sala de reuniones y someterse a mis preguntas.
















  Una región sin tradición autonómica










–Señor presidente, La Rioja no ha sido una región que se haya distinguido precisamente por su tradición autonómica.




–La Rioja, es verdad, ha sido una región que siempre ha estado dentro de una encrucijada de caminos. Ha asumido parte de la personalidad de las regiones colindantes. Históricamente se le ha englobado en Castilla. Tenía evidentes conexiones industriales y comerciales con el País Vasco y Navarra. Todo esto forma parte de su propia razón de ser.




Se trata de una región bastante antigua en sus fundamentos y que, como todo pueblo viejo, ve a la cosa pública con cierto escepticismo y distanciamiento. Es una región donde la vida política no ha suscitado grandes entusiasmos bajo ningún régimen.




En este sentido, la autonomía se ha planteado con cierto escepticismo y con cierta tranquilidad, a diferencia de otras regiones limítrofes, dónde existen tensiones.




Es verdad, no existe una tradición autonómica, pero esto tampoco se ve como un hecho negativo.




–Por estas peculiaridades, La Rioja en cierto sentido puede ser una experiencia piloto, con relación a otras autonomías, ¿no es cierto?




–La Rioja tiene unas peculiaridades específicas, que son su dimensión geográfica y de población. De ahí vienen sus ventajas,  pero también sus desventajas.
















  Apoyo al proceso autonómico










–¿Cuál es el papel, pues, que puede desempeñar en el actual contexto una autonomía tan pequeña como la de La Rioja?




–Nuestra dimensión nos da nuestros propios problemas. No tenemos una capacidad de presión y de presencia en el proceso autonómico, sin embargo, tenemos una gran capacidad de conocimiento de nuestros problemas.




La Rioja, por su propia historia, puede desempeñar un papel de apoyo al proceso autonómico, pero no entendido como un proceso de competencia entre unas comunidades frente a las otras. La Rioja puede contribuir a que sea un proceso negociado, sereno y tranquilo, donde la solidaridad se lleve a efecto y no se quede en las palabras.




–¿Y esto por qué?




–Porque siempre hemos tenido un gran sentido de Estado. La Rioja ha tenido muchas relaciones con el Estado central cuando han existido problemas en las regiones limítrofes. Esto ocurrió en la época en que se produjo la unidad dinástica de España y se quedó como un reducto de la dinastía francesa en Navarra; tiene sus últimos coletazos en una serie de episodios, como son los de la dinastía de Foix, que produjo una serie de asedios a Logroño. Tuvo también un papel preponderante durante las guerras carlistas,  siendo el baluarte del Estado central.




Creo que podemos aportar cierta prudencia y cierta eficacia al desarrollo del proceso autonómico. Los pequeños tenemos menos medios, pero también un gran conocimiento de la realidad de la problemática.




El problema de las instituciones es que tienen que demostrar que son eficaces. La dimensión pequeña hace que los problemas sean más abarcables.
















  Sin crisis económica importante










–¿Cómo es su estructura económica?




–La estructura económica de La Rioja es muy equilibrada.  Tiene un enorme peso específico el sector primario de la agricultura, que no sólo tiene calidad por el clima y por el tipo de cultivo, sino que además ha tenido cierto desarrollo industrial. Esto hace que el proceso autonómico se está llevando en medio de una gran crisis económica y social, La Rioja no se vea afectada por ella.




–¿Están ustedes satisfechos de su Estatuto?




–Sí. Al principio tuvimos problemas con las cláusulas de la Disposición Transitoria, que se acuciaron porque el peso fundamental de la institución lo llevaba el grupo procedente de la UCD, que se vio sumergido en una crisis impresionante que nos afectó a todos. Ese hecho puso a prueba todo el mecanismo transitorio, que pasó de ser una Diputación provincial a una Comunidad Autónoma. Después de las elecciones se cortaron todas las disposiciones transitorias y ha habido una relación de fuerzas evidentes que ha clarificado las posiciones de los diferentes grupos.




–¿Son cordiales las relaciones con la Administración central?




–Sí, pero además hay que tener en cuenta que éramos una de las pocas autonomías que no partieron de una etapa preautonómica. Por esa crisis de la UCD no hubo ninguna transferencia. El Gobierno de La Rioja, en estos momentos, ya ha recibido el 40 por 100 del total de las transferencias a recibir.




Por otro lado, tampoco hemos tenido excesivas prisas en recibirlas. Nosotros queríamos que el traspaso no supusiera merma en el servicio. Esto era fundamental para prestigiar unas instituciones que no tuvieron un nacimiento normal.
















  El Estado Federal: lo importante es el contenido










–¿No piensa usted que esto del Estado de las Autonomías debería llamarse por lo que realmente es: un Estado Federal?




–A mí no me preocupa el nombre que se dé, sea Estado de las Autonomías o Estado Federal. Lo importante no es el nombre, sino el contenido.




De todos modos, pasar a llamarlo Estado Federal supondría una reforma de la Constitución, cosa que de realizarse supondría no sólo este tema, sino otros. En este sentido, sería muy peligroso abrir la vía de reforma de la Constitución.




–¿Cuál es el problema más acuciante que tienen ustedes en La Rioja?




–Acabar con la situación de incertidumbre que nos crean las transferencias, en la medida que sigan surgiendo y no se consolide la primera fase de ellas que están previstas en el Estatuto y sin utilizar la Ley orgánica, cosa muy importante, ya que nos permitiría establecer una política presupuestaria, en la cual van los objetivos de nuestro Gobierno.




Mientras no obtengamos la autonomía financiera derivada de la cesión de tributos, mientras que acabemos con la situación de la incertidumbre derivada de la mucha Administración que hay por debajo de nosotros y mientras no consigamos coordinar las transferencias, haciendo un modelo administrativo más organizado,  unificando competencias que estaban desperdigadas en otros ministerios y hacer una máquina administrativa eficaz, no estaremos del todo satisfechos.
















  Todos están centrados










–¿Se va cumpliendo el programa de Gobierno que ustedes se impusieron?




–Sí. Después de una etapa muy confusa en las instituciones,  incluso la oposición ha entendido el proceso histórico y de Estado que significa la creación de las instituciones. Todos estamos centrados. Ello no quiere decir que la oposición no critique aquello que no vea bien, con toda la dureza que crea conveniente. Hay un nivel de entendimiento de lo que es y tiene que ser este proceso.




–¿Con qué partieron ustedes?




–Con una Diputación provincial que tenía 200 funcionarios.  Con las transferencias recibidas, hemos llegado a los 500. Claro,  ello requiere un cambio de mentalidad, que es el de pasar de una Administración local a una regional o autonómica, con todo lo que ello reporta de dificultad en ir venciendo inercias ancestrales.




–¿Qué tipo de conflictos parlamentarios han tenido?




–No ha habido especial conflictividad en el Parlamento, porque hemos hecho la única vía posible para cualquier Gobierno. Estamos construyendo el instrumento y los medios de hacer política: la Administración regional.
















  Tranquilidad y serenidad










–¿El pueblo riojano se da cuenta de los esfuerzos que están realizando ustedes los políticos o más bien siguen en una actitud pasiva?




–Creo que todavía está a la espera de ver los logros positivos. Y uno de éstos los ha visto en que desde el momento que se realizaron las elecciones se ha terminado con una época de crisis absoluta y de desprestigio de las instituciones.




Ahora las instituciones funcionan, la oposición critica y el Gobierno trabaja. Este es el primer logro, conseguido en un nivel de tranquilidad y serenidad.




–¿No tienen ustedes el problema espectacular del paro?




–Afortunadamente, no. Después de Galicia, somos la segunda autonomía con menos paro. Esto viene derivado de nuestra propia peculiaridad, ya que somos una región fundamentalmente agrícola.
















  El tema de Rumasa en La Rioja










–Pero me imagino que el tema de Rumasa habrá repercutido en La Rioja.




–Sí, las bodegas de Rumasa en La Rioja tienen una gran importancia. En ventas de vinos riojanos, Rumasa significaba el 35 o el 40 por 100. De todos modos, estas empresas de Rumasa van a ser reprivatizadas.




–Por todo lo que me va contando, el tema de la reindustrialización tampoco va a afectar demasiado a La Rioja.




–De un modo u otro, todo nos afecta. En concreto, nosotros hemos tenido el problema de la reconversión industrial de la línea blanca de electrodomésticos, que se ha solucionado con la consolidación de la factoría que tiene Zanusi en La Rioja, que es una de las más modernas en el sector de congeladores, con un planteamiento netamente exportador, siendo una de las más avanzadas de Europa. Con la colaboración de la Comunidad Autónoma se ha conseguido un crédito que consolida la situación de Zanusi. Es un tema, afortunadamente, solventado.
















  Incorporación de España al Mercado Común










–¿Cuál es la filosofía de los planes económicos de La Rioja?




–Definir el futuro. En La Rioja tenemos la ambición de elaborar un plan económico general que sea, además, un gran debate regional que despierte los intereses de todos los riojanos.  Entre otras razones, porque la incorporación de España a la CEE va a tener serias repercusiones en La Rioja.




Queremos hacer un plan económico regional, cuyo primer objetivo sea marcar unos criterios de actuación; segundo, definir qué Rioja queremos dentro de este contexto, y tercer objetivo,  hacer un gran debate regional en el que se plantee la proyección al futuro.




–Es decir, no dormirse en los laureles.




–Eso es.
















4. JULIO RODRÍGUEZ. Junta de Andalucía:










«Existe en el pueblo andaluz un deseo mítico de que se resuelvan sus problemas, a través de actuaciones que afecten decisivamente a las expectativas agrarias»










Andalucía siempre ha sido un polvorín, dada la enorme complejidad que adquieren en ella los problemas económicos y sociales. Las huelgas de hambre, los paros, las ocupaciones de fincas y la contestación obrera son temas de cada día.




Por eso, la figura del consejero de Economía y Planificación de la Junta de Andalucía, en este caso Julio Rodríguez, adquiere una importancia clave.




El señor Rodríguez es granadino, concretamente de Motril. Es doctor en Ciencias Económicas por la Universidad Complutense de Madrid y está conceptuado como un experto en coyuntura económica.




Ha sido estadístico facultativo del INE y titulado del Servicio de Estudios del Banco de España.




Julio Rodríguez, militante del PSOE, me cita en un despacho de la sede federal de su partido, y se aviene a un diálogo abierto sobre los principales problemas económicos que afectan a Andalucía.
















  Una mítica reforma agraria










–Señor Rodríguez, en Andalucía uno de los temas míticos es el de la reforma agraria.




–Este tema tiene una gran trascendencia para Andalucía, por el elevado peso que el sector agrario tiene en la economía andaluza.  La participación de la agricultura en la producción y en la población activa andaluza es más elevada de lo que sucede en el resto de la economía nacional.




El hecho de que durante mucho tiempo la agricultura haya sido la forma de vida para amplios estratos de la población andaluza,  hace que ello dé lugar a que en Andalucía se le preste una gran relevancia a la solución de los problemas agrícolas.




–Existe, pienso, una tradición histórica de reivindicación de la propiedad de la tierra.




–Esta es una tradición que viene de siglos, que hace que junto a la conveniencia esté la necesidad de aprovechar los recursos productivos existentes en la agricultura; no en balde Andalucía tiene una productividad por persona ocupada y por superficie mucho más alto que la media española en otra materia.




Existe, también, en el pueblo andaluz, un deseo mítico de que se resuelvan sus problemas a través de actuaciones que afecten decisivamente a las expectativas agrarias.




En Andalucía hay un reparto de la propiedad agraria donde predominan más las grandes fincas que en el resto de España. Se dan, por tanto, una serie de elementos que hacen que para Andalucía la solución de los problemas agrícolas presente una mayor trascendencia y gravedad.




–¿Qué otro tipo de problemas tiene Andalucía?




–Hay un fondo de problemas muy serios, en el que la agricultura sigue pesando mucho en la economía andaluza...




–¿Pero qué hacen o han hecho ustedes para solucionar estos problemas?




–Como son problemas endémicos estructurales, su solución son a largo plazo. Antes estos problemas se paliaban con la emigración, pero al llegar la crisis a las naciones más desarrolladas,  desciende el número de empleos industriales y, por tanto, la posibilidad de emigración.
















  Los problemas más aparentes










–¿Y esto en qué se traduce?




–En que tenemos la tasa de paro más alta de España. En el trimestre del 83 la tasa española era del 17,8 por 100 y en Andalucía el 23,1 por 100. Es decir, más de cinco puntos arriba que la media de España.




La tasa de actividad es mucho más baja que la media española,  cosa que revela que no hay oportunidades de empleo, por lo cual la situación es mucho más dramática que lo que nos dice la tasa de paro.




Nuestra actividad económica está escasamente diversificada.  Esta actividad pesa bastante en el sector primario, agricultura y pesca, mientras que en España su peso en el PIB es del 7, en Andalucía es del 13. Mientras que en España el peso de estos sectores en la población activa ocupada es del 17 por 100, en Andalucía es el 21 por 100.




Por tanto, es una economía poco diversificada, donde la industria pesa muy poco. Estos son los problemas más aparentes.
















  Política económica de la Junta










–¿Pero cuál es la política económica que sigue la Junta?




–Hace una política de largo alcance que atienda, en primer lugar, el problema básico: creación de puestos de trabajo, y que contribuya en general a una estructura económica más equilibrada,  donde pesen más los sectores que tienen una escasa incidencia.




La estrategia que nos hemos planteado es: aprovechar al máximo los recursos productivos andaluces reales y financieros,  integrar más la economía y, sobre todo, proceder a aprovechar mucho nuestra capacidad de desarrollo, puesto que la política económica que se ha diseñado desde el Gobierno de la nación no implica una seria política distributiva y hay que volver los ojos a nuestros recursos.




No se puede esperar mucho de un Gobierno central que trata de poner el sector público en orden y que no puede practicar políticas expansivas en materias distributivas.




–¿Cómo ha sido para ustedes el año 1983?




–Ha sido el año del traspaso de competencias, el año de creación de una empresa regional de desarrollo, SOPREA, que ya ha prestado 1.200 millones de pesetas a empresas andaluzas.




Hemos hecho inversiones públicas por un volumen de 7.500 millones de pesetas, integradas en un plan extraordinario de inversiones.




Hemos llevado a cabo programas de apoyo y financiación a pequeñas y medianas empresas, mediante la utilización para ello del coeficiente de préstamos de regulación especial de las Cajas de Ahorros.




Hemos calificado emisiones de obligaciones de empresas como preferentes, para que sean computables en el coeficiente de fondos públicos de las Cajas de Ahorros.




Hemos asumido las competencias de las Cajas de Ahorros para así, de alguna forma, lograr que los recursos y el ahorro andaluz se emplee, sobre todo, dentro de Andalucía.




Hemos asumido, también, las competencias estatutarias en materia de Cajas Rurales.




Hemos coordinado los planes provinciales de obras y servicios.




En fin, hemos hecho una serie de actuaciones coherentes con esta línea de política económica.
















  El dinero










–Todo esto cuesta mucho dinero, ¿de dónde ha salido?




–En efecto, este año hemos movilizado 1.500 millones. En parte, forzando la distribución de los recursos de las Cajas de Ahorros hacia los destinos que queríamos. Y en parte recurriendo el año 1984 a la emisión de Deuda Pública por parte de la Junta,  que ha sido de 4.000 millones, que se han colocado en la banca privada, 2.500 en las Cajas de Ahorros, 250 en la Caja Postal y 2.100 millones de pesetas que nos prestó el Banco Europeo de Inversiones de la CEE.




–¿Se dan cuenta los andaluces del esfuerzo económico que está haciendo la Junta?




–Creo que se están dando cuenta que estamos trabajando. Lo que sucede es que los problemas son grandes, existen unas expectativas importantes de actuación de la Junta y todavía existe la opinión generalizada de que cuando termine el traspaso de competencias, la Junta podrá tener más relevancia en la vida económica.
















  Los grandes retos










–¿Cuáles son los grandes retos para el Gobierno andaluz?




–Son, en primer lugar, el proyecto de ley de reforma agraria,  que está tramitándose en el Parlamento andaluz. Proyecto de ley encaminado, sobre todo, a incrementar la actividad del sector agrario y que tiene su complemento en el plan económico 1984- 1986, en el cual contemplamos un volumen de inversiones de 15.500 millones de pesetas en promedio para estos tres años. Y hemos seleccionado aquelllas inversiones que complementen mejor las inversiones públicas que hacen las restantes Administraciones del Estado dentro de Andalucía, para no solaparnos en nuestra actuación.




En este plan también contemplamos el destino que le vamos a dar a las inversiones que nos vienen del Fondo de Compensación Interterritorial, que como se sabe Andalucía es la primera comunidad autónoma en cuanto a volumen del fondo.  Recibimos 57.000 millones de pesetas, en este concepto.




–¿Y no hay otro tipo de programas de desarrollo, como el industrial, en el plan que usted me cita?




–Sí, la creación de SOPREA, antes citada. Tenemos también prevista una actuación de apoyo a la actividad empresarial.  Seguiremos con los programas de financiación a las «pymes».  Fortaleceremos las sociedades de garantía recíprocas que existen dentro de Andalucía y también tenemos pensado apoyar, sobre todo, el tema de la mejora de la infraestructura, donde es básica la mejoría de las comunicaciones dentro de Andalucía para conseguir ese objetivo, al que aludía antes, de integración de la actividad productiva, que para nosotros es fundamental.
















  El empleo comunitario










–¿Y qué pasa con el llamado y siempre conflictivo empleo comunitario?




–En el plan económico para Andalucía estamos intentando realizar medidas que contribuyan a la creación de puestos de trabajo, directa o indirectamente.




Desde luego, si pensamos desarrollar la agricultura es para hacerlo de un modo global, no sólo para producir más, cosa en la que habría problemas de excedentes, sino para favorecer y para apoyar a las industrias de transformación agraria y, sobre todo,  mejorar el problema de la comercialización.




Ahora tenemos casi 440.000 parados. En el empleo comunitario tenemos a 200.000. Bueno, pues, el sistema se ha cambiado, ya que el anterior fomentaba la corrupción y el parasitismo, para ir al sistema de subsidio.




Pero el sistema de subsidio también lleva problemas, ya que una vez terminado el tiempo de percepción de los mismos y como se exige las 60 jornadas, en muchos sitios se pueden presentar problemas y hay cierto nerviosismo en estos momentos, por no conseguir las citadas 60 jornadas.




Nosotros vamos a intentar concentrar nuestras actuaciones en los focos donde este problema del paro adquiere y presenta una particular relevancia.




















  Las relaciones con los empresarios










–Por último, ¿están apoyando los empresarios andaluces todos estos planes y programas?




–Sobre nuestro plan económico, la Confederación de Empresarios Andaluces lo considera demasiado intervencionista y desconfía de estas sociedades de desarrollo industrial. Yo creo que no las han entendido bien, ya que estas sociedades se encaminan a favorecer la actividad productiva y a apoyar a la empresa privada.




Se oponen, también fuertemente, al proyecto de la ley de reforma agraria. Su principal resistencia es a la posible expropiación del uso que se establece en este programa, donde se contempla la posibilidad de expropiar el uso de la tierra, aunque no la propiedad.




No obstante, la actitud general no es de confrontación, sino de debate, de diálogo, en el que hay más o menos diferencias fuertes,  pero nuestra relación con los empresarios no es mala.
















5. RAFAEL MOLINA PETIT. Comunidad Autónoma de Canarias:










«Canarias no puede ser Hong-Kong»










Rafael Molina es un joven economista canario que ocupó la Consejería de Economía y Comercio del Gobierno de la Comunidad Autónoma de Canarias.




Nos encontramos en Madrid, en una noche lóbrega y gélida, en un despacho del ICO (Instituto de Crédito Oficial), organismo al que Molina venía a pedirle créditos para solventar la ristra de problemas que tienen las Islas Canarias.




Molina es militante del PSOE y fue aupado por este partido al cargo que ocupó en el Gobierno canario.




Como no teníamos demasiado tiempo para andar con preámbulos, nos pusimos pronto manos a la obra.
















  Una población superexplosiva










–¿Cómo está la salud de la economía canaria?




–Canarias, como otras muchas regiones españolas, se encuentra atravesando una situación crítica. Sin embargo, nuestra crisis es en algunos aspectos bastante diferenciada del resto del territorio nacional.




En primer lugar, la crisis en Canarias no se debe tanto a una caída de los indicadores reales de los sectores productivos básicos,  como a una paralización del crecimiento económico de los últimos años, que han desvelado los defectos estructurales y las dotaciones escasas de recursos que nuestra economía posee.




Desde que ha cesado el «boom» de la construcción y las actividades especulativas inmobiliarias ligadas al turismo, se han puesto en evidencia los tremendos problemas que nos ocasionan el tener una población superexplosiva. En este momento, el 50 por 100 de la población tiene menos de veinticinco años y el 33 por 100 tiene menos de dieciséis años. A eso hay que añadirle unos bajísimos niveles de cualificación. En este momento, más de 50.000 jóvenes están mal escolarizados, y la media de analfabetismo en Canarias es del 15 por 100, lo cual nos sitúa, posiblemente,  como una región con más alta tasa de analfabetismo de España.




















  Sin crisis, pero con paro










–Pero, ¿hay o no hay crisis industrial?




–Prácticamente, en Canarias no ha habido crisis industrial,  debido a que nuestro escaso sector industrial está perfectamete adaptado a la competencia internacional. Los sectores turístico y comercial han registrado moderadas tasas de crecimiento y, en algunos momentos, algo más elevadas.




Sin embargo, nuestra economía no tiene el potencial suficiente como para resolver el paro provocado por la enorme cantidad de jóvenes en busca de su primer empleo, sumado al hecho de que los sectores económicos, en su proceso de ajuste, están expulsando mano de obra y sustituyéndola por capital. Este es nuestro principal problema, ya que nuestra tasa de paro está en torno al 20 por 100 y es previsible que con las cohortes de población que acceden al mercado del trabajo, nuestra tasa de paro aumente entre 2 ó 3 puntos por año, a no ser que desarrollemos una política económica que reinvierta la tendencia con medidas coordinadas, intentando desarrollar todos los potenciales de crecimiento que nuestra economía tiene.
















  Una emigración imposible










–¿Qué planes tienen ustedes para financiar este problema?




–En principio, los recursos de la Comunidad Autónoma no son suficientes para promover un desarrollo al nivel adecuado que nos permita emplear a la población juvenil que accede a su primer empleo, por lo cual nos ha sido necesario presentar en los presupuestos del 84 una fuerte emisión de deuda pública y dirigir todos los recursos de nuestra comunidad de una forma muy selectiva a algunos programas concretos.




Prácticamente se han destinado más del 70 por 100 de nuestro presupuesto a educación en el sentido amplio; un porcentaje importante a viviendas, ya que Canarias es de las regiones que tiene unos déficit de viviendas mayores de todo el territorio nacional;  obras hidráulicas, medio ambiente, repoblación forestal y bienestar social.




Los cuatro primeros programas pretenden resolver deficiencias básicas de nuestra economía, frenar el desarrollo, al mismo tiempo que posibilita la acción inversora posterior y, asimismo, promueve la creación de abundantes empleos. El quinto programa es de tipo compensatorio, ya que en este momento existen situaciones de extrema marginalidad, agravado por el hecho en el que la emigración no es posible, ya que salir de las islas cuesta más de 20.000 pesetas, convirtiéndose de esa forma el archipiélago en una especie de ratonera para las personas que no tienen empleo.
















  Una fiscalidad propia










–¿Habrá nuevas figuras impositivas?




–En principio, no tenemos la intención de aumentar la presión fiscal, aunque, como es natural, habrá que ir a unos ajustes de nuestros impuestos autonómicos, con el fin de racionalizar los tipos. He oído que algunos ayuntamientos, ante la escasez de recursos, tendrán que ir a algunos aumentos en las figuras impositivas de su competencia.




Por supuesto, los impuestos nunca son bien acogidos, pero cuando vienen directamente a resolver problemas reales y que se palpan, en general no despiertan tantos recelos y son más fáciles de comprender por el contribuyente, que mentalmente se hace un análisis coste-beneficio de lo que paga y los servicios que recibe a cambio de los impuestos. Canarias ha tenido una gran tradición económica de fiscalidad propia y, en general, los arbitrios, que son los impuestos de los cabildos, no han sido mal acogidos, ya que el pueblo ha visto la enorme cantidad de obras públicas y actividades que desarrollaban estas instituciones insulares.
















  Canarias y el Mercado Común










–¿Cuál es la actitud del Gobierno canario frente al tema del Mercado Común?




–El Gobierno canario ha presentado ya su postura respecto al sistema de ingreso dentro del Mercado Común. Como usted sabe perfectamente, Canarias desde 1852 disfruta de un régimen conocido como de Puerto Franco, pero las especialidades económicas y fiscales se remontan al mismo siglo XV, siempre con una tradición de más libertad comercial y fiscalidad indirecta especial, lo cual ha permitido que un elevado número de habitantes haya podido vivir en unas islas como éstas, prácticamente sin recursos naturales, con graves problemas pluviométricos y alejados de los grandes centros económicos.




Este régimen especial nuestro, con la libertad de comercio,  pretendía compensar precisamente la distancia, haciendo que nos pudiéramos interrelacionar precisamente con todo el mundo libremente y que tuviéramos acceso a los barcos que pasaban por nuestras costas, compensando así la ausencia de economía externa por estar alejadas de cualquier territorio continental, con determinadas economías derivadas de una situación privilegiada, lo que llamamos una renta de situación.




–¡Ya!




–Nuestra opción económica frente al Mercado Común se manifiesta en esta misma línea, y el Gobierno considera que nuestro sistema, nuestra estrategia de desarrollo, no está agotada y que no tenemos, por otra parte, posibilidades de tomar un camino diferente, ya que en economías insulares y pequeñas, como la nuestra, son difíciles los procesos de industrialización, y seguir un sistema similar al que tuvo Hong-Kong o Irlanda no es posible,  por la inexistencia de recursos materiales, por unos costos laborales iguales del resto de España, no son propios de zonas subdesarrolladas, y por la inexistencia de población cualificada que nos permitan especializarnos en un sector industrial necesitado de alta tecnología y alto nivel de capital humano.




Pensamos que no se puede cambiar, de la noche a la mañana,  un régimen que tiene cerca de quinientos años en su historia y que está probado que funciona, aunque con problemas cíclicos en muchos casos debidos a la falta de planificación y a la ausencia de análisis sobre la evolución de la coyuntura mundial. Nuestro modelo económico no es el fruto de una inspiración momentánea del legislador, sino al resultado de múltiples elaboraciones a través de los siglos y está profundamente enraizado dentro del sentir canario y consideramos que la CEE puede respetar, como así lo ha hecho en otros casos, nuestras particularidades básicas, ya que por otra parte este respeto no le ocasionará ninguna pérdida en términos económicos al Mercado Común.
















  Una visión más planetaria y universal










–¿Cómo se está resolviendo el llamado pleito insular?




–El histórico pleito insular está disminuyendo, en cuanto a tensiones, con una política de trasparencia de las actuaciones públicas por un mayor conocimiento de las personas de las diversas islas entre sí, que generan vínculos de comprensión y por un protagonismo creciente de las islas no capitalinas.




Personalmente, creo que son muchas más las cosas que nos unen que las que nos separan y que la visión cada vez más planetaria y universal de la vida y de los problemas, va a provocar vínculos de unión cada vez más grandes.
















  El agua: un recurso vital escaso










–¿Cómo se está resolviendo el problema del agua en Canarias?




–El problema es tremendamente complejo. En algunas islas el coste del agua es superior a las 250.300 pesetas el metro cúbico. Y en otras, los niveles freáticos están descendiendo vertiginosamente y hay que sacarla a límites superiores a los 300 metros de profundidad.




Se está trabajando en el reciclaje del agua, en la construcción de embalses, potabilizadoras e instalaciones para el suministro por barcos, pero las inversiones son tremendamente importantes. En Canarias se parte de bajos núcleos en infraestructura prácticamente en todos los sectores y, en este caso, se confirma esta regla, ya que ha estado prácticamente en manos de las iniciativas privadas toda la política de captación y distribución de aguas, lo que ha provocado despilfarros importantes en inversiones que se han duplicado y una política especulativa en un sector con un recurso vital y escaso, en donde hubiesen sido necesarios todos los mecanismos de la planificación o concertación y el uso de «precios sombra» para este producto.
















  Centro internacional de contratación










–¿Cómo están las relaciones comerciales con África y América?




–El espacio económico de Canarias es su internacionalidad, y las cifras de su comercio exterior y el número de turistas así lo confirma.




Se deben estar enviando a África más de 40.000 millones de pesetas en un comercio «sui generis» que choca algunas veces contra la letra, aunque no contra el espíritu, de algunas normas del control de cambios. En esto también somos diferentes, y esperamos un cambio en la legislación para que ésta se adecue a nuestra necesidad.




Queremos apostar por Canarias como centro internacional de contratación, de cooperación económica, como centro financiero y turístico, como plataforma de paz, y que los frutos de esta internacionalidad reviertan en las islas.




También apostamos por un vector que apunta hacia la defensa de los sectores internos y tradicionales (ganadería, agricultura de autoconsumo, artesanía, determinadas industrias adaptadas) en una estrategia mixta que nos permita, al mismo tiempo, defender nuestra identidad y nuestras tradicionales formas de vida y producción, beneficiándonos de nuestros pocos activos naturales,  situación y clima.
















  Nada de privilegios










–¿Cómo van marchando las relaciones entre ustedes y la Administración central?




–Poco a poco se va sensibilizando a la Administración central que ser distinto económicamente no es un privilegio, sino todo lo contrario, ya que los mecanismos de apoyo no operan automáticamente en favor de Canarias y hay que luchar, caso a caso, buscando su adaptación para que sean aplicables y que, por otra parte, no existan los efectos beneficiosos de las economías externas de las inversiones que se realizan en la península sobre Canarias. Es decir, estamos solos y somos diferentes en muchos aspectos económicos y necesitamos un tratamiento adecuado, no privilegiado, sino adecuado.
















6. FRANCISCO JAVIER GIL. Comunidad Autónoma de Madrid:










«Los madrileños no tienen conciencia autonómica»










El que fue hombre de los «cuartos» de la Comunidad Autónoma de Madrid, es decir, el consejero de Economía y Hacienda, es un joven universitario, barba breve y vestido a la pana al estilo de los líderes del PSOE.




Francisco Javier Gil es un profesional competente, que se licenció en Ciencias Económicas por la Universidad de Madrid. Es funcionario de carrera del cuerpo de Titulados Superiores del Ministerio de Industria, oposición que ganó con el número uno de su promoción.




Sus años de actividad profesional se reparten entre la Administración Pública, la Banca privada y el «consulting»,  comenzando en París, en la OCDE (División de Estudios Nacionales, Departamento de Economía y Estadística), donde permaneció dos años y medio. Más tarde pasó a prestar sus servicios en la Subsecretaría de Economía Financiera del Ministerio de Hacienda. Asimismo, ha desempeñado funciones en las secretarías generales técnicas de los ministerios de Agricultura y de Industria.




En la empresa privada, ha sido director de la división de estudios económicos de SOFEMASA, incorporándose con posterioridad a la división de marketing del Banco de Gredos y de Bankunión.




Desde 1980 era director de los Servicios de Gestión Tributaria y Haciendas Locales de la Diputación Provincial de Madrid,  habiéndose ocupado de la reforma de los servicios recaudatorios y del apoyo a los municipios de la provincia.
















  La autonomía más joven










–¿Cómo ve, desde el punto de vista de la Comunidad Autónoma de Madrid, la situación de la economía?




–Somos la autonomía más joven. Y, en estas circunstancias,  hablar de coyuntura económica significa hablar de política económica, en la que tenemos poco que influir, ya que carecemos de las competencias que en su día, una vez hechas todas las transferencias, tendremos.




–¿Pero qué salud tiene la economía madrileña?




–La salud es débil, tirando a mal.




–¿Por qué?




–Porque el crecimiento de la tasa de paro está siendo superior al de la media de la nación. Y eso no es bueno, ya que supone que el número de parados aumenta más que en el resto de España.




En Madrid se asientan numerosas industrias, el sector servicios es muy grande, la población es muy joven y el paro es tremendo.  Todo ello es una de las mayores preocupaciones del Gobierno autónomo.




Otra cosa es que la Comunidad autónoma pueda terminar con el paro o con el alza de los precios. Esto no lo puede hacer, porque no es más, hoy por hoy, que el órgano intermedio entre la Administración central y la local.




La Comunidad Autónoma de Madrid, sin embargo, sí puede influir, a través de sus planes económicos y sus presupuestos, a que esa tasa de paro se reduzca lo máximo posible.
















  Los empresarios no invierten










–¿Los empresarios invierten en Madrid?




–Los empresarios no invierten lo conveniente. Hay señales de que en algunos subsectores sí se están iniciando algunas actividades,  pero estas señales son muy débiles. Los empresarios no invierten en Madrid ni siquiera para frenar el crecimiento vegetativo del paro.




Nosotros, a través de la Consejería de Trabajo, Comercio e Industria, vamos a presentar a los empresarios el máximo de posibilidades que podemos ofrecer, como la creación de un Instituto de Desarrollo Económico e Industrial, que permita que todas las fuerzas implicadas en el proceso productivo –trabajadores,  empresarios y nosotros mismos, la Comunidad– ayudemos en lo posible a acometer proyectos de inversión que sean rentables a los empresarios y en los que se vayan creando nuevos puestos de trabajo.




–¿Pero qué problemas concretos tiene la economía madrileña?




–El primero y principal, indudablemente, el de la alta tasa de paro. En cambio, la tasa de inflación es similar a la nacional, que al finalizar 1983 será algo menos del 9 ó 10 por 100.
















  La zona sur de Madrid










–¿Y qué hay del tema de la reindustrialización de la zona sur de Madrid?




–La Consejería de Trabajo, Comercio e Industria tiene la intención de solicitar al Gobierno central la declaración de zona especial del cinturón sur de Madrid, de modo que hayan facilidades para la creación de nuevas industrias, precisamente en una zona donde hay más paro, los pueblos del sur de Madrid: Leganés, Parla,  Getafe, Alcorcón, etc.




–¿Y qué tipo de industrias se podrían instalar en ella?




–No estoy en condiciones de darle una priorización de industrias. De todos modos, lo ideal sería que fueran aquellas que más empleo generasen. Pienso en las industrias de tecnología muy avanzada, que son las que invierten más por puesto de trabajo. Esto no quiere decir que Madrid, por ejemplo, pudiera convertirse en una pionera en industrias de la informática, que en otros países están siendo punteras y creando un número importante de puestos de trabajo.
















  La economía sumergida










–¿Existe economía sumergida en Madrid?




–Mucha. Si no hubiera economía sumergida, personalmente pienso que habría conflictos de orden público.




–¿Por qué?




–Porque la situación de paro es enorme. Es difícilmente concebible que el número de trabajadores que hay en paro oficial,  más los no registrados en la región de Madrid, no estuvieran en la total indigencia si no hubiera economía sumergida.




–¿Entonces la economía sumergida es buena?




–No, de ningún modo, ya que se pueden dar situaciones de verdadera explotación de los trabajadores por parte de los empresarios, que no responden ante ninguna ley. Conocemos casos de trabajadores con jornada de catorce horas, pagados mínimamente porque no tienen otra cosa. Y empresarios muy pequeños –si se puede llamar empresarios a estas personas– que recurren a la mano de obra barata y que no cotizan a la Seguridad Social y, por tanto, al Fondo Nacional del Desempleo, y están al margen de todo control y fiscalidad.




–¿Y cómo se pueden incorporar estas personas a los conductos económicos normales?




–Es muy difícil. La Consejería de Trabajo iniciará en poco tiempo la cuantificación de la economía sumergida en Madrid y propondrá soluciones factibles. Lo malo de la economía sumergida es la insolidaridad. El empresario que recurre a ella está compitiendo deslealmente con sus compañeros. Y el trabajador que cae en ella, aunque sea por necesidad, también está compitiendo con sus compañeros, que están cotizando debidamente para que los que no tengan trabajo puedan vivir.
















  Un proceso difícil y poco amable










–¿Cómo son las relaciones Administración central-Comunidad Autónoma de Madrid?




–Las relaciones, como es lógico, son buenas. Tenga en cuenta que son dos gobiernos del mismo color político.




No obstante, hay que dejar muy claro que el proceso de transferencia de competencias desde la Administración central a la autonómica no es un proceso fácil ni amable. Es un proceso de negociación, de discusión y que, en algunas ocasiones, hay profundas diferencias entre ambas Administraciones.




Usted sabe que estamos en la construcción de una nueva forma de Estado. Entonces, un Ministerio concreto cuando tiene que ceder sus competencias a las Comunidades Autónomas, de hecho está vaciando en algo su propio poder, diluyéndolo de alguna manera entre el Gobierno central y los autonómicos.
















  Sin tradición autonómica










–¿Están ustedes contentos de su Estatuto? En una palabra, ¿son ustedes una autonomía privilegiada o de primera?




–En absoluto. Hay que partir del hecho objetivo de que hay un tipo de comunidades, las llamadas históricas, en las que las reivindicaciones vienen acompañadas de actos de vandalismo, como ocurre en el País Vasco. Reivindicaciones que hechas, por ejemplo, en Castilla-La Mancha no adquieren tanta relevancia política.




–En Madrid no ha existido nunca una tradición autonomista.




–Vayamos poco a poco. Recurriendo a los extremos, yo le diría que en el Terciario todos éramos iguales. Nosotros rechazamos eso de la tradición autonomista, porque desde la Comunidad Autónoma de Madrid no estamos dispuestos a aceptar que haya españoles de primera, segunda o tercera clase.
















  El Estado Federal










–Pues deberíamos hablar ya de una vez de Estado Federal.




–Personalmente creo que desde el principio se debería haber abordado la construcción de un Estado Federal, pero con todas las consecuencias y sin que nadie se asustase. Hay países como Alemania, Suiza, Estados Unidos, etc., que son poco dudosos de separatismos y de incoherencias. Y funcionan perfectamente.




–No obstante, Madrid siempre ha sido la mala de la película.




–Distingamos qué Madrid. Porque es injusto que se identifique a Madrid con el Gobierno de cada régimen o cada momento.




–Esto es verdad. Yo le recordaría que existen zonas de la provincia de Madrid que se han beneficiado mucho menos en su desarrollo que otras provincias del resto de España. Y esto es constatable.




–Está usted diciendo una gran verdad y me alegro mucho que sea precisamente un catalán el que lo diga.
















  Los madrileños










–Bien, pasemos a otro tema. ¿Han tomado conciencia los madrileños de su autonomía?




–Creo sinceramente que todavía no hay suficiente conciencia autonómica en los ciudadanos de la región de Madrid. Esa conciencia autonómica sólo se adquirirá cuando el Gobierno autónomo permita ver a esos ciudadanos que la autonomía sirve para algo. Desde ese momento, empezarán a ver que el ser madrileño es tener un arma más para, en el sentido más amplio de la palabra, satisfacer sus propias necesidades.




–¿Pero quiénes son los madrileños? Porque en Madrid hay más gallegos, catalanes, andaluces, extremeños, etc., que los propiamente nacidos en Madrid. Sin ir más lejos, usted es leonés...




–Sí, es verdad. Pero madrileños lo somos todos. Es decir,  aquellos que vivimos y trabajamos en Madrid, aunque hayamos nacido en otra región española.
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Capítulo II


 

  El pulso económico en la España de la Transición








En los años de la Transición el tema económico fue la asignatura pendiente de los primeros Gobiernos democráticos.  Tanto los ministros de Adolfo Suárez como los de Leopoldo Calvo- Sotelo e incluso los de Felipe González tropezaron con este problema. La coyuntura internacional no ayudaba en absoluto a salir de los números rojos de este sector.




Por todo ello, no es extraño que el tema preocupara a todos. El debate estaba en la calle. Durante esos años, especialmente en la primera mitad de la década de los ochenta, mantuve conversaciones con dirigentes políticos, sindicales y empresariales.




En este capítulo incluyo, además, un tema que nos llegó de fuera: la moda de los llamados «cazacerebros», que preocupó de gran manera a nuestros empresarios, ya que estas personas venían a llevarse, en el peor de los casos, a los mejores ejecutivos de nuestra economía, con el señuelo de sueldos muy altos y una consideración social más elevada. Se cierra con otro tema de la época: el de nuestra reconversión industrial,  condición exigida para nuestra incorporación a la Unión Europea.




















1. RAMÓN TAMAMES. Catedrático de Universidad:










«Hay en nuestra economía una falta evidente de planificación»










Una conversación con el profesor Ramón Tamames siempre es algo agradable. Sus opiniones se tienen que escuchar con atención,  son las de un técnico que tiene una merecida fama en los organismos económicos internacionales. Sus estudios e informes económicos son contratados por estos organismos. Y sus libros se venden –casi devoran– con una rapidez vertiginosa cuando no se convierten en textos básicos en nuestra Universidad. Sólo hay que recordar su «Estructura económica de España», que no sé cuántas ediciones lleva hechas, pero el núcleo es crecido.




Ramón Tamames, doctor en Derecho y doctor en Ciencias Económicas, así como catedrático de la Universidad Autónoma de Madrid, se apresta a contestar a mis preguntas. Nos encontramos en Madrid, en su domicilio de la calle Capitán Haya. Su esposa,  Carmen, nos acompaña y, de cuando en cuando, nos va surtiendo bebidas heladas. El calor hace que el profesor Tamames tenga que quitarse sus gafas de gruesa concha y limpiarlas el halo calorífico.  En su mesa campan montones de papeles y carpetas, con botes llenos de lápices y bolígrafos.




Mis preguntas se refieren a temas de indudable interés en ese año final de la vida del general Franco: el económico y el universitario.




–¿Sería una economía socialista para la España de hoy más rentable que la capitalista?




–Yo pienso que una pregunta de este tipo es difícil de contestar si no se hacen precisiones complementarias. Pero, lo que en mi opinión es más importante, no se trata simplemente de un problema de «rentabilidad» como el que puede planteársele a un inversionista privado que tuviese que meditar sobre si compra «Banestos» o se decide por «Iberdueros».




En realidad, creo que a quien hay que preguntarle si prefiere o no el socialismo –y no si lo considera o no más rentable– es al pueblo español. Y para ello, lógicamente, tendría que haber en escena unos partidos socialistas y otros no socialistas, para que el ciudadano normal, al votar, eligiese entre las opciones que se le presentaran. Lo demás son ganas de hablar por hablar.




Ahora bien, si usted lo que me pregunta es si considero que el socialismo tiene soluciones para muchos de los problemas de la España de hoy, yo le diría que el socialismo democrático sí que los tiene. Lo cual no significa que uno piense que haya que socializarlo todo, desde la Banca hasta las mercerías o los puestos de helados.




Lo que yo sí pienso es que las reformas que tan agudamente está necesitando la economía española –desde el crédito a la empresa pública, pasando por la agricultura, el sistema fiscal y los mecanismos laborales– va a ser difícil que se realicen sin una cierta dosis de socialismo. Pero también creo que, nuevamente, es el pueblo el que tiene que decidir esto. Si el pueblo español como mayoría no quiere socialismo, no tendría por qué tenerlo. Pero para saber si lo quiere tendría que haber esta y otras opciones a presentar por partidos políticos funcionando en la legalidad, y que se sometiesen a los resultados de lo que dijese el cuerpo electoral. Sólo entonces sabríamos qué piensan y qué quieren los españoles.




–Según las estadísticas oficiales, ya tenemos mil dólares de renta «per cápita». Según otros, incluso más. En su opinión, ¿cuáles son las consecuencias de ello?




–Hay mucho de mitología en los hitos numéricos. Y los mil dólares son un hito, un símbolo, en el crecimiento económico de un pueblo. Al llegar al primer milenio de su historia, la Humanidad cristiana de entonces temió los más terribles horrores. Y al acercarnos al segundo milenio, casi la Humanidad entera lo mira con expectación, con una mezcla de horror y de esperanza de maravillas sin fin; sin darse cuenta cabal de que el 1 de enero del año 2000 será lo más probablemente un día más; dentro –eso sí– de un largo proceso en el que se han ido tejiendo toda una serie de problemas cada vez más graves e interrelacionados, pero con posibles soluciones también cada vez de mayor eficacia.




Me he permitido esta disgresión histórica por lo que tiene de ilustrativo para nosotros al llegar a superar los mil dólares «per cápita». En realidad, el día en que se llegó a esa cifra –que,  anecdóticamente, no se conoció oficialmente, a diferencia de EE.UU., por ejemplo, que cuando alcanzó el billón de dólares en su PNB lo marcó «puntualmente» un reloj preparado «ad hoc» en el Departamento de Comercio– fue un día más en la vida de los españoles. Un día en el que seguramente hubo huelgas en algunas facultades universitarias, conflictos laborales en un cierto número de empresas, se inauguraría seguramente un embalse o un grupo escolar, y los ciudadanos tendrían que levantarse cada uno a su hora de costumbre para ir al trabajo, a estudiar o para pensar a qué iban a dedicar la jornada.




Quiero decir con todo ello que no hay por qué fijarse en la cifra, ni en el número concreto, sino en el proceso. Y si en el proceso nos fijamos, yo le diría que la economía y la sociedad españolas de hoy con sus mil o sus mil doscientos dólares «per cápita» son ya excesivamente complejas para ser dirigidos sin esas instituciones democráticas a que me refería antes, y que tan agudamente necesitamos; y no simplemente para ingresar en la CEE ampliada, sino, ante todo, para organizar nuestra convivencia nacional sobre bases de participación colectiva indiscriminada. En una frase, la «digitocracia» debería dejar paso a la democracia.




–¿Está el país capacitado para absorber a todos los profesionales futuros que se están formando en la Universidad?




–Yo creo que esta preguna mejor podrían contestarla en el MEC; o por lo menos en el Ministerio deben tener la información cuantitativa que es necesaria.




Si lo que quiere es mi opinión personal en base a lo que sé y veo, tendré que decirle que todo depende de qué país se trata y de a qué profesionales nos referimos.




Si en vez de preguntarme sobre los profesionales de la Universidad usted me hubiese preguntado sobre los trabajadores en general, yo le diría que la respuesta es clara...




–Pues dígamela.




–Con un crecimiento económico lento como el del pasado año (apenas un 5 por 100 del PNB), el paro interior creció y la emigración española al exterior se mantuvo y habría sido mayor de no encontrarse la Europa de la CEE en una coyuntura poco favorable para atraer más trabajadores extracomunitarios. En pocas palabras, el país, en los últimos años –por la política económica imperante–, no ha sido capaz de absorber a todas las promociones de trabajadores, que han engrosado la emigración transpirenaica.  Ahora, con la ampliación de las promociones universitarias, sin un análisis previo de qué profesionales podemos necesitar más que otros, y con una economía que puede no crecer con la rapidez que incluyó el Plan de Estabilización de 1959 (que no fue seguido de las reformas de fondo necesarias) bien podría suceder que también haya –o aumenten– el paro y la emigración de profesionales universitarios. Y también podría suceder –ya está ocurriendo– que se produzca una sensible caída en las retribuciones «de entrada» para los nuevos profesionales.




En su conjunto, es un problema de política económica. Yo lo he dicho en alguna parte: el 5 por 100 de crecimiento anual del PNB en España es verdadero estancamiento que genera paro y emigración; con el 7 por 100 habría problemas y tensiones en los niveles de retribución; sólo a partir de un 10 por 100 de crecimiento (que requiere una política económica muy distinta de la actual) podrían encontrar empleo en el país todos los trabajadores de las nuevas promociones y los universitarios recién salidos de los «campus». Esto aparte, naturalmente, de determinados efectivos de profesionales que por una inadecuada planificación se encuentran con las típicas «plétoras» (como decían antes los médicos) en sus mercados de trabajo específicos, lo que se debe a una falta de planificación evidente.




–¿Cuál es su opinión, por último, sobre la crisis universitaria?




–Se ha convertido ya en un tópico –por lo demás, inevitable– la afirmación de que la crisis universitaria es sólo una parte de la crisis general por que atraviesa la sociedad española en sus manifestaciones más diversas políticas, laboral y profesional,  urbanística, cultural, de hábitos y costumbres, etc. Pero en el fondo,  si hubiera que subrayar algo es el carácter fundamentalmente político de la crisis, las instituciones actuales ya no sirven para encauzar y potenciar el deseable desarrollo del país en todos los órdenes. Y de ahí que cualquiera de los aspectos parciales de esa crisis general se politiza automáticamente, porque para resolver un problema parcial será preciso que paralelamente vayan resolviéndose los demás y primero los que estrictamente podrían llamarse políticos.




Más concretamente, esto es evidente en la Universidad. ¿Cómo puede –por ejemplo– resolverse el problema de la representación estudiantil, tan necesaria para que la corporación universitaria en su conjunto funcione normalmente? En mi opinión, en las condiciones actuales es imposible, por la sencilla razón de que –se quiera o no reconocerlo– toda organización colectiva o asociacional tiene una determinada ideología política. Y esto es aún más evidente cuando los miembros de ella, por ser jóvenes, están libres de compromisos económicos y sociales ya más o menos cristalizados,  por ello, no es extraño que los universitarios actuales se planteen sus problemas y los del país con unos determinados y diversificados enfoques políticos, pero en general –diría yo a la vista de los acontecimientos– reivindicatorios de transformaciones profundas en nuestra sociedad y en las instituciones políticas vigentes.




Para ser aún más concretos. Las pretendidas asociaciones de estudiantes no pueden dejar de tener un carácter político, una ideología. Y por ello no puede pretenderse uniformarlas y despolitizarlas. Y en último término, mientras no haya partidos políticos legalmente organizados, no habrá tampoco asociaciones de estudiantes realmente organizadas. Que a nadie le extrañe, pues,  que en la situación actual los estudiantes en la Universidad –desde este año también en el COU– prefieran el sistema, no previsto en la LGE, de las asambleas.




Esto, aparte, naturalmente, de otros muchos problemas de la Universidad para tratar de los cuales sería necesario por lo menos tanto espacio o más como el que hemos dedicado en esta entrevista a la multiplicidad de temas que usted me ha planteado.
















2. JULIO PASCUAL. Empreario:










«Las variantes internas del sistema mantienen frenada a la economía española»










Julio Pascual, ex secretario general de Confemetal, la poderosa patronal del sector metalúrgico, fue un hombre importante dentro de la organización empresarial española. En ciertos ambientes económicos se le señaló como una seria alternativa a Carlos Ferrer Salat, cuando éste dejó la presidencia de la CEOE.




Es un madrileño, casado y con cinco hijos, que inició su actividad empresarial a los catorce años, dentro de unos modestos negocios familiares.




Es licenciado en Ciencias Económicas por la Universidad de Madrid, que, con Miguel Boyer, consiguió el Premio Extraordinario de Licenciatura, así como el Premio Nacional Fin de Carrera.




Durante un año trabajó en la Administración Pública,  concretamente en el Instituto Nacional de Estadística, pero todo su trabajo profesional ha transcurrido en la empresa privada.




A partir de 1977 se dedicó a participar en los inicios de los movimientos empresariales de nuevo cuño y a organizar la patronal del metal, así como en la fundación de la CEOE, del que fue presidente del Comité de Política Económica.




La primera pregunta que le lanzo es de tipo genérica, para ir calentando motores:




















  La inflación se ha reducido










–¿Cómo ve usted la situación de la economía española en este momento?




–Mi opinión, por fuerza, no puede ser optimista. Porque el balance de este ejercicio tiene claroscuros y, en conjunto, es una continuación de estos años negros que ya vienen siendo habituales en esta larga crisis que padece la economía española.




La situación tiene aspectos positivos en el año 1983, en cuanto a la evolución de su economía, ya que la inflación se ha reducido y se han mejorado las cuentas exteriores. Y tiene aspectos negativos,  porque el nivel de actividad de la economía se ha visto bastante congelado,  aunque con un ligero aumento,  debido fundamentalmente a la exportación. Digo aumento, porque las variables internas del sistema mantienen frenada a la economía española.




–¿Y esto por qué?




–Porque el consumo privado tira de la economía, es activo y casi está disparado, pero éste está frenado como consecuencia de la inflación, por una parte; del incremento de fiscalidad, por otro;  que dejan menos margen de renta en poder de los particulares y les impide poder consumir en la medida que lo harían si ambas variables no influyeran de manera negativa.
















  La inversión está congelada










–¿Y la inversión?




–La inversión en nuestro país está absolutamente congelada.  Yo diría más. No sólo la inversión fija sigue frenada, sino que se ha frenado también la inversión circulante. El volumen de existencias se está reduciendo en los últimos meses, lo cual quiere decir que realmente las dos únicas variables dinámicas de la economía han sido las exportaciones, que se han visto facilitadas por el deslizamiento a la baja del tipo de cambio de la peseta, y el consumo público.
















  Los efectos de la cumbre de Atenas










–Encima tenemos otro problema, el del Mercado Común.  ¿Cómo ve usted este asunto?




–El fracaso de la cumbre de Atenas era previsible. Dentro del abigarramiento de problemas internos que tiene la CEE, el tema de España podía considerarse como marginal.




–¿Pero qué efectos van a tener este tema con vistas a nuestra futura integración?




–Se quiera o no, lo de Atenas van a retrasar nuestra integración.  Y esto obliga a nuestro Gobierno a reacoplar toda su estrategia diplomática.




–¿Y cómo ve el asunto desde el punto de vista empresarial?




–Esto de Atenas no es positivo, porque España política y económicamente es Europa. No en vano el 50 por 100 de nuestros intercambios comerciales van a parar a los países de la CEE. Es una artificialidad que nosotros no estemos integrados en esa Europa,  que no es sino que una comunidad económica.




–¿Existen otros mercados alternativos a los de la CEE?




–Hay otros mercados, pero Europa es un mercado al que no podemos ni debemos renunciar. No se puede plantear el tema España-Europa como una posibilidad de elegir entre varias alternativas. Por razones de tipo cultural y económico, estamos en Europa. Lo que pasa es que nuestros mercados no están sólo en Europa, sino también en Iberoamérica y en África. Pero el mercado europeo es nuestro mercado natural.




















  El Consejo Económico y Social










–Vayamos a otro tema, ¿no cree usted que ya ha llegado el momento para que se constituya el Consejo Económico y Social previsto en nuestra Constitución?




–Creo que sí, pero tiene que constituirse de forma modesta y limitado en sus objetivos, rodarlo y a la vista de cómo funcione ir añadiendo otras funciones.




Esta función modesta sería la de convertirse en el lugar permanente de encuentro, para que los diversos componentes personales que participan en la concertación, sindicatos y patronales, tengan un lugar de encuentro habitual. El conocimiento humano y personal siempre facilita las cosas.




Como las partes sociales –los sindicatos y las patronales– ya han demostrado su capacidad de concertación y de entendimiento,  todo esto se puede mejorar todavía más creando el Consejo.
















  El papel de las patronales










–¿Cuál es el papel de las organizaciones patronales en un mundo económico como el nuestro?




–Es un papel enormemente interesante y con virtualidades que no tienen en otros países. En España, las circunstancias históricas han asignado a las organizaciones empresariales un papel adicional,  que eleva moralmente los objetivos de éstas, al darles la Constitución un papel social al articular, junto con los sindicatos,  la vida colectiva en el terreno económico, sin inmiscuirse en las instituciones que en el proceso político tienen competencia en este terreno, como son los partidos políticos y el Gobierno.




Cuando se escriba la historia de estos años y se asignen elogios a los constructores de la democracia, sin duda las organizaciones patronales tendrán el más elocuente, por su labor en trabajar por el entendimiento con los sindicatos y la pacificación de las relaciones industriales.
















  La economía sumergida










–¿Qué es la economía sumergida, de la que tanto se habla actualmente?




–Es la respuesta que los hombres encuentran en una sociedad,  cuando, por las razones que sean, el sistema fiscal les dificulta el desarrollar una actividad económica dentro de la legalidad. Es decir,  la economía sumergida es realizar una actividad económica al margen de la ley. Estas actividades no son ilícitas, pero no responden a los requisitos legales para desarrollarlas.




–Por ejemplo...




–Cuando en una casa cercana a la playa levantina hay un hombre cosiendo zapatos, estamos ante un caso típico de economía clandestina o sumergida, pues este hombre no paga Licencia Fiscal ni cuotas a la Seguridad Social.




–¿Qué soluciones hay para este problema?




–Pues levantar los mecanismos que agobian a la actividad económica en la legalidad. Habría que adecuar las normas laborales, fiscales, etc., a la realidad que pueda soportar el sistema económico, para que no fuera necesario ni tentador trabajar en régimen de economía sumergida.




–Señáleme algunas de esas medidas.




–Suprimir la cuota de Licencia Fiscal para los autónomos y no cargar el primer año de Seguridad Social para los que no quisieran estar en ella.




Si se hiciera esto, se podría lograr aflorar una parte importante de la economía clandestina en nuestro país, que está alcanzando cotas importantes.




















  Un empresario dialogante










–¿Y usted por qué se dedicó a la política empresarial?




–Soy un universitario que durante algún tiempo me dediqué a la vida académica, pero antes de esto soy un empresario desde los catorce años, edad en que me vi obligado a asumir responsabilidades empresariales en un ambiente de negocios familiares modestos, que eran los de mi padre.




Personalmente, el interés que siempre he tenido hacia lo colectivo y la experiencia empresarial de cómo es absolutamente necesario contar con otros colegas para resolver problemas comunes, me llevaron a principios de los años setenta a la convicción de que en España es preciso y necesario construir un sistema empresarial fuerte, para salvar los intereses empresariales y para constituir una pieza esencial que sostenga al sistema democrático. Igualmente, creía en aquellos años que era necesario construir unos sindicatos fuertes. Del diálogo entre ambos,  sindicatos y patronales, se facilitaría que la vida social se realizara y desarrollara de una forma pacífica y con las tensiones lo más reducidas posibles.




Por eso, con estos ideales, me dediqué en el año 1976 a la actividad en las organizaciones empresariales. Empecé participando en la fusión de las organizaciones patronales del metal y, a la vez,  inicié en 1977 mi colaboración en la fundación de la CEOE.
















  Con Joaquín Garrigues










Desde 1976, Julio Pascual participó de una forma activa en el campo político, concretamente en el sector liberal, habiendo sido un estrecho colaborador del ya desaparecido Joaquín Garrigues.  Actividad que abandonó en 1982.




La última pregunta que le hago a Julio Pascual es la de que cuándo volverá a la política. Su respuesta no es otra cosa que una enigmática sonrisa.
















3. FELIPE GONZÁLEZ DE CANALES. Agricultor:










«Sólo aprobamos las ocupaciones de locales oficiales, con objeto de llamar la atención al público. Pero las otras, no»










Todos los sectores agrarios, de la derecha a la izquierda y de todos los colores políticos, se han enfrentado con el ministro de Agricultura, incluso algunas organizaciones agrarias socialistas. El detonante ha sido el tema de los precios agrarios.




Uno de los líderes de este sector que más protagonismo público está adquiriendo fue Felipe González de Canales, secretario general de la CNJA (Centro Nacional de Jóvenes Agricultores),  organización agraria apartidista que agrupa a 200.000 asociados pertenecientes a los pequeños y medianos agricultores españoles.




Estudió la carrera de Perito Agrícola en Sevilla y ha asistido a numerosas reuniones y congresos internacionales de sus homónimos europeos, organizaciones a las que pertenece y en las que participa activamente en representación de Jóvenes Agricultores de nuestro país.




Me reuní con él en la oficina nacional de la CNJA en Madrid y fuimos desgranando los temas conflictivos del momento.




















  Una patronal del campo español










–Antes de meternos en harina, ¿podría decirme cómo surgió su organización y qué tipo de conexiones tienen ustedes en el ámbito internacional?




–Nuestra organización surge como consecuencia de los contactos con las organizaciones europeas, fundamentalmente de las asociaciones francesa, italiana y alemana. Personalmente, he pasado largos períodos de tiempo trabajando con ellas,  especialmente con la francesa y la italiana. El esquema y modelo inicial que pusimos en marcha es el mismo que ellas tenían. Incluso el nombre es igual al nuestro: Centro Nacional de Jóvenes Agricultores.




En lo que se refiere a los contactos internacionales que mantenemos, nosotros somos miembros natos de la Confederación Europea de Agricultura y del Consejo Europeo de Jóvenes Agricultores.




–¿Pero qué tipo de agricultores engloban ustedes: trabajadores,  asalariados, colonos, empresarios, pequeños propietarios...?




–Al pequeño y mediano agricultor, cultivador directo en un porcentaje muy alto, que en España constituyen el 90 por 100 de los agricultores.




Esto no quiere decir que excluyamos a los demás, pero lo que no tenemos son obreros del campo.




–Es decir, son ustedes una patronal del campo.




–Eso es.




–En cierto sentido, son ustedes la pequeña y mediana empresa.




–Exactamente. Somos las «pymes» del campo.
















  Promesas inclumplidas










–Ahora ustedes se están movilizando y enfrentándose con el ministro de Agricultura. Dígame por qué.




–Lo que ha pasado es que entre el Ministerio y nosotros ha habido una ruptura total de entendimiento. El ministro empezó con una oferta de concertación, de colaboración y de apoyo a los agricultores. Pero al ir pasando el tiempo, no ha cumplido nada de lo que nos ofreció, ni resuelve ninguno de los problemas que nosotros le hemos planteado.




–El tema es el de los precios agrarios, ¿no es así?




–Eso eso. No nos ha consultado en nada y ha ido a los hechos consumados. No nos ha sentado en ninguna mesa de negociación.




–Pero el problema concreto es el de la subida de los precios...




–No es eso todo. La discusión inicial no es que pidamos precios más altos, cosa por otro lado lógica, sino que los agricultores estamos perdiendo renta. En concreto, estamos a la mitad de renta de cuando empezó la democracia. La caída fuerte de la renta de los agricultores se ha producido en estos últimos años.




El tema clave es que el ministro no ha querido reconocer que el acuerdo del Consejo de Ministros de constituir una mesa para valorar el tema de los precios, le vinculaba directamente. El ministro, por tanto, no respeta los acuerdos ni siquiera de su propio Gobierno. Nosotros lo que pedimos es que cuando el Gobierno firme un acuerdo lo cumpla.




–¿Es esta la única reivindicación de Jóvenes Agricultores?




–Esta es la básica, porque supone que si se cumplen los acuerdos, nos podemos fiar del ministro. Pero si no lo hace, cómo podemos creer en sus promesas. Las reglas del juego son para ambas partes. Si el ministro sigue en su obstinada actitud se le va a levantar el campo, como ya está empezando a suceder.




–Hay manifestaciones, ocupaciones, tractores en las carreteras..., la conflictividad ya está en las calles.




–Esto es sólo el inicio. Son los primeros síntomas de un malestar que seguirá creciendo.
















  Las ocupaciones










–Pero las ocupaciones no las aprueban, ¿no es así?




–Depende. Si se trata de ocupar locales oficiales para llamar la atención del público y demostrar que el diálogo con la Administración está cortado, sí. Las otras ocupaciones, no.




–¿No hay ningún tipo de fines políticos en sus intenciones?  ¿No está, como se ha comentado, Alianza Popular detrás de ustedes?




–De ninguna manera. Antes se nos acusó que estaba UCD detrás de nosotros. Ahora AP. Pero esto es falso, porque los aliancistas ya tienen su propia organización agraria, que es la Confederación. Hemos dado muchas pruebas de nuestra independencia partidista. La prueba está en que hemos tenido que cesar a algunos de los dirigentes de la organización en provincias,  porque se presentaron como candidatos en las últimas elecciones legislativas.




–¿No han ocupado ustedes fincas sin explotar?




–Yo dudo que existan grandes fincas sin explotar. Nosotros sólo hemos ocupado edificios oficiales con objeto de llamar la atención.  Mire usted, para evitar de una vez toda esta conflictividad en el campo, hay que ir de una vez a la reforma agraria.
















  La mejor reforma agraria










–¿Y qué tipo de reforma harían ustedes?




–La mejor reforma es que la gente joven se ilusione para que vuelva al campo y se dignifique su profesión de agricultor. Que al medio rural se le dote de servicios, médicos, maestros, etc., las condiciones mínimas para que una familia pueda establecerse en el medio rural. Que la tierra libre o disponible que está en el listado del IRIDA, se les dé a las familias que estén dispuestas a trabajar y volver al campo y que se les dé, asimismo, los medios financieros mínimos para que esto pueda realizarse. El Estado es el mayor latifundista del país, a través del ICONA y del IRIDA: aquí están las grandes fincas sin explotar o mal explotadas. Aquí están las tierras que tienen que entregarse a los agricultores.
















  El fin de la autarquía










–Ahora creo que se va a liberalizar la comercialización del trigo.




–Esto va a marcar el final de una época y el inicio de otra. El trigo supuso al final de la guerra y la siguiente postguerra una gran catástrofe, por la cual los agricultores tuvieron que vender a los harineros y a los comerciantes. Se creó el Servicio Nacional del Trigo, que supuso la salvación para muchos agricultores, que no tenían capacidad para comercializarlo. Este tema es mítico, porque la venta, así como la renta, estaba asegurada.




La liberalización del comercio del trigo va a suponer el final de la autarquía. Con ello vamos a ponernos al nivel de los países del Mercado Común. Ahora el agricultor podrá vender o comprar el trigo a quien quiera.




–Entonces, ¿ustedes ven bien esto?




–Sí, pero el control no habrá terminado del todo. Con esto va a pasar lo mismo que con la cebada, que acaba de liberalizarse y quien ha ganado realmente dinero con ello han sido las multinacionales, que son quienes tienen hoy dinero para comprar.




Si la ley se aprueba tal como la ha redactado el Ministerio, el trigo será el gran negocio de las multinacionales. El ejemplo de la cebada es elocuente.




Nosotros hemos ofrecido soluciones para que no se perjudique a los pequeños y medianos agricultores. Pero nadie nos ha hecho,  hasta hoy, ningún caso.
















  Jóvenes contra verticalistas










–Un pequeño inciso, ¿por qué se llaman ustedes Jóvenes Agricultores? ¿Es que existía alguna organización veterana como la de ustedes?




–La primera razón es que esta organización la fundamos un grupo de gente joven, que no estábamos vinculados al sistema de las Hermandades. Queríamos romper este círculo impenetrable.  Nos fijamos en el extranjero y vimos que en los países de la CEE existían organizaciones como las que nosotros queríamos hacer. Y que precisamente llevaban este nombre. Durante los primeros años funcionamos con el límite de edad a los treinta y cinco años, pero en un congreso que celebramos, ya en plena transición, quitamos esa limitación.
















  No a la violencia










–Vamos al tema de la CEE. ¿Tienen ustedes contacto con estos agricultores franceses que boicotean y queman nuestros camiones?




–Tenemos relaciones normales y profesionales con las organizaciones europeas de nuestro sector. Entre ellas, la francesa del Midí. Nosotros mantenemos un diálogo democrático con ella,  pero no aprobamos los métodos violentos que aplican a nuestros productos agrarios. Lo hemos denunciado, tanto a nivel nacional como internacional.




El Midí es una zona subdesarrollada y los agricultores franceses,  más que por España, están preocupados por su propia situación de subdesarrollo. Además, es un sector con una confrontación electoral muy fuerte. Todas estas connotaciones hace que sea una zona muy conflictiva.
















  Abiertos al diálogo










–Por último, volvamos al tema inicial. El ministro se ha puesto muy duro y ha dicho que hagan lo que hagan ustedes, no se va a apear del burro y no va a modificar su política de precios. ¿Hasta dónde están dispuestos ustedes a llegar?




–Este Gobierno, si permite que el ministro de Agricultura se cierre en banda al diálogo y se obstine en cerrarnos todas las puertas, se va a encontrar con el campo español permanentemente en guerra.




No se puede hacer una política agraria sin una previa concertación con los agricultores. O el ministro cambia de estilo,  o el Gobierno cambia de ministro.




Nosotros no perdemos la esperanza de llegar a un acuerdo, por mínimo que sea. Estamos totalmente abiertos al diálogo y a la concertación, para que se llegue a un satisfactorio acuerdo final.
















4. JOSÉ VENTURA DE OLAGUIBEL. Sindicalista:










«Ser amarillos es disfrazarse de lo que no es uno. Nosotros sólo pretendemos ser lo que somos: profesionales»










Ha nacido la que parece va a ser la tercera gran plataforma sindical: la Confederación Española de Organizaciones de Profesionales y Cuadros (CEOPC), el gran sindicato de cuadros,  que ha realizado su congreso constituyente en Madrid.




Su presidente, José-Ventura Olaguibel del Olmo, es un hombre que se dio a conocer en el mundo político fundando, con Dionisio Ridruejo, la Unión Social Demócrata Española (USDE). A la muerte de Ridruejo, Olaguibel fue elegido primer secretario general de este partido, participando a partir de 1969 en distintas actividades de la oposición democrática y en las primeras reuniones de la llamada Platajunta. Inmediatamente después se retiró de toda actividad política.




Olaguibel ejerce su profesión de economista ocupando la presidencia de COMTELSA y la de la Asociación Española de Profesionales (AEP).




Me reuní en su despacho profesional para que me explicara todos los detalles de esta nueva e incierta aventura sindical.
















  Ni obreros ni empresarios










–Señor Ventura, ¿qué es, en primer lugar, un sindicato de cuadros?




–Es una organización sindical que agrupa e integra a los profesionales y cuadros que, por razón de oficio, de su cualificación o por la toma de decisiones que realiza en su empresa, no se sienten representados en sus intereses de clase por los sindicatos obreros ni por las organizaciones patronales. Es decir, no son ni obreros ni empresarios, y sólo tienen su capital cultural que son sus conocimientos. En los tiempos que corren, no tienen, pues, más remedio que agruparse para defender sus intereses. Siendo, claro está, solidarios con el resto de las fuerzas sociales.




En definitiva, un sindicato de cuadros es igual que cualquier otro sindicato, pero sus afiliados tienen la característica de tener una titulación o, no teniéndola, ejercen su responsabilidad o toma de decisiones en sus organizaciones lo suficientemente relevantes para distinguirles de los obreros manuales y de los propietarios del capital.




–¿También entran en esta organización los funcionarios públicos?




–Sí, también. Siempre y cuando sean profesionales, es decir,  aquellos que han recibido una formación o que poseen unos conocimientos o unas técnicas valiosas y que tienen un determinado nivel cultural. En este aspecto, podemos decir que los funcionarios son unos cuadros que están al servicio de la Administración Pública.




















  Una organización cúpula










–¿Desde cuándo existen estos sindicatos de cuadros?




–Vienen actuando en nuestro país desde 1972, fecha en que se creó la Asociación de Directores de Hotel. Más tarde se fueron creando otros sindicatos parciales, como el de los aviadores, los marinos, los docentes, el de los técnicos de energía, el de la banca y cajas de ahorros, etc.




Lo que pasaba es que estos sindicatos han estado sectorializados, actuaban por libre, defendiendo intereses de grupo y economicistas. De ahí que ahora surja la necesidad de agrupar a todos éstos en una gran organización cúpula que, junto con la Asociación Española de Profesionales (AEP), están representados todos estos sindicatos. Este movimiento, pues, venía gestándose desde hace años.
















  Amarillismo y correa de transmisión










–¿Son ustedes lo que se ha venido en denominar unos sindicatos amarillos?




–Hay una acusación que anda por ahí navegando que es la del amarillismo, pero que no se nos ha sido lanzada directamente. Ser amarillos es disfrazarse de lo que no es uno. Nosotros sólo pretendemos ser lo que somos. No somos ni obreros ni patronos.  Somos cuadros, cosa que declaramos explícitamente y, por tanto,  aquí no cabe el amarillismo.




–¿Ni son correa de transmisión de algo?




–Tampoco. No somos correa de transmisión de UGT ni de Comisiones Obreras, ni de la patronal, ni de ningún partido político. Somos lo que somos y nos presentamos como tales. No ocultamos nada y no llevamos ninguna careta. Rechazamos totalmente lo de amarillismo, gremialismo o corporativismo, etc.,  que circula por ahí no muy bien intencionadamente.




–Ante su aparición, ¿cómo han reaccionado los llamados sindicatos de clase?




–En el último congreso de la UGT se reconoció que sus intereses no coincidían con los de los cuadros y por eso se abstuvo de organizar un sindicato sectorial de cuadros. Y Comisiones, lo mismo. Sólo hay que asomarse a Europa y ver que los sindicatos de cuadros conviven, pero separados, de la patronal y de los sindicatos obreros.




–¿Han intervenido en alguna confrontación electoral?




–No. Acabamos de constituirnos hace poco, pero acudiremos a las elecciones sindicales, aunque tenemos bien presente que nuestra fuerza es más bien cualitativa que numérica. Aportaremos algo nuevo a la dinámica sindical. Nuestra presencia en las acciones la simultanearemos con la presencia en el Consejo Económico y Social, donde se conciertan los cuadros marco y la política económica de este país.




–¿Con qué número de afiliados cuentan ustedes?




–Son once los sindicatos que están integrados en la CEOPC. El del sector docente es el más numeroso: 40.000 afiliados. Después viene la Confederación Estatal de Sindicatos Médicos, cuyo número debe ser, más o menos, de este mismo orden. Los demás son menos numerosos. En definitiva, tirando por lo bajo, calculo que debemos tener alrededor de los 100.000 ó 150.000 afiliados.
















  Conclusiones del congreso










–¿A qué conclusiones fundamentales se ha llegado en su congreso constituyente?




–Se han aprobado nuestros estatutos. Se han definido y aprobado una ponencia de estrategia y otra de programa, además de algunas comunicaciones y dictámenes sectoriales. Se ha llegado a la convicción de que tenemos que tener una organización cúpula;  que debemos estar presentes en el Consejo Económico y Social;  que debemos reivindicar el patrimonio sindical, y el estar presentes en las subvenciones a las organizaciones sindicales en los presupuestos estatales.




–¿Son ustedes un sindicato revolucionario?




–Evidentemente, no. En el congreso nos hemos definido como un sindicato progresista, humanista y aconfesional, utilizando la vía de la reforma y de la negociación. Lo cual no quita que la huelga sea nuestro último recurso.
















  Reivindicaciones










–Pero sí son un sindicato reivindicativo...




–Claro. Las reivindicaciones fundamentales nuestras son de tipo cualitativo. La primera está generada por la desmovilización de los cuadros y profesionales: queremos su toma de conciencia y motivarlos,  que tengan más participación en los órganos de las empresas y en las decisiones gubernamentales que los afecten.




La segunda: que se repartan equitativamente los costos de la crisis económica. El papel de hijo de Guzmán el Bueno es muy bonito y heroico, pero no tienen por qué serlo exclusivamente los profesionales.




La tercera: asegurar el riesgo de la profesionalidad. Los cuadros trabajan sin red. Por ejemplo, en el campo de los ejecutivos una persona a los cuarenta y siete años puede quedarse sin empleo y como es un cargo de confianza, no le ampara ninguna legislación laboral, encontrándose en la calle en un mercado totalmente en paro y sin poder salir de él. Por tanto, tenemos que buscar una red para estos cuadros.




Y la cuarta: que queremos actuar sobre el contenido de nuestro propio trabajo. No se trata de imponer criterios economicistas ni de ganar más, sino de que nos dejen manejar el contenido de nuestro trabajo y que podamos hacer la obra bien hecha, de modo que nos sintamos orgullosos de nuestro trabajo.




Naturalmente, también tenemos nuestras reivindicaciones salariales.
















  OIT y libertad de militancia política










–¿Existe alguna Internacional de los profesionales y cuadros?




–No. Vamos, junto con los franceses e ingleses, a constituir una organización a nivel europeo y, además, vamos a homologarnos en la Organización Internacional del Trabajo (OIT).




–¿Sus afiliados tienen libertad de militancia política?




–Sí, claro. De lo contrario sería un hecho anticonstitucional.  Cualquier afiliado puede pertenecer al partido político que más le apetezca. Lo que no puedo hacer es la doble militancia sindical, es decir, no se puede pertenecer a la vez a la UGT o Comisiones y a la CEOPC.
















  La cuarta clase










–Usted se ha referido en otra ocasión que los profesionales forman una clase nueva, concretamente la «cuarta clase», ¿podría sintetizarme algo más esta idea?




–La aparición de este nuevo estamento, de esta «cuarta clase»,  ha sido objeto de diferentes interpretaciones en otros países. Para Galbraith, se trata de una clase integrada por tecnócratas benéficos.  Para Talcot Parsons, se trata de un nuevo estamento profesional que, unido a la clase dominante, la mejorará. Y para Noam Chomsky, la «cuarta clase» la concibe como simple sirviente del poder.




–¿Y cuáles son las otras tres clases?




–La aristocracia, la burguesía y el proletariado.




–¿Cuáles son, pues, las características o rasgos diferenciales de esta «cuarta clase».




–La «cuarta clase» no tiene la propiedad legal del modo de producción, pero su conocimiento técnico le proporciona, cada vez más, la posesión efectiva del modo de producción. No hay más que repetir aquí los vastos y repetidos indicios de que los profesionales –los hombres que tienen poder sin propiedades equivalentes– están lentamente controlando, por ejemplo, las empresas, y esto es una tendencia secular. En suma, la «cuarta clase» cada vez ejerce más control. Pero no sólo esto, sino también influye cada vez más en todo tipo de sectores, de decisiones y de instituciones.
















  Una burguesía cultural










–¿Cuál es la ideología concreta de esta «cuarta clase»?




–La «cuarta clase» es una burguesía cultural, es decir, una nueva burguesía que posee un capital cultural. Este capital cultural es su dominio de culturas y técnicas valiosas. Su ideología es el profesionalismo, es decir, considera importantes las habilidades, el conocimiento, la educación avanzada y pone de relieve la obligación de las personas cultas de contribuir al bienestar de la comunidad.




Su mejor caldo de cultivo es la libertad de empresa. La libertad conduce a la competencia y ésta ejerce una presión dirigida a relacionar las actividades productivas y a elevar incesantemente la eficacia. Y esta racionalización depende cada vez más de los profesionales y de sus habilidades especializadas.




–¿Y cuál es la diferencia existente entre la burguesía tradicional y la burguesía cultural?




–Se diferencia en que su capital no es el dinero, sino su dominio de las técnicas valiosas.




–¿Y respecto a los obreros?




–Su diferencia radica en que pretende básicamente controlar el contenido de su trabajo y el entorno de su trabajo, en vez de ceder esto a cambio de obtener el mejor salario que pueda negociar.
















  La salida de la crisis










–Y, por último, ¿cómo ve la CEOPC la salida de la crisis?




–La CEOPC cree en el esfuerzo y cree que el resurgimiento de la economía pasa por una cura de austeridad para dar al sistema productivo su competitividad, pero a condición de que toda la sociedad española soporte equitativamente los costos económicos y sociales de la crisis.
















5. ALFONSO ÁLVAREZ MIRANDA. Ingeniero de Minas:










«El parón nuclear es un error peligroso»










El tema de la energía nuclear es conflictivo a nivel popular. La gente tiene miedo a las centrales nucleares y se opone masivamente a su construcción. A las pruebas me remito. Nadie quiere tener cerca una central nuclear.




¿Por qué este miedo? ¿Hay información suficiente sobre este tema al alcance de todos? ¿Qué significativo tiene lo que se ha venido en llamar el «parón nuclear»? ¿Qué repercusiones puede tener este parón con respecto al futuro industrial de nuestro país?  ¿Qué alternativas existen o se barajan? Las preguntas son innumerables.




Para contestarlas he recurrido a Alfonso Álvarez Miranda, un doctor ingeniero de Minas que presidió el Fórum Atómico Español y que, hasta 1982, presidió el Fórum Atómico Europeo. Además,  fue ministro de Industria en el último gabinete de Franco. Tengo pues ante mí a un hombre que conoce el problema desde los dos ángulos: el de la Administración y el de la técnica.
















  Centro de información fiable y veraz










–Señor Álvarez Miranda, antes de entrar en materia, dígame qué es exactamente el Fórum Atómico Español.




–El Fórum es una sociedad civil que se ocupa de tratar de coordinar los esfuerzos de todas las personas, instituciones,  gobiernos, etc., que tienen comprometido su prestigio en el desarrollo de la energía nuclear. Es independiente de la Administración y no tiene un carácter lucrativo.




El Fórum es un punto de reunión y de cambio de impresiones.  Otra de nuestras actividades es la de que el Fórum quiere ser un centro de información fiable y veraz. Y el tercer objetivo es la defensa de la imagen verídica de lo que quiere ser la energía nuclear y, más concretamente, las centrales nucleares. Se trata de formar e informar sobre las ventajas de la energía nuclear con destino al progreso del hombre.
















  Período de reflexión










–¿Cómo ve usted, pues, el panorama de la energía nuclear?




–En la actualidad, la energía nuclear se ha convertido en un tema muy polémico, como consecuencia del ajuste o revisión que el Ministerio de Industria y Energía está realizando respecto al Plan Energético, que va a definir cuáles son las probabilidades de la demanda y de la oferta energética, cara a los próximos años.




Pese a lo polémico del tema y a la trascendencia que ha tenido en los medios de información, personalmente tengo la impresión de que el Ministerio está obrando prudentemente y está tomándose un período de reflexión antes de fijar una decisión definitiva sobre el programa nuclear.
















  El parón energético










–Esto es el llamado «parón nuclear», ¿no es así?




–Exacto. Yo creo que el problema es mucho más grave que lo del parón nuclear. Lo que se está discutiendo no es sólo la cantidad de megavatios que España va a necesitar, sino la cantidad total de energía.




Yo hablaría mejor de parón energético y no de parón nuclear.  Y digo esto, porque entre las argumentaciones del propio ministro,  señalaba que no estaba cuestionando la calidad de la energía nuclear, sino la cantidad que sería necesaria. Y esta cantidad de energía nuclear venía disminuida como consecuencia de un programa energético, en el que también la cantidad total de energía primaria que España iba a necesitar resultaba disminuida respecto al programa energético.




El argumento clave para definir esta reducción del programa nuclear está, precisamente, en la estimación de la demanda de energía eléctrica. La base de este cálculo consistía en suponer que la demanda eléctrica, desde ahora hasta el año 92, iba a crecer a un ritmo del 3,3 por 100 acumulativo anual. Y ahí es donde radica toda la batalla.




–Con las actuales centrales, ¿hasta dónde podemos cubrir esta demanda?




–La pregunta hay que contestarla de una manera muy precisa.  Es decir, hipótesis del Gobierno para definir la cantidad de energía eléctrica que el país necesita hasta 1992. Pues se parte de que esa necesidad eléctrica va a ser del 3,3 por 100 acumulativo anual. Este es el fundamento de todo lo demás.




Es una postura demasiado restrictiva de lo que forzosamente tiene que ser el desarrollo económico e industrial de la nación. Hoy el crecimiento de la demanda eléctrica española es ya del 4,7 por 100 respecto al mismo período del año anterior.




–¡Caramba!




–Pero a este dato importante hay que añadirle el de cómo va a crecer el producto interior bruto (PIB). En España hay una serie histórica de elasticidad de la tasa de crecimiento que nos dice que la demanda eléctrica crece tres puntos por encima del PIB, y éste está previsto que para dominar el desempleo tiene que ir del 3,5 al 4 por 100.




Hay que tener en cuenta, además, que para el futuro opera un factor importante: la tremenda penetración de la electricidad en el consumo, no sólo eléctrico, sino de carácter industrial.




La Agencia Internacional de la Energía previene que la demanda eléctrica para España sería del orden entre 1,8 y 2 puntos por encima del crecimiento de la energía primaria. Si usted va a un crecimiento del PIB, que sería del 3,5 por 100 para poder dominar el desempleo, esta es la cifra media que va a figurar en el Plan Cuatrienal Español y que va a ser el que se va a discutir en el Parlamento. Con una elasticidad de la unidad, llega usted a un crecimiento de energías primarias del 3,5 por 100 y llega, por consiguiente, a un crecimiento de demanda eléctrica del 5,5 por 100, cifra que está tremendamente alejada del 3,3 por 100 que ha servido de base para hacer eso que se ha llamado el «parón nuclear».
















  La dictadura del petróleo










–Pasando a otros temas energéticos, el petróleo nos está costando mucho dinero.




–En España estamos pasando del billón de pesetas. La factura del petróleo nos está comiendo el 60 por 100 de nuestras exportaciones.




–¿Y cómo nos podemos librar de esta dictadura del petróleo?




–Sólo hay tres caminos: el carbón, la energía nuclear y el ahorro energético. A esta misma conclusión han llegado los altos organismos internacionales que se ocupan de este problema, como la Conferencia Mundial de la Energía, el Instituto Internacional de Análisis Aplicados de Viena, etc. Las tres grandes vías de escape de la dictadura del petróleo son las que yo le acabo de citar. Y no hay otras vías.




–¿Cómo estamos en España de recursos energéticos?




–Somos un país muy pobre en recursos energéticos. Tenemos unos recursos naturales muy limitados.




–La energía solar...




–Hoy por hoy, no es una energía aplicable industrialmente. Lo podrá ser en el futuro, pero nunca antes de cuarenta o cincuenta años.




–¿Y el carbón?




–Con el carbón hemos llegado ya al límite de nuestras posibilidades. En los años 79 y 80 conseguimos aumentar la producción de carbón en un 19 por 100, lo cual es un esfuerzo considerable. Del 80 al 81 hemos conseguido aumentarla en un 20 por 100 sobre la anterior cifra, lo cual es otro esfuerzo digno de todo encomio. Del 81 al 82 hemos conseguido un 12 por 100.  Pero del 82 al 83 ya no vamos a conseguir ningún aumento, vamos a estar en el 1 por 100, lo cual está diciendo muy a las claras que hemos llegado a los límites de nuestras posibilidades de extraer carbón. Y digo más, a este ritmo las reservas españolas no van a pasar de treinta años.




–¿Los recursos hidráulicos?




–Ya sabemos lo que son. Hay un plan muy estudiado por el Ministerio de Industria y por el de Obras Públicas. Ya sabemos que podremos aumentar la potencia producible en un 12 por 100. Pero no más de ahí.




–Entonces, en el año 92, ¿qué vamos a tener de recursos energéticos propios?




–Lo podemos medir casi con toda exactitud, después de todos los datos que le he dado: son insuficientes a todas luces para cubrir la demanda.
















  O energía nuclear o dólares










–¿Y lo que falta?




–Para cubrir lo que falta sólo hay dos caminos: o energía nuclear o dólares. Y esta es la disyuntiva. De manera que, o utilizamos la energía nuclear para cubrir este hueco o, de lo contrario, tenemos que gastar dólares en importar carbón o petróleo.




–Me parece obvio preguntarle por cuál se inclinaría usted.




–Sin ninguna duda, por la energía nuclear, máxime cuando el petróleo se está convirtiendo en un arma política, poniendo en peligro la propia independencia de un país.




–Y con el dólar subiendo...




–Se ha hablado en medios económicos oficiales y oficiosos, que en el año 1986 el dólar se cotizará sobre las 250 pesetas. A mí me estremece pensar lo que puede ser la factura del petróleo para España.




–Resumiendo.




–Que los 12.500 megavatios nucleares que estaban programados van a ser necesarios y que tarde o temprano nos convenceremos que habrá que utilizar a fondo las posibilidades de la energía nuclear.
















  Quince centrales nucleares










–¿Cuántas centrales nucleares deberían funcionar para llegar a conseguir esos 12.500 megavatios?




–Aparte de las tres llamadas de la primera generación, que son las de Santa María de Garoña, Vandellós I y Zorita, ya tenemos en funcionamiento Almaraz I y la entrada progresiva de Ascó I. Los 12.500 megavatios se alcanzarían, si en el año 92 estuviesen funcionando, además, los dos grupos de Almaraz, los dos de Lemóniz, los dos de Ascó, el grupo de Cofrentes, los dos grupos de Valdecaballeros, los dos grupos de Trillo, etc. Es decir, si tuviésemos unas quince a pleno funcionamiento en 1992, esa cifra se alcanzaría plenamente.
















  Miedo a lo nuclear










–¿Y la gente por qué tiene tanto miedo a las centrales nucleares?




–Hay muchas razones, casi todas psicosociales. Creo que esto tiende a desaparecer. Es un miedo en el que juegan más los sentimientos que la lógica, y eso es lo difícil.




Yo siempre recuerdo lo que pasó con el ferrocarril en su primera época. Se decía, incluso por sabios y científicos, que era un invento diabólico y que arrasaría todas las cosechas por donde pasara. Pues bien, todo esto es lo que está pasando ahora con la energía nuclear.




–Ya.




–La energía nuclear tuvo varias etapas: la de la euforia, la de la esperanza y luego ha pasado a una actual, que yo llamaría de la confusión, precisamente cuando la técnica ha podido dominar los problemas de seguridad en las centrales y cuando más falta hace la energía nuclear, es cuando más duramente se la está combatiendo.




–Pero la gente sigue teniendo miedo.




–Ahí hay una componente psicológica muy importante. El hombre siempre tiene miedo al cambio. El hombre tiene una inercia a ser conservador y desconfía siempre de lo que no entiende. Y, evidentemente, la energía nuclear no está al alcance del hombre de la calle y tiene que depositar su confianza en una serie de científicos y técnicos, y ahí entra un fenómeno, muy del siglo en que estamos, ya que es el de la duda tecnológica. No quiere ser manejado y piensa que va a estar en manos de una especie de magos de la tribu. En fin, una componente psicológica a la que hay que combatir a base de información y predicar con hechos. La gente entiende más el lenguaje de los hechos que el de las ideas.
















  Los hechos










–¿Cuáles son estos hechos?




–Los hechos son que en enero del 83 habían veinticinco países que tenían centrales nucleares en funcionamiento y que habían 294 reactores nucleares en marcha. Y otros muchos países que se van a incorporar a la energía nuclear, como Cuba y África del Sur, para poner dos ejemplos antagónicos.




Esos veinticinco países van a tener en el año 1990, según las construcciones que están poniendo en marcha, un total de 500 centrales nucleares. Y éstas son cifras importantes.




Si la energía nuclear fuera tan mala y tan catastrófica, estos veinticinco países, entre los que se encuentran los más adelantados del mundo, no se hubieran metido en esa aventura. Cuando lo hacen es porque el riesgo es mínimo y los beneficios que reporta es indudable.
















  Un abismo de cuarenta años










–Se habla de la energía de fusión.




–Sí, pero eso tardará, por lo menos, cuarenta años en poderse aplicar industrialmente. El problema es que tenemos que pasar ese abismo de los cuarenta años, en el que al otro lado seguramente habremos encontrado una energía más fácil de aplicar y quizá más barata. Pero hay que salvar ese precipicio poniéndole un puente. Y el puente es: o el carbón, o la energía nuclear, o el petróleo. No hay más cera que la que arde. Y, además, el tiempo corre.
















  Sembrar ahora










–¿Qué quiere decir con esto?




–Pues que está muy bien que se tome un tiempo de reflexión y de madurez. Pero para construir una central nuclear se necesitan ocho años y si queremos llegar a 1992 con los planes cumplidos,  tenemos que empezar ya desde ahora a ponernos en marcha.




Por muchos medios acumulados que se pongan, se necesitan estos ocho años para construir una central. Ahora recuerdo un proverbio vietnamita que dice que una mujer necesita nueve meses para hacer un niño y que nueve mujeres juntas no pueden hacerlo en un mes. Y es verdad. El período de maduración de una central,  sea de fuel, carbón o nuclear, necesita ocho años. Si queremos recoger los frutos el año 1992, hay que empezar a sembrar ahora.
















6. RAFAEL SÁENZ GANCEDO. Físico nuclear:










«En la utilización de la energía nuclear, España está en vanguardia»










¿Es cierto que España es una potencia en cuanto a la utilización de la energía atómica para fines pacíficos?




Esto es algo que, para muchos españoles, es difícil de creer.  Quizá por falta de información. Quizá porque valoramos insuficientemente el esfuerzo de nuestros sabios e investigadores.




Para salir de dudas, me he dirigido a uno de estos investigadores. Concretamente, Rafael Sáenz Gancedo, un científico que lleva más de veinte años trabajando en estos temas.




El señor Sáenz Gancedo estudió Ciencias Físicas en la Universidad Complutense de Madrid. Recién acabada la carrera,  ingresó en la Junta de Energía Nuclear y trabajó en el departamento de protección radiológica, del Servicio de Dosimetría Personal.




Me reuní con él en la Junta de Energía Nuclear, máximo centro de investigación nuclear en nuestro país. Le sugerí al señor Sáenz Gancedo que contestara a mis preguntas usando una terminología llana y clara. Empecé con la pregunta antes citada:




–¿Es verdad que España es una potencia en la utilización del átomo con destino a fines pacíficos?




–España, en el campo de la aplicación pacífica de las radiaciones y de la energía nuclear, está a la altura de otros países,  en el sentido de disponer de las mismas técnicas que son habitualmente usadas en otros países, tener profesionales con conocimientos que las sepan aplicar y que estén al día de los últimos descubrimientos. Sí, todo esto se puede afirmar positivamente.




–Matice esta respuesta, por favor.




–En los últimos veinte años se han extendido muchísimo en España las aplicaciones de la energía nuclear en campos muy diversos de la ciencia, la técnica, el comercio y en muchas actividades profesionales y humanas del país. Hay un volumen muy considerable de centros, instalaciones y empresas que hacen uso de estas técnicas en multitud de procesos, tanto industriales como aplicaciones médicas, investigación y en los campos de la ciencia y la técnica en general.




–Me imagino que la explicación de estas técnicas puede significar el ahorro en ciertos procesos.




–Efectivamente. También supone un ahorro el poder realizar con más facilidad y con mayor precisión cierto tipo de estudios.




–La investigación, tarde o temprano, siempre es rentable. Pero cíteme algunos campos a los que ha llegado esta rentabilidad.




–Se podrían citar algunos ejemplos de utilización de sustancias radioactivas, que pueden dar un fruto tangible y cuantificable económicamente y a no muy largo plazo.




















  En el campo de la agricultura










–Adelante, pues.




–En agricultura, se pueden hacer trabajos con isótopos radioactivos que permitan estudiar el crecimiento de las plantas y el de nuevas variedades.




–¿Esto es hoy ya una realidad?




–Sí, esto ya se está realizando y se aplica normalmente. También se puede disponer de nuevas especies con mayor rentabilidad y mayor capacidad de producción.




–Pero esto, ¿con qué se aplica: mediante pastillitas mezcladas con los piensos o los abonos, mediante riegos...?




–Depende de los casos. En el caso de la agricultura, se utilizan sustancias radioactivas como trazadores...




–¿Y qué quiere decir esto de trazadores?




–Que se utilizan sustancias radioactivas que se mezclan con la misma sustancia que interviene en el proceso normal.




–¿Y esto por qué?




–La sustancia radioactiva permite seguir el proceso y las técnicas de detección de la radioactividad permiten seguir la evolución de esa sustancia en la planta o en lo que sea.




Usted ha citado muy bien el caso del riego. Esto se hace para ver cómo la planta va absorbiendo, por ejemplo, un determinado fertilizante y cuál de entre diversos fertilizantes es el más fácilmente absorbible por la planta y, por tanto, de mayor efectividad.




También se puede hacer con insecticidas, con productos dedicados a luchar contra las plagas, etc.
















  Doblar las cosechas










–¿Podría ser, por ejemplo, que en caso de tener una cosecha anual, con estas técnicas se podría doblar la producción en el mismo tiempo?




–Sí, en efecto. Esto es ya una realidad.




–Entonces esto es muy importante para países subdesarrollados,  como la India y otros de los continentes asiáticos y africanos,  pongamos, por ejemplo, donde la escasez de alimentos es endémica.




–Por supuesto. Hay estudios en marcha para conseguir nuevas variedades de trigo, maíz, centeno, cebada, etc.
















  Átomos para la medicina










–¿Y cuál es la aplicación más inmediata de estas técnicas en el ser humano?




–En las personas, la más evidente está en la medicina. Aquí habría que distinguir tres facetas muy distintas:




Primera, en el diagnóstico de enfermedades. Segunda, en la curación de ciertas enfermedades. Y tercera, en la investigación de procesos clínicos y biológicos.




–Vamos a la primera: el diagnóstico de enfermedades.




–Quizá sea este el campo más conocido. Desde que se descubrieron los rayos X y las radiaciones, a finales de los años 95 y 96, ya se puede rastrear en la literatura científica los inicios de la aplicación de las radiaciones en el campo de la medicina. Piense usted, por un momento, en el papel que juegan los rayos X en la detección y diagnóstico de enfermedades.




Hoy en día, con la utilización de isótopos radioactivos, ha tomado un enorme incremento lo que se llama la medicina nuclear.




–¿En qué consiste?




–Conseguir diagnósticos de enfermedades mediante el uso de sustancias radioactivas.




–¿Y cómo se consigue esto?




–Introduciendo, de nuevo, estas sustancias en el cuerpo y siguiéndole la pista y su evolución dentro del mismo.




En este aspecto, se podría hablar de estudios morfológicos,  mediante los cuales se consigue una imagen del órgano supuestamente enfermo. Esto va encaminado al descubrimiento y diagnóstico de procesos cancerosos.




Y, por otro lado, estudios de aspecto dinámico, que permiten ver si un órgano funciona o no normalmente. Por ejemplo: la glándula tiroide, el riñón, el corazón, etc.
















  Curación del cáncer










–Pasemos a la segunda faceta que usted antes ha citado. ¿Qué tipo de enfermedades se pueden curar con la utilización de estas técnicas?




–Las radiaciones se utilizan, hoy por hoy, fundamental y exclusivamente para la curación del cáncer. En este caso, se utiliza la radiación en la vertiente que hace daño: matar a las células cancerosas.




Es una herramienta muy poderosa y, en ciertos procesos cancerosos, es el único tratamiento, hoy por hoy, posible.
















  Prevenir la subnormalidad










–¿Y la tercera faceta?




–Es la de la investigación. Ya hemos hablado antes de algunas de sus aplicaciones en el campo de la agricultura. Esto mismo es posible en el campo de la biología.




En este sentido, últimamente está tomando un gran incremento una serie de técnicas muy finas de análisis,  fundamentalmente en el campo de la inmunología y de las hormonas.




–¿Ejemplos?




–Estudiando las glándulas del crecimiento en niños recién nacidos, permite prevenir la subnormalidad.




–¿En el feto, también?




–No, en el niño recién nacido. Se hacen estudios hormonales que permiten descubrir ciertas anomalías que se pondrían de manifiesto años después, cuando la subnormalidad ya es irreversible.




Hoy en día, hay un programa que se aplica en la mayor parte de los hospitales de nuestro país, como la campaña de lucha contra la subnormalidad, en la que estas técnicas se aplican sistemáticamente en los recién nacidos.




–¿Qué utilización tienen los átomos en el campo de la vida cotidiana?




–Aparte de producir electricidad, mediante centrales nucleares,  le podría citar muchos procesos en los que se utilizan sustancias radioactivas: detectores de incendios, humos, pararrayos..., que funcionan gracias a una pequeña pastilla de esta sustancia.




















  Aplicaciones industriales










–En el campo industrial, por ejemplo.




–Sus aplicaciones son numerosísimas: se mejoran y se controlan los procesos industriales. Por ejemplo, en la medida de los espesores de piezas, en la densidad de materiales, en las medidas de niveles, etc.




En esto último, cuando los envases son de acero y hay que llenarlos de un líquido, ello se hace mediante un medidor de nivel de llenado que lleva incorporado una fuente radioactiva.




También se utiliza en las fábricas de papel, para medir el espesor. En la siderurgia, para medir laminados. En la industria del tabaco, para medir el contenido de él en un cigarrillo, etc.




También sirve este proceso en las industrias para diagnosticar el que una pieza se haya construido de acuerdo con las especificaciones, mediante radiografías de estas piezas y viendo que las soldaduras son correctas y que no tienen fallos, ni grietas y que los espesores son los debidos.




Todo esto es aplicable, también, en un astillero, en un oleoducto o en un edificio en construcción. Las aplicaciones son innumerables.




–¿Y en el campo de las telecomunicaciones?




–También. Se utiliza, sobre todo, en componentes para centrales telefónicas, sistemas de control de telecomunicaciones,  etc.
















  Aviones, barcos y submarinos atómicos










–¿Puede funcionar un coche con energía nuclear, eliminando así la gasolina?




–Teóricamente, sí. Pero en la práctica esto es, hoy por hoy,  irrealizable. En cambio, sí se puede hacer en vehículos de gran volumen. Existen aviones, barcos y submarinos que funcionan con este tipo de energía.




–¿Y por qué es irrealizable en automóviles?




–Porque la cantidad de radioactividad que habría que utilizar para conseguir la potencia necesaria para mover un coche sería tal,  que los blindajes de protección que habría que incorporar a esa fuente haría a su vez que el coche no podría mover esos blindajes.




Sin embargo, hay un caso en que la radiación actúa como pila,  y es de nuevo en el campo de la medicina: los marcapasos. La pila nuclear, en este caso, produce la energía necesaria para que ese marcapasos funcione indefinidamente, sin necesidad de ser cambiado periódicamente, como sucedía antes.
















  En el pelotón de cabeza










–Volvamos al principio. ¿A qué nivel europeo se encuentra España en la utilización de estas técnicas nucleares para fines pacíficos?




–Es muy difícil de determinar, pero le diría que estamos en el pelotón de vanguardia. Prueba de ello es que en cualquier congreso internacional asisten españoles, especialistas en cualquiera de los casos mencionados, en los que presentan trabajos y dialogan en plan de igualdad con los demás especialistas. También hay españoles en asociaciones y comités internacionales científicos ocupando cargos directivos. Es decir, nos podemos tutear con cualquiera.




















7. LUIS GARCÍA DE BLAS. Economista:










«Lo que pretendemos es afirmar el sistema de seguridad social»










El tema de las pensiones ha sensibilizado siempre a los españoles. La ley que acometía su reforma acaba de pasar la frontera del Congreso y se ha encaminado a la del Senado.




Luis García de Blas es «el padre de la criatura» por ser entonces el secretario general para la Seguridad Social del Ministerio de Trabajo. Es economista de profesión, habiendo prestado sus servicios en el Ministerio de Industria y, más tarde, en el Banco de España, del que fue responsable del Área del Sector Público.




También ha desarrollado, desde 1968, una intensa actividad docente en el CEU, en la Escuela Diplomática, en la Facultad de Ciencias Económicas, en la de Políticas y Sociología, y en las universidades Menéndez Pelayo y en la UNED.




Me recibe en su despacho oficial, en el madrileño Paseo de la Castellana, en pleno complejo Azka, donde le hago la primera pregunta.
















  Un largo recorrido










–Señor García de Blas, el proyecto de ley presentado por el Gobierno que reforma el sistema de pensiones ha pasado ya por el Congreso y ahora le toca el turno al Senado. ¿Cómo ha quedado la ley citada?




–La ley había sufrido una serie de modificaciones, en virtud a una serie de enmiendas realizadas por diversos grupos parlamentarios, entre ellos el centrista, la minoría catalana y el propio socialista. Todo ello sucedió en la Comisión de reforma.




La ley, desde su primitiva redacción, ha sufrido dos modificaciones.




–Usted sólo me ha citado la parlamentaria, ¿cuál ha sido la otra modificación?




–La que realizó el propio Gobierno, según acuerdo del Consejo de Ministros.
















  Una ley polémica










–¿Por qué piensa usted que ha tenido tanta repercusión esta ley?




–Porque es una ley que afecta a toda la sociedad. Una ley de estas características, que afecta a todos los pensionistas actuales o futuros, no tenía por menos que saltar a la opinión pública.




–¿Cómo afecta a los actuales pensionistas?




–La regulación material de esta ley no afectará a los que ya son pensionistas. El proyecto de ley se refiere a las nuevas pensiones que se causen a partir de su puesta en marcha.




–He creído entender, no obstante, que usted acaba de decirme que esta Ley afectaba a todos los pensionistas actuales.




–Sí, pero para bien. La ley busca garantizar una solidez financiera al sistema. Y esta es la mejor garantía para el pensionista.




–Los pensionistas están algo nerviosos...




–Al pensionista se le ha despertado cierta incertidumbre de una forma interesada debido a las manifestaciones que de palabra y de hecho se han realizado. El proyecto de ley no les afecta para nada.  Mantiene su situación actual. No hay recortes.




–Entonces, ¿a qué viene tanto nerviosismo?




–Es natural que los ciudadanos, a través de sus diversas representaciones, opinen sobre este proyecto. Otra cosa es el falso debate que se ha suscitado y la mala explicación del proyecto.




–En esta batalla han coincidido tanto AP como el PCE.




–Parecen coincidir en muchos aspectos y esto es lo que a uno le produce cierto grado de sorpresa. De todos modos, yo creo que el proyecto se ha presentado políticamente mal.




–¿Y eso?




–Porque la ciudadanía no ha tenido los elementos de juicio suficientes para juzgar la bondad o maldad del proyecto. El Gobierno lo ha intentado explicar, en la medida que se lo han permitido sus posibilidades y con la ayuda de los medios de comunicación. Pero los interlocutores sociales y políticos lo han interpretado cada uno según su propia ideología.
















  La bancarrota










–Se dice que el actual sistema de Seguridad Social se encamina hacia la bancarrota.




–No creo que esto sea así. Lo que nosotros pretendemos es afianzar el modelo actual. Si no tomamos medidas este modelo se nos caería. Por decirlo con una expresión muy literal, si no actuamos rápidamente, la casa se nos caería encima. Con este proyecto de ley, nosotros intentamos inyectar unos cimientos muy fuertes a la casa para que no se derrumbe. Afianzar el edificio.
















  Dos modelos enfrentados










–¿Pero ya saben ustedes qué tipo de casa quieren afianzar?




–Sólo hay dos modelos.




–Explíquese, por favor.




–El modelo liberal-conservador, en cuyo fondo se pretende que cada vez hayan más cotas de iniciativa privada, es el de la oposición.  Lo entiendo y lo comprendo, pero no es el nuestro.




–¿Y cuál es el suyo?




–El actual modelo público, con fórmulas de colaboración en la gestión con la iniciativa privada, y con el que se pueda llegar a un sistema de pensiones públicas para todos los españoles, a un nivel del 75 por 100 del salario mínimo. Eso no excluye el hecho de que existan pensiones complementarias en el ámbito privado.




–Parece que hoy en día han proliferado toda una serie de pensiones complementarias desde Bancos y Cajas de Ahorros. Y esto es un síntoma de la poca confianza que se tiene en las públicas,  en el miedo a que el actual sistema se hunda.




–Con ese tema pienso que se está llevando determinada estrategia. Es decir, hay quien piensa que con toda esta proliferación de pensiones de jubiliación complementaria se está defendiendo que se caiga el sistema público.




–¡Ya!




–Este es un debate que tienen abierto en todos los países del área occidental. La señora Thatcher está intentando en la Gran Bretaña desmantelar el sistema público actual. Es una opción ideológica y política tan respetable como otra cualquiera, pero nosotros no la compartimos.




–¿No hubiera sido ideal el establecer un diálogo o un debate público sobre el tema?




–El marco perfecto del debate hubiera sido el propio debate parlamentario.




–Pero esta ocasión ya se ha dejado escapar.




–Sí, y este es el problema. Por eso ya le he dicho antes que ha habido un falso debate.
















  Los recortes famosos










–Se ha dicho que esta ley presenta unos recortes para los pensionistas actuales.




–Se ha dicho, pero esto es falso. Objetivamente, no hay recortes de ningún tipo para los actuales pensionistas. Pueden estar tranquilos.




–¿Y, según ustedes, qué bondades tiene la ley?




–Tiene cuatro elementos básicos que, curiosamente, no se han explicado más que por el Gobierno y el propio PSOE.




–Explíquelos usted, pues.




–El primer elemento es que mejora sustancialmente la acción protectora actual. El segundo, es una ley que obliga a luchar contra el fraude. El tercero, la ley intenta concentrar parte del gasto en aquellas capas más necesitadas de la población española. Y el cuarto, que permite ser un sistema más fácil de gestionar al reducir el número de regímenes.




–Entonces, si la ley es tan buena, a qué vienen estos ataques.




–Esto habría que preguntárselo a aquellos que provocaron una huelga general, por ejemplo.




–Pero cuál es su valoración.




–Pues que ha habido una explicación muy parcializada del proyecto de ley.
















  Avances sociales










–Dígame, por ejemplo, algunos de los avances sociales que ofrece la ley. No me cite la filosofía, dígame cosas concretas.




–Cuando entre en vigor la ley, todos los pensionistas futuros tendrán catorce pagas. Esta es una vieja reivindicación que por fin se hará realidad.




–¿Pero esto ya no estaba en el sistema actual?




–No. La mayoría de los pensionistas tenían doce pagas. Algunos menos, trece. Y una minoría, catorce. Ahora, con esta ley, todos tendrán las mismas pagas: catorce.




–Otro avance, por favor.




–Las pensiones, todas las pensiones, cada año se revalorizarán o actualizarán según el índice de inflación registrado. Este era un tema que quedaba siempre al arbitrio de los Gobiernos, pero ahora esta actualización será automática.




–En definitiva, los pensionistas pueden estar tranquilos. ¿Usted les asegura que no existen o van a existir tales recortes en sus pensiones actuales?




–No hay ni habrá recortes, ni en términos colectivos ni en individualizados.




















LOS «CAZACEREBROS» DESEMBARCAN EN ESPAÑA










Ya están aquí. Tarde o temprano tenían que llegar. Son esos hombres casi misteriosos, sumamente cautos y prudentes que husmean por todas partes a la búsqueda de los talentos del país.  Por eso se les llama «cazacerebros». Ellos prefieren denominarse «consultores de búsqueda de ejecutivos».




La industria de los «cazacerebros» se inició en los USA y pronto sus tentáculos se extendieron por todo el mundo. Buscan ejecutivos con nómina superior a los 7,5 millones de pesetas anuales. Por ejemplo, el director de los Juegos Olímpicos de Los Ángeles 84 fue reclutado por una empresa de «cazacerebros», concretamente la «Korn/Ferry», la misma que ha desembarcado en España.




Es la primera empresa de «cazacerebros» del mundo, con un volumen de facturación de 50 millones de dólares en el ejercicio 84.  Tiene 36 oficinas en el mundo, con casa-matriz en Nueva York.




Ya está en España. Y el hombre destinado a dirigir estos asuntos en nuestro país es Luis Ruiz de Arcaute, un hombre nacido en Madrid, pero formado en la Escuela Politécnica de París, donde consiguió el título de Ingeniero, y su «curriculum vitae» es impresionante: ha ocupado cargos de máximo nivel en importantes firmas de Bélgica, Holanda, Austria, Dinamarca, Alemania,  Portugal, Suiza, Inglaterra y Líbano.
















  Sus leyes










Hay dos reglas éticas no escritas que siguen a rajatabla los «cazacerebros»: la primera, no quitar ejecutivos a los clientes, y segunda, no buscar posibles candidatos entre los ejecutivos a los que se ha colocado anteriormente.




El proceso de investigación de candidatos tiene una duración aproximada de cuatro meses. Los «cazacerebros» utilizan bancos de datos computarizados, como simple herramienta de trabajo. No obstante,  los contactos al viejo estilo siguen siendo fundamentales.




Para ellos, los mejores candidatos tienen en torno a los cuarenta años y se encuentran a diez años del máximo de su carrera.
















  Las excepciones










Contacté con uno de estos «cazacerebros» a través de un amigo.  Desde el primer momento el hermetismo fue total: no había entrevistas,  ya que el éxito de su trabajo descansa fundamentalmente en el secretismo y las cautelas. Después de innumerables idas y vueltas, conseguí convencer al señor Ruiz de Arcaute a que me contestara a unas preguntas. Accedió, pero sin fotos. Más adelante, y también después de un largo pero respetuoso forcejeo dialéctico, también accedió a que entrara un fotógrafo en su oficina, con la única condición de que no reveláramos la dirección.




La primera pregunta que le dirijo es obvia:




–En España se conoce su profesión como «cazacerebros»,  «cazatalentos» o «cazadores de cabezas», ¿cuál de ellas es la más adecuada?




–La palabra más común es la de «cazatalentos», pero también se utilizan otras denominaciones. La más extendida popularmente es la de «cazacerebros».




–Dígame, ¿qué son concretamente los «cazacerebros»?




–Los «cazacerebros» son, en realidad, un tipo de consultores de dirección de empresas; insisto sobre la palabra consultores. Estamos especializados en la búsqueda y en la selección de los ejecutivos que necesitan las empresas para sus direcciones.
















  Se busca ejecutivo de alto nivel










–O sea, no son una vulgar agencia de colocaciones.




–En absoluto, las agencias de colocaciones tienen como clientela a las empresas que piden personal y a las personas que quieren colocarse. Nosotros tenemos una única clientela, que son aquellas empresas que nos confían sus necesidades de personal; en general, ejecutivos de alto nivel.




–Su profesión se ha rodeado con una especie de halo misterioso.  Se dice que son unos tíos muy inteligentes y que van a buscar gente también muy inteligente, ¿no es cierto?




–Sí, es verdad. Pero creo que hay que desmitificar a los «cazacerebros».




–A usted le gusta que le llamen así.




–En realidad, nos llama así el público. Pero tanto nuestros clientes como los candidatos que tenemos la suerte y la ocasión de ver, no nos llaman con estas denominaciones. Simplemente nos llaman por el nombre de nuestra sociedad o por nuestro nombre de pila.




Como decía antes, se intenta desmitificar a la profesión y esto me parece muy bien. El halo misterioso que la rodea tiene algo que ver con el secreto profesional al que estamos obligados. De la misma manera que lo está un médico, un abogado o un notario.  Nosotros no desvelamos el nombre de nuestros clientes, ni el de los candidatos que pasan por nuestras oficinas.




–¿Y si nos descuidamos, casi ni el suyo, no?




–No hacemos publicidad, precisamente por eso. Por ética profesional, no podemos publicar los nombres de nuestros clientes.
















  Un continente lleno de prejuicios










–¿Dónde y cuándo se inició este tipo de profesión?




–Esta profesión nació en Estados Unidos, al final de la guerra, en el momento de la reconversión completa de su industria, al pasar de una economía de guerra a una economía de paz, y tardó muchísimo en llegar a Europa, ya que las ideas germinan con mucha más facilidad y mucha más rapidez en un continente joven, como es América, que no en este continente lleno de prejuicios, que es todavía Europa.




–¿Y qué formación tienen ustedes?




–Nuestra dirección busca ejecutivos de empresas que se asemejen a sus clientes.




–Me refiero a ustedes, ¿qué son: sociólogos, economistas,  psicólogos...?




–En general, somos antiguos ejecutivos de empresas industriales, financieras y comerciales que, por haber desempeñado nuestra actividad profesional en todas estas empresas, conocemos la manera de pensar y la manera de resolver los problemas de nuestros clientes. Nosotros mismos hemos sido, en el pasado,  clientes de «cazacerebros».
















  Para los puestos clave










–¿Qué tipo de candidatos o ejecutivos son los que buscan sus clientes a través de ustedes?




–La gama de posiciones a cubrir que se nos pide es extensísima.  Yo diría, primero, que el conjunto de la actividad económica nos pide gente, tanto en servicios financieros como en empresas industriales, como para la Administración del Estado.




El tipo de persona que se nos pide, en general, se sitúa en una empresa o división de empresa, en el más alto nivel ejecutivo.




En cuanto a especialidades, se nos piden de todas: financieras,  comerciales, técnicas, incluso especialistas. En algunas ocasiones también profesiones liberales.




–¿Y cómo se las arreglan para buscar a estos ejecutivos? Porque antes me ha dicho usted que jamás ponen anuncios.




–Con ayuda de máquinas electrónicas, compilamos información sobre asociaciones profesionales, universidades, escuelas técnicas,  Cámaras de Comercio y toda clase de publicaciones, que nos puedan dar alguna pista sobre quiénes son los ejecutivos a distinto nivel que trabajan hoy en día en las empresas españolas.




Esto representa una inversión de mucho tiempo y relativamente costosa, pero nos permite disponer de información, naturalmente confidencial, que sólo utilizamos en el momento en que tenemos una misión que proponerle a una persona que juzgamos adecuada.  Nuestra aproximación al candidato siempre es directa y cuando lo hacemos lo conocemos por su nombre y apellidos. Esto es lo que caracteriza a los pocos «cazacerebros» que hay en el mundo.
















  Un millón al mes










–¿Y la oferta económica al candidato quién la hace: la empresa o ustedes? ¿Qué sueldo medio se les ofrece a estos candidatos?




–La empresa tiene la obligación de comunicarnos cuál va a ser,  aproximadamente, la oferta económica que va a hacer. Por dos razones: la primera, porque nosotros tenemos que saber si esta oferta puede o no interesar al candidato. Y la segunda, porque nuestra remuneración está basada en dicha oferta.




–Dígame alguna de estas remuneraciones.




–Bueno, antes...




–¿Medio millón de pesetas?




–¿Cómo medio millón de pesetas?...




–¿Un millón?




–¿Un millón? No, no..., eso son ofertas francamente modestas.




–¿Tres millones? Me refiero mensual, no anual.




–¡Ah, bueno! Pues sí, un millón mensual... sí. Es difícil establecer una media, porque los puestos a cubrir son muy diversos.
















  A por todos










–¿Y qué es lo que buscan ustedes más: candidatos jóvenes o ejecutivos mayores de cuarenta años?




–Las dos cosas. Depende para qué.




–El tema de los idiomas debe ser clave, ¿no es así?




–Hoy en día es una cuestión crucial. Además del castellano, en todas las misiones que nos encomiendan piden que se hable correctamente el inglés, francés, alemán o los tres a la vez. Además,  pedimos a los candidatos una formación académica fuerte y, sobre todo, experiencia.




–¿Existe la oferta al revés? Es decir, personas que quieren cambiar de empresa y le envían a ustedes el «curriculum vitae».




–Recibimos pocos «curriculums vitae», no obstante es el mejor modo de darse a conocer. Precisamente por esta falta de «curriculums» tenemos que acudir a la información computarizada.




–En España no hay costumbre de ello, ¿no es verdad?




–En Europa y, por tanto, también en España, la costumbre es mandarlo cuando ya no queda otro remedio.




–Bueno, pues yo le mandaré el mío, a ver si es verdad que cae ese millón de pesetas al mes.




–Un «curriculum vitae» como el suyo seguro que es bueno.  Pasará en nuestros ficheros unos cuatro meses, pero al cabo de ellos saldrá, no lo dudo. Pruébelo.
























LOS PROBLEMAS DE LA RECONVERSIÓN INDUSTRIAL 
















1. CARLOS SOLCHAGA, POR EL CAMINO DE EN MEDIO










Un día de diciembre de 1982 llegó al poder el primer gobierno socialista de la postguerra. Y este gobierno se propuso enfrentarse con la crisis económica. Al Ministerio de Industria y Energía llegó un hombre que, desde el primer momento, fue polémico: Carlos Solchaga.




El ministro empezó por estudiar la situación industrial del país y se encontró con que a lo largo del último decenio se había producido la reducción de más de un millón de puestos de trabajo en la industria española, la constante desaparición de empresas; el reflejo de esta situación en el continuo deterioro de los riesgos de los intermediarios financieros y la crisis de muchas de sus instituciones como consecuencia de dicho proceso, deberían constituir un aldabonazo sobre la conciencia nacional de la gravedad de la crisis y el punto de partida de cualquier reflexión encaminada a invertir el presente proceso de desindustrialización.




Así nació la idea de reindustrializar el país, cuyo primer paso será la ya famosa «reconversión industrial».
















  Los sectores en crisis










La industria española presenta una grave problemática en los diferentes sectores siderúrgicos –integral, aceros comunes y aceros especiales–, en la construcción naval –grandes, pequeños y medianos astilleros–, en otras ramas de la metalurgia – semitransformados de cobre, producción de aluminio o ferroaleaciones–, algunos subsectores de grandes bienes de equipo,  empresas aisladas de automoción en todas sus facetas –fabricación de camiones, tractores agrícolas, automóviles, motocicletas–,  sectores relacionados con la misma forja pesada por estampación y equipo eléctrico básico para la industria de automoción; sectores de bienes de consumo, textil, calzado; sectores y empresas ligadas a los bienes de producción electrónica más tradicionales – componentes–, una parte importante de la petroquímica, el sector de fertilizantes, el de la producción de papel y pasta de papel y otros sectores de menor concentración empresarial –máquina- herramienta–, etc.




















  Solchaga: «sobrevivir en una atmósfera de libre competencia»










En todos estos sectores se puede decir sin temor a error, que la situación hoy es peor que hace unos años cuando se comenzó a sentir la necesidad de su remodelación y adaptación a las nuevas condiciones impuestas por la crisis.




El contagio, por lo demás, de la «enfermedad» de estos sectores a los sanos, dada la profunda interrelación industrial y de todos ellos al sistema financiero es, si no se remedia, una cuestión meramente de tiempo.




Ante esta situación, el Gobierno ha optado, con el ministro Solchaga al frente, tirar por el camino de en medio.




«En efecto –me dice el ministro–, enfrentado a esta situación,  al Gobierno sólo le caben dos posibilidades: una política de ajuste salvaje basada en la supervivencia de los más fuertes, o una política de intervención que ordene el proceso de salvamento de aquellas partes del tejido industrial que, sometidas a los ajustes necesarios,  puedan en el ámbito de nuestra incorporación a la Comunidad Económica Europea sobrevivir en una atmósfera de libre competencia.»
















  Intervención ordenada y rigurosa










Pero toda esta grandiosa operación, ¿está suspiciada por ciertas convicciones políticas que obliga el programa electoral del PSOE?  ¿Qué hay de verdad detrás de todo este costoso y difícil montaje de la reindustrialización?




Carlos Solchaga no rehúye el tema, y responde:




«No han sido sólo razones de convicción política las que han movido al Gobierno, siguiendo el programa electoral del PSOE, a decidirse por la intervención ordenada y rigurosa en el proceso de reindustrialización, sino también la seguridad de que en las condiciones actuales, no habiéndose producido el ajuste positivo en los años anteriores de acuerdo con los rigores de los mecanismos libres de mercado y habiendo llegado la situación financiera de muchas de las empresas al punto de postración en el que hoy se encuentra, propugnar un reajuste «salvaje» equivale a condenar a la ruina a una gran parte de la industria española.




Pero igual de suicida que esta política sería continuar la del “ajuste pasivo” o la de inacción en lo que constituye la reconversión tecnológica y de los activos industriales necesaria en estos sectores y empresas; es decir, prolongar las actitudes del pasado. E igualmente peligroso sería no conectar la reconversión de los sectores en crisis con las promociones industriales que pongan el énfasis en el ajuste positivo de la reindustrialización en términos de empleo y de actividad industrial.»
















  No hay otro camino










Y ya que ha hablado de empleo, ¿qué dice el ministro sobre este asunto?:




«Por lo que se refiere al empleo, tanto el ajuste salvaje de la estructura industrial como el mantenimiento de las actitudes de inhibición, representan un costo mucho mayor que el que se deriva de un enfrentamiento resuelto del problema de la reindustrialización. No cabe sobre esto engañarse. Dejar que las cosas continúen como hasta ahora supone la quiebra financiera de muchos de estos sectores, el cierre de numerosas instalaciones y la pérdida de un gran número de puestos de trabajo.»




















  El vademécum de la reconversión










Para poner esta operación en marcha, el Ministerio de Industria y Energía ha realizado un «Libro Blanco», que es el vademécum de la primera fase, es decir, el de la reconversión industrial.




Le pregunto a Carlos Solchaga, ¿dónde pone un énfasis especial este Libro Blanco? Es decir, ¿cuál es el punto más importante de este texto?:




«El Libro Blanco pone énfasis en la conexión entre la reconversión de aquellos sectores tradicionales que, una vez redimensionados, pueden seguir teniendo un futuro con la promoción de inversiones en otras líneas de producción, cuyo peso específico debe aumentar en la estructura industrial española de los próximos años.»
















  Rigor y solidaridad










Y por último, ¿cuáles son los principios en que se basan las nuevas directrices que propone este Libro Blanco? Solchaga no duda en responder:




«La inquietud del problema de la crisis industrial y la conexión de su tratamiento con el de la reindustrialización del país, puesta en perspectiva junto con la escasez de recursos públicos en un presupuesto, acosado a su vez por los efectos de la propia crisis,  obligan a contemplar la construcción de la nueva política industrial sobre dos notas dominantes: el rigor y la solidaridad. En ambos principios se basa el desarrollo de las nuevas directrices que propone el Libro Blanco.»
















2. EL LIBRO BLANCO DE LA RECONVERSIÓN










Según el Libro Blanco, la reconversión industrial va a costar al país entre medio y un   billón   de pesetas y cerca de 60.000 puestos de trabajo perdidos.




A cambio, dice este texto, dentro de cinco años tendremos una industria saneada, competitiva, capaz de enfrentarse a sus homónimas europeas y capaz de crear más puestos de trabajo que los destruidos.
















  La política de reindustrialización










Este aspecto tiene una doble vertiente. Incluye, por un lado, lo que puede considerarse estrictamente como política de reconversión industrial, es decir, el proceso de reestructuración interna de los sectores en crisis, para ajustarlos a las nuevas condiciones del entorno económico internacional. Y, por otro, la reorientación de recursos humanos y financieros hacia los sectores y líneas de producción con futuro.




Las zonas que se verán afectadas por esta política de reconversión y reindustrialización serán precisamente las más afectadas por la actual crisis económica: Galicia (El Ferrol y Vigo),  Asturias, País Vasco, Madrid, Segunto y Cádiz.
















  ¿Quién pagará el costo de la operación?










Este es uno de los puntos sombreados del Libro Blanco. Según portavoces del Ministerio de Industria y Energía, «la respuesta es tan sencilla como la pregunta. El billón de pesetas saldrá del ahorro nacional y se obtendrá por tres caminos: vía coeficientes bancarios, vía Presupuestos del Estado y crédito oficial».




Pero esto de los coeficientes bancarios no es una cosa clara.  Quiere decir, que para ayudar al Estado en la operación reconversión industrial, la Banca tendrá dos vías: o continuar financiando a las empresas de las que son propietarios; o bien comprar al Estado bonos específicos emitidos con destino exclusivo a la reconversión, es decir, lo que se denomina capital-riesgo.
















  La filosofía del plan










La filosofía que debe inspirar la política de reconversión industrial, según el Libro Blanco, se caracteriza por dos notas fundamentales: el rigor y la solidaridad.




Los intensos cambios en el entorno económico provocados a lo largo de la crisis iniciada a comienzo de los años setenta, han conducido a una especie de sectores productivos a una situación caracterizada por la existencia de excedentes estructurales de empleo. El ajuste de estos sectores, insuficiente hasta el momento por la incapacidad o la falta de voluntad política de anteriores gobiernos para abordar el problema, exigirá importantes sacrificios,  pero es absolutamente necesario para asegurar la viabilidad a medio y largo plazo.




«La crisis industrial –dice el Libro Blanco– es de tal amplitud,  que convierte a la política de reindustrialización en una tarea nacional en la que todos los agentes económicos y sociales deben colaborar. Esta exigencia de solidaridad no es, además, un imperativo ético, sino que viene impuesta por la necesidad de salvaguardar el tejido industrial de nuestro país, lo que es un interés común, incluso para las partes no directamente implicadas.»
















  Unas condiciones muy duras










La aplicación de estos criterios está en la base del nuevo esquema instrumental que encuadra la política de reconversión industrial. Los requisitos para acogerse a un plan de reconversión impondrán condiciones duras para todas las partes implicadas.




Para los trabajadores, en la medida en que el reconocimiento de la existencia de excedentes estructurales de empleo supondrá la aceptación de una reducción en la plantilla, y de una política salarial estricta.




Pero igualmente para las empresas, ya que la nueva normativa que indica el Libro Blanco prevé la existencia de órganos de gestión sectorial (Sociedades de Reconversión), que absorberán importantes parcelas de decisión en detrimento de las unidades empresariales. La nueva instrumentación pretende, a través de la concentración de las decisiones en unidades de gestión más reducidas, racionalizar la política industrial del sector en reconversión, que se ha reducido al saneamiento financiero y laboral de las empresas afectadas.
















  Sector siderúrgico: 10.000 empleos menos










Este es, sin duda, el sector más conflictivo de la reconversión.  Ahí tenemos, sin ir más lejos, el tema de Sagunto. Si se cumplen los planes del Libro Blanco, este sector sufrirá la sangría de 10.000 puestos menos de trabajo: 5.000 en Ensidesa, 3.000 en Altos Hornos de Vizcaya y cerca de los 2.000 en Altos Hornos del Mediterráneo.




















  Navales: una de las más castigadas










En efecto, según el Libro Blanco, esa industria registra el costo laboral y económico más alto.




Se promociona la fusión para los pequeños y medianos astilleros, y la desaparición de los obsoletos. Los puestos de trabajo perdidos serán de 3.200. En los grandes astilleros, el objetivo prioritario será la especialización tecnológica, la omisión de la competencia y la promoción de las áreas comerciales. De 27.000 pasará a tener 23.400 puestos de trabajo.
















  Costos de otros sectores










En el del acero común se perderán 1.834 puestos de trabajo. En el de semitransformados del cobre y sus aleaciones, 1.820 puestos.  El de la forja pesada por estampación, 370 puestos. En el de equipos electrónicos de automoción, 1.700. En el de componentes electrónicos, 150.




La lista todavía es incompleta y el futuro nos puede deparar más sorpresas. Se calcula que el total de puestos perdidos por todos los sectores implicados se elevará a 60.000.
















  El papel de la empresa pública










La empresa pública cumplirá un doble papel, según el Libro Blanco, en el proceso de reindustrialización. En primer lugar, puesto que coexisten empresas públicas con empresas privadas en una parte de los sectores de reconversión –en algunos sectores tienen una importancia decisiva, como en el siderúrgico y en el naval–, aquéllas deberán someterse, al igual que las empresas privadas, al proceso de reindustrialización interna que la estrategia de reconversión sectorial fijada por el correspondiente plan haya elaborado.




En segundo término, la empresa pública, por sus especiales características, constituye un instrumento privilegiado de actuación de promoción de nuevas actividades productivas, pudiendo por tanto juzgar un importante papel en la recolocación de los excedentes de empleo generados por la aplicación del ajuste en los sectores de reconversión.
















3. LA ACTITUD DE LAS CENTRALES SINDICALES: TRES PUNTOS DE VISTA ENCONTRADOS










Aunque en el fondo todas las centrales sindicales reconocen que la reconversión industrial es necesaria, discrepan en la forma y en algunos aspectos del Libro Blanco.




He acudido a recoger la opinión de UGT, USO y Comisiones Obreras, todas ellas dispuestas a un diálogo con la Administración para que los intereses de los trabajadores sean recortados lo menos posible.
















  UGT: la reconversión es un proceso imprescindible










El sindicato socialista me ofreció un documento amplio en el que se recoge su postura ante el Libro Blanco. La actitud de UGT es de crítica constructiva. Considera este proceso como imprescindible, aunque preferentemente compatible con una enérgica defensa del empleo existente.




La UGT encuentra en el Libro Blanco tres puntos positivos:












«1. Por primera vez, desde la Administración, se aborda la formulación de una actuación de política industrial a partir de un conocimiento sistemático sobre causas y efectos de la crisis en la que se encuentra inmersa la industria española; contando, además,  con una información básica sobre la situación de los principales sectores afectados.




2. Existe, también, un intento de englobar la posible actuación hacia los sectores industriales en crisis dentro de una política de reindustrialización. Esto, más allá del acierto a las dificultades del problema, es un signo altamente significativo en sí mismo.




3. La voluntad expresada de poner en práctica una actuación concertada con asignación equitativa de esfuerzos entre los diferentes protagonistas.»










En cambio, en el capítulo de las medidas laborales, UGT pone sus reparos:




«UGT rechaza el principio tan enfáticamente expresado en el Libro Blanco, de ajuste inmediato y a la baja de las plantillas como paso previo a la puesta en práctica de las restantes medidas de la reconversión sectorial.




Consecuentemente con esta afirmación, manifestamos nuestra oposición a la rescisión forzosa de contratos de trabajo, por entender que detrás de estos conceptos subyace una concepción de tratamiento traumático de los aspectos laborales que no es necesario y,  en última instancia,  perjudicaría el proceso de reindustrialización.»
















  USO: El sacrificio recae en los de siempre










La Unión Sindical Obrera responde por medio de su secretario confederal de Acción Sindical, Carlos Solas Ruiz.




USO basa su opinión en dos puntos: la necesidad y el tratamiento de la reconversión industrial. En cuanto al primero:




«La explicación del por qué en este país se han perdido 816.000 puestos de trabajo en la industria española, frente a los 533.000 de Italia o los 421.000 de Francia, nos revela las causas profundas y estructurales del problema. La explicación de la Administración actual “recarga las tintas en los costes laborales” y olvida la subsidiariedad de la empresa pública, los beneficios extraordinarios del sector financiero y otros sectores monopolísticos, una Administración incapaz de dar servicios baratos y universales a la población y unas agencias empresariales despreocupadas de hacer empresa y sólo de hacer negocios.»




El segundo punto en que basa su crítica USO se fundamenta en el tratamiento:




«Anteriormente al gabinete socialista, se intentaba paliar principalmente el balance financiero obviando el tema de inversión. Ahora, con el diagnóstico gubernamental hay una política de aumento del excedente empresarial. Es decir,  disminución salarial, “que no tiene por qué traducirse en inversiones, ni explicita mecanismos de reparto de sacrificios actuales y beneficios futuros”. Es positiva su preocupación por la innovación tecnológica y su deseo de que la reconversión genere un desahogo de la industria de bienes de equipo. Los mecanismos de bolsas de trabajo y áreas de reindustrialización son difíciles de valorar, al subdividir el mercado de trabajo y capital, insistiendo el gobierno socialista en una política de redistribución entre los colectivos afectados (parados, pensionistas, etc.) sin retraer partidas presupuestarias socialmente innecesarias.»




Todo esto está muy bien, pero le digo a Carlos Solas que se «moje» y que me hable del tema del empleo, que al fin y a la postre es lo que debe preocupar a una central sindical.




«La USO considera que el mantenimiento del empleo es menos gravoso para la sociedad, dado que pasar de una pérdida contable al fondo de desempleo –con o sin indemnización–, sin formación profesional alternativa previa, sin generación de empleo alternativo,  es más costoso económica, social y hasta políticamente en perspectiva.»




Como coletilla final, Carlos Solas señala que «entendemos que la actual situación de crisis no obliga a todos a aportar nuestro sacrificio, lo triste es que estamos comprobando que este sacrificio no se está intentando repartir equitativamente, sino que recae en los de siempre».
















  Comisiones Obreras: «Si es necesario, pediremos a los trabajadores que se movilicen en defensa de sus intereses»










Juan Ignacio Marín es el secretario general de la Federación del Metal y miembro del ejecutivo confederal de Comisiones Obreras.  Participaba en la mesa de negociación con el Ministerio de Industria y Energía, hasta que Carlos Solchaga lo vetó,  considerándolo como interlocutor no válido.




Marín, «el zar de todas las metalurgias», como algunos le llaman, es duro y claro cuando le pregunto su opinión sobre el Libro Blanco y el proyecto de ley sobre reconversión industrial:




«Esto no es un proyecto de reconversión, ni siquiera de reindustrialización. No crea ningún tipo de mecanismo que garantice la creación de puestos de trabajo. Es, simplemente, un mecanismo para reducir plantillas en las industrias y trasladar fondos públicos a las empresas, sin mecanismo de control.»




«Nosotros vamos a seguir manteniendo nuestros principios y continuar insistiendo en la defensa de los acuerdos de reconversión hasta ahora firmados en meses anteriores y que todavía están vigentes. El proyecto de reconversión que el Gobierno plantea es,  desde el punto de vista sindical, un paso atrás en el tratamiento de estos temas.»




La pregunta inmediata a Marín es si CC.OO. va a seguir negociando y qué posibilidades hay de llegar a un acuerdo razonable para todas las partes.




«Nosotros vamos a estar de nuevo en todas las mesas de negociación que se abra y no esperamos que se reproduzca veto alguno a nuestro sindicato. Que se llegue a un acuerdo o no,  depende de las proposiciones que nos hagan.




Habrá acuerdo, siempre que no figure en las propuestas del Gobierno elementos como los despidos inmediatos o aplazados. Las bolsas de paro es otra de las cosas que nosotros no aceptamos. Habrá acuerdo siempre que, además, tengamos elementos de control suficiente desde el sindicato, para poder seguir la aplicación de los fondos que se destinen y siempre que los mecanismos de disminución de plantillas, que en algunos casos son necesarias, se realicen por la vía de las jubilaciones anticipadas voluntarias.»




Marín remata su opinión con las siguientes palabras que, sin lugar a dudas, reflejan el estado de su relación negociadora con el ministro Solchaga:




«Nosotros vamos a llevar estas posiciones en las mesas de negociación, las vamos a defender en las fábricas y, si es necesario,  pediremos a los trabajadores que se movilicen en defensa de sus intereses.»
















4. LA PATRONAL QUIERE UN CAMBIO TOTAL DEL SISTEMA INDUSTRIAL










La patronal, la CEOE, no está ni mucho menos en contra del Libro Blanco. Los únicos puntos «negros» son, para la Confederación Española de Organizaciones Empresariales, el peligro de nacionalizaciones encubiertas y una mayor participación del Estado en los sectores en crisis. Por lo demás, todo es negociable.




















  Pérez de Bricio: «Adecuar nuestra industria a la del Mercado Común»










El hombre de la CEOE en la comisión negociadora del proyecto de reindustrialización, es el ex ministro y presidente de UNESID, don Carlos Pérez de Bricio.




Para la patronal, el control siempre creciente que deja traslucir el plan se deduce de la importancia que cobran las sociedades que,  con las prerrogativas de que se las dota, pueden ser el camino de una nacionalización encubierta o «burocrática».




Pérez de Bricio me señala cómo esta sociedad «había sido positiva en el caso de los aceros especiales, sector donde un grupo de empresas que estaban en una situación crítica habían recuperado las perspectivas positivas. Sin embargo, el ejemplo de Aceríases no puede convertirse en algo común, ya que este sector, además de la situación de que partía, se considera estragégico».




«Estas sociedades de gestión –añade Pérez de Bricio– al tipo Aceríases, sólo deben organizarse en aquellos sectores donde se exija el mantenimiento productivo y no existan elementos privados que puedan conseguir ayudas para reconvertirse.»




Para el presidente de la Comisión de Seguimiento de la CEOE,  «no se puede dar la misma estructura para todos los sectores; de lo que se trata es adecuar la industria española a la de la Comunidad Económica Europea, punto en el que se pone en duda la viabilidad de las sociedades de gestión que, además de los peligros señalados,  puede ser la vía de una socialización de pérdidas».
















  Carlos Ferrer Salat: «Hay que llegar a un cambio total del sistema industrial»










El presidente de la CEOE, Carlos Ferrer Salat, no olvida las declaraciones del ministro de Industria, en las que había señalado que al final del proceso reconversor se estudiaría la propiedad de las empresas afectadas, capítulo en el que entra también el tema financiero.




«No por reconvertirse –señala Ferrer Salat– hay que cambiar esta propiedad. Y más cuando a la reconversión se llega por el excesivo intervencionismo del Estado en la economía, actuando cuando se ha llegado a neutralizar otras soluciones previas a la reconversión de la crisis de todo un sector entero.




Es por esto por lo que hay que llegar a un cambio total del sistema industrial del país, intentando alcanzar una reconversión que se produzca de forma continuada, potenciando la flexibilización que evite soluciones finales y extremas.»
















No a la política de parcheo










Ferrer Salat ha señalado que el objetivo de la reconversión debería ser el lograr una competitividad que pasa por el imposible mantenimiento de todas las empresas del sector, como «en algunos casos se ha intentado, derivando tan sólo de una política de parcheo, que ha dejado los problemas en el sitio de donde partían.  Éste obliga también a definir claramente las líneas de actuación de las empresas públicas, para que las reglas del juego sean las mismas para todos».
















  Julio Pascual: «Un problema cuanto más dure más se pudre»










El señor Pascual es secretario general de «Confemetal» y dirigente destacado de la CEOE.




Para este empresario, la iniciativa gubernamental en un proceso de reconversión industrial «es siempre necesaria y elogiable, en cuanto supone voluntad política de atajar un problema que cuanto más dure más se pudre y cuya solución es siempre impopular. Pero no creo que sea suficiente ni con la iniciativa gubernamental ni con el trabajo parlamentario».




«Es un problema en cuya solución han de implicarse los representantes de los dos protagonistas básicos, por activa o por pasiva, de la reconversión, es decir, trabajadores y empresarios. Este sería, a mi modo de ver, un enfoque que, además de justo, realista,  que haría posible la reconversión y para cuyo planteamiento, por otra parte, puede tomarse como dato que los protagonistas sociales,  sindicatos y patronales, han venido dando muestras de sentido de la responsabilidad durante los últimos años, en que la política de rentas ha sido sustituida eficazmente por la negociación de las rentas mediante acuerdos.»
















Amortiguar los sacrificios










Para Pascual, la reconversión, lógicamente, supondrá sacrificios para los empresarios, muchos de los cuales dejarán de existir o, por lo menos, tendrán que volver a nacer en otra actividad, y también supondrá sacrificios para los trabajadores que pierdan su puesto de trabajo, y que tardarán algún tiempo en encontrarlo:




«Seguramente a unos y a otros se les amortiguarán los efectos del sacrificio con ayudas públicas. Pero, con ayudas y todo, lo esperable sería que unos y otros, trabajadores y empresarios,  individual y corporativamente, ofrecieran cierta resistencia ante un proceso que, implicando sacrificios para ellos, se inicie desde una ley, es decir, por el sector público y al margen de ellos.»
















5. ¿HACIA UNA NUEVA REVOLUCIÓN INDUSTRIAL ESPAÑOLA?










Entre nosotros, ya lo anuncia un político de calibre: José María de Areilza, al señalarme que estamos en vísperas de que el mundo entre en una nueva revolución industrial, distinta de la que hemos conocido.




«Una revolución que tiene muchas facetas –me dice Areilza– y que podría resumirse diciendo que es una nueva manera de producir. En especial en las líneas de los productos industriales de las grandes y pequeñas industrias manufactureras.»




¿Qué significa esto? Pues que España, esta vez, no puede perder el tren de la modernidad industrial. Hay que reconvertir nuestras fábricas y reindustrializar al país. El proceso, si queremos estar en el pelotón de cabeza, es irreversible.
















  Relanzarnos en el marco de Occidente










Esto lo ven muy claro nuestros empresarios. En el Boletín CEOE, de julio de 1983, se inserta un editorial que incide en este tema:




«No cabe duda de que la crítica situación en la que nos encontramos exige una solución global y en profundidad que detenga este fatal proceso de deterioro económico y regenere y sanee las bases de nuestra industria para relanzarnos en el competitivo marco de Occidente.




La sociedad española en su conjunto ha de mentalizarse de que este es el reto más importante e inmediato del país y que ello implica no pocos sacrificios y esfuerzos para los ciudadanos y requiere unas enormes dotes de imaginación por parte de quienes gobiernan para encontrar soluciones.»




Por si la cosa no estuviera clara, los empresarios de la CEOE señalan que el mundo industrial se halla sometido al permanente cambio que impone la innovación tecnológica y el progreso social que viven las colectividades.




«Nuestro país ha conseguido formar parte de este grupo de naciones, pero se ha visto desbordado por el incesante cambio que ahora le exige asumir nuevas responsabilidades para no perder el desarrollo alcanzado. Este es el desafío.»
















  Vencer a la desindustrialización










El ministro Solchaga es consciente de este reto y está dispuesto a plantarle cara. La primera actuación en este sentido es el Libro Blanco de la Reindustrialización, que se transformará en un proyecto de ley.




Se parte desde posiciones deterioradas, por eso el proceso será,  en algunos casos, traumático y los conflictos que se avecinan indicarán la gravedad del problema.




«En España –confiesa Carlos Solchaga– se ha venido experimentado, como en el resto del mundo industrializado, la aceleración del progreso tecnológico en industria y servicios que, si en condiciones de crecimiento uniforme de la demanda hubiera resultado ya de difícil aceleración por sus efectos sobre el empleo,  habida cuenta de la rigidez del factor trabajo en la economía española, en momentos de lento crecimiento de la demanda interior y de reducción del volumen del comercio internacional,  ha provocado mediante la sustitución del trabajo por el capital un creciente desempleo de carácter tecnológico o redundancia – desempleo oculto– en las plantillas de aquellas empresas y sectores que no han ajustado su dimensión a las nuevas tecnologías productivas.»
















  Panorama del actual proceso










Y el ministro Solchaga continúa su exposición: «Si a ello se añaden las perturbaciones derivadas de la crisis energética –en el fondo, sin duda, de todo el proceso de desajuste de oferta nacional y de insuficiencia de demanda mundial–, la lentitud con que el sistema de precios de la energía en España ha venido reflejando el nivel y la estructura de los costos de producción de las distintas materias primas energéticas y la falta de incentivación que de ello se ha derivado para el reajuste del consumo de la misma, tendremos reflejado el panorama técnico-económico que subyace al actual proceso de desindustrialización».
















  Ayudas públicas a la modernización industrial










Un economista de la CEOE, precisamente el director del departamento de Economía de la patronal, José Folgado, señala cómo debe realizarse la ayuda estatal a esta enorme operación modernizadora:




«La instrumentación de las ayudas públicas a la modernización industrial debe ser tal que evite, claro está, la perpetuación de la ineficacia o la falta de estímulos como ha sucedido con muchas subvenciones, sobre todo a empresas públicas. Por ello, tales ayudas deben estar debidamente cuantificadas y periodificadas y perfectamente ligadas a inversiones programadas de acuerdo con los objetivos del plan de viabilidad presentado y aceptado.»




















  Un diseño no intervencionista










Para Folgado, en el diseño de la nueva política industrial debe «eliminarse toda tentación de incrementar el intervencionismo y la participación pública directa» en las actividades productivas industriales, porque la experiencia interna y foránea demuestra que de esta forma «se introducen elementos adicionales de rigidez, se generan situaciones de competencia desleal y se reduce el nivel general de productividad y competitividad de nuestra economía».
















  Tarea de todos










Todos parecen estar de acuerdo. El reto está lanzado. España debe enfrentarse a la tarea de la reconversión y, conseguido ello, al de la reindustrialización. De conseguirse los objetivos marcados, nuestro país no perdería el tren de la nueva revolución técnico-científica que está llamando a las puertas del mundo.




En palabras de Julio Pascual, secretario general de Confemetal,  «en este noble empeño todos debemos colaborar: los empresarios de los diversos sectores y sus organizaciones, los trabajadores y los sindicatos, el Gobierno y el Parlamento. Porque, si es verdad que el mañana es nuestro, también es cierto que de que asumamos todos nuestras responsabilidades de una manera o de otra, el mañana será mejor o peor».




 

Capítulo III


 

  Luces y sombras de la incorporación a la Unión Europea








La negociación de nuestro ingreso en el Mercado Común Europeo, más tarde denominado Comunidad Económica Europea (CEE) y hoy Unión Europea (EU), fue larga y llena de escollos,  propiciados por la falta de instauración en nuestro país de un régimen plenamente democrático.




Esta negociación se inició en julio de 1977 y culminó el 1.º de enero de 1986.




En medio queda una década llena de cambios, reconversiones y encendidos debates en el Congreso, en los medios de comunicación y en el seno de nuestra sociedad.




En este capítulo incluyo una serie de entrevistas que fui realizando entre 1983 y 1985, que reflejan el estado de ánimo de esos años y las dificultades que encontraba el largo y difícil parto de nuestra integración en la Europa comunitaria.
















1. RAFAEL ORTIZ. Empresario:










«Con el Tratado de Adhesión al Mercado Común, el Gobierno no sabe lo que ha firmado»










Rafael Ortiz es, sorprendentemente, uno de los pocos directivos de la gran patronal –la CEOE– que durante estos últimos tiempos no le ha hecho la pelota al Gobierno socialista. Al pan, pan, y al vino, vino.




Tiene un largo historial como dirigente empresarial. En 1954 fue nombrado presidente de los Fundidores de Madrid y,  posteriormente, elegido presidente de la Asociación de Fundidores de España. Fue, asimismo, fundador de la Asociación Técnica de Fundición.




En 1977 es fundador de AECIM, de la que es presidente ininterrumpidamente desde ese año. Desde su fundación pertenece, también, a la CEIM, de la que es vicepresidente.  Fundador de CONFEMETAL y miembro de su Comité Ejecutivo.  Vocal de la directiva de CEPYME y vocal miembro de la CEOE.




Pero no para aquí todo: desde 1973 pertenece al comité ejecutivo de la Cámara de Comercio e Industria de Madrid y es consejero del Instituto Nacional de la Seguridad Social, en represetación de la CEOE. Ortiz es, por tanto, un empresario y dirigente representativo del sector.




El primer tema que surge es el de nuestra integración al Mercado Común:




–¿Estará usted contento por la firma de nuestra integración a la CEE?




–Como empresario, le puedo contestar de una manera. Y como presidente del Metal de Madrid, de otra.




–Como empresario.




–Como empresario, puedo decirle que desconozco totalmente los términos en que se ha firmado el Tratado. No los conocemos ni en términos generales. Y le diría más: creo que ni el propio Gobierno sabe lo que ha firmado.




–¡No me diga!




–Hay muchos artículos del Tratado que están todavía sin desarrollar...




–Serán los famosos flecos.




–Exactamente. Los flecos son tan importantes como,  pongamos por caso, los convenios colectivos.




–¿Y piensa lo mismo como presidente del Metal de Madrid?




–Como presidente del Metal le puedo decir que es un acuerdo malo. Hemos entrado en la CEE mediante un acuerdo político. Y los dirigentes europeos no comprenden la situación española.  España es un país evidentemente agrícola. En estos momentos estamos en el puesto 19 de los industrializados, mientras hace unos años estábamos en el 9.º Estamos totalmente descapitalizados.  Nuestras instalaciones están anticuadas. Y llevamos cerca de cuatro o cinco años sin invertir por esa falta de la demanda. Si a todo esto le añadimos la próxima implantación del IVA...
















  Desconocido y peligroso










–Pero dígame, ¿qué es el IVA? Me imagino que el 90 y tantos por 100 de los españoles no sabe lo que es este impuesto.




–Es usted muy benévolo. Es el 100 por 100. Y le digo esto porque he estado con las personas que están desarrollando la ley y le puedo decir que ellos tampoco conocen todos los artículos que se van a imponer.




–Los portugueses han suspendido su implantación. Pero creo que nosotros lo vamos a implantar a partir del 86.




–Sí. Grecia lleva tres años pidiendo prórrogas. El IVA, en cualquier país, supone una inflación de cuatro puntos. Con este panorama, España va a tener un índice de inflación peligrosísimo.
















  Un reto necesario










–Pero tendrá que convenir que, de un modo u otro, teníamos que entrar en la CEE.




–Estoy de acuerdo con usted. Incluso le diría más: teníamos que haber entrado hace muchos años. Somos europeos. Pero esto de entrar a cualquier precio... es inconcebible.




–Con todo esto, todavía no me ha dicho lo que es el IVA.




–El IVA (Impuesto sobre el Valor Añadido) es un impuesto en cascada, que empieza desde la primera manipulación de la materia prima y se termina con la última fase del producto acabado y vendido. Es un impuesto muy alto, el más alto de Europa. Supone un valor que se le va añadiendo a los productos, que en su mayoría llega casi al 80 por 100. Es una barbaridad.




–Pero los demás países de Europa lo tienen y van tirando la mar de bien, por lo visto.




–Europa lo ha ido implantando escalonadamente. Italia, por ejemplo, lo ha hecho en diez años. De esa forma, el gasto se va asimilando y lo va asumiendo la inflación poco a poco.




–Pero se suprimen otros impuestos.




–Sí, claro. El de tráfico de empresas, entre otros. Tenga en cuenta que uno de los temas importantes para que no hubiera habido tanta inflación era el del compromiso formal que existía, en el sentido de bajar la Seguridad Social cuando se implantara el IVA.  Pero por lo visto esto no va a ser así.
















  Avisar al presidente










–Pero ustedes los empresarios han hablado con el presidente González sobre este tema, ¿no es así?




–En efecto. Y lo hice yo mismo en una cena que tuve con el presidente. Me permití avisarle del peligro que corríamos con la firma del Tratado y con la implantación inmediata del IVA. Mis palabras textuales fueron: «Presidente, hay un desarme arancelario que, según ha llegado a mis oídos, es de cerca del 60 por 100 en los dos primeros años. Si queremos competir con Europa no podemos implantar el IVA». No vamos a poder adaptarnos a este calendario tan apretado y difícil.




–Pero la competencia es uno de los fundamentos de la libre empresa y del libre mercado. Hay que estar a las duras y a las maduras.




–Los empresarios españoles jamás han tenido preocupación por luchar lícitamente con sus homólogos europeos. Pero con las mismas armas.
















  Salir de la crisis










–¿Y cómo vamos a salir, pues, de todo esto?




–España ha pasado momentos muy malos y tenemos experiencia en soportar y sobrevivir a las distintas crisis que hemos pasado. Por ejemplo, a partir de 1939 el país quedó destruido y asolado. Sin embargo, los empresarios españoles pusieron a su país en el 9.º puesto de los industrializados. Se luchará por poder salir de esta crisis.




–Entonces es usted optimista.




–Seamos conscientes: los tres siguientes años van a ser muy difíciles. Habrá más paro y aumentará la inflación. Esto lo sabe el Gobierno, no nos engañemos.




–Los períodos de transición se anuncian muy duros.




–Durísimos, como nunca los ha habido. Al ser un país agrícola,  España tiene sus mejores productos en el vino, el aceite, en la leche,  las naranjas... Sin embargo, estos son los artículos en los que se han puesto mayores trabas en la CEE y los sectores que más tendrán que luchar con mayores aranceles en Europa.




















  Europa y España










–Si hubiéramos puesto muchas pegas no hubiéramos entrado.  Esta es la excusa que se da en las esferas oficiales.




–Ya lo sé, conozco la cantinela. Tarde o temprano hubiéramos entrado. Tenga en cuenta una cosa: a nosotros, como europeos, nos interesa estar en la CEE. Pero a Europa también le interesa conectar con España, por su situación estratégica. Lo que se ha firmado es más un Tratado político que económico.




–Pero, a pesar de todo, saldremos adelante.




–Por supuesto. Si a los españoles se les informara de verdad qué es lo que se ha firmado, las dificultades que vamos a tener, los períodos transitorios, etc., entonces, todos unidos y sabiendo a lo que nos enfrentamos, codo con codo, saldríamos adelante. Unidos los empresarios, los trabajadores y la Administración. Capearíamos el temporal, no le quepa ninguna duda. Pero sabiendo a lo que nos enfrentamos.




–Por último. ¿Cómo va el tema del AES respecto a la adaptación de las leyes laborales europeas a España?




–Está paralizado. Y este es un tema que tarde o temprano tendrá que abordarse. Quieran las centrales sindicales o no. Los empresarios no pedimos el despido libre, sino la flexibilización de las plantillas.




–En junio se acabó el plazo para tratar de ello.




–En efecto, en junio este asunto tenía que estar concluido. Y las conversaciones, a estas alturas, ni se han iniciado. La CEOE está insistiendo y el Gobierno calla. Este es un tema importante si queremos competir con Europa. Hay que unificar las relaciones y las leyes laborales que existen en Europa y adaptarlas a las nuestras.  Se quiera o no se quiera, esto tendrá que hacerse.
















2. JOSÉ CARLOS MELLA. Xunta de Galicia:










«La teoría de que no hay otra alternativa para España que el Mercado Común, me parece una zafiedad increíble»










El señor Mella, además de «conselleiro» de Economía,  Hacienda y Comercio, es vicepresidente de la Xunta de Galicia. Es un hombre que accedió a esta institución con la etiqueta de independiente, aunque con anterioridad había pertenecido a UCD,  concretamente al sector socialdemócrata.




José Carlos Mella es licenciado en Derecho y en Ciencias Económicas. Ha sido funcionario del Ministerio de Hacienda durante veintidós años y fue de los primeros en ser destinado a Bruselas, a la Comunidad Económica Europea. También trabajó en la OCDE, encargándose de la división de estudios nacionales.  Pasó por Harvard, donde estudió política monetaria.




Posteriormente pasó al Ministerio de Hacienda, donde se le encargó los estudios de análisis de coyunturas y cubrió el cargo de subdirector general de Política Financiera. También pasó por las aulas madrileñas, donde enseñó Economía Política en la cátedra de profesor Prados Arrarte.
















  Panorama económico con claroscuros










–Señor Mella, ¿podría hacerme una panorámica de la situación de la economía gallega?




–Galicia, en el aspecto económico, ha sido tradicionalmente zona de aprovisionamiento de la economía nacional: materias primas, hombres, etcétera. Su industrialización es muy incipiente y, además, hay un cierto monocultivo industrial entre conservas y construcción naval, que son hoy precisamente los sectores que están en crisis.




Por otra parte, la estructura general de la economía en Galicia,  que ha sido criticada con razón en otros tiempos, hoy ha mostrado determinadas ventajas. Una de ellas es que ha resistido mejor la crisis de la estructura de la propiedad: la pequeña finca, el pequeño negocio, han resistido mejor los embates de la crisis. Hasta tal punto, que Galicia no la ha notado hasta hace poco tiempo, en que la crisis industrial ha afectado a los sectores navales. Estos sectores están muy concentrados en Vigo y en El Ferrol, y consecuentemente sus impactos en esas regiones han sido muy fuertes.




–¿Y en cuanto al paro?




–Las tasas de paro ahí son muy superiores a la española; sus expectativas son malas y hay que tener en cuenta una cosa que el Gobierno central tiene que estudiar muy seriamente.




Esta cosa es la siguiente. En otras regiones, donde hay un entramado industrial importante, existe la posibilidad de recolocar a la gente, pues no todos los sectores a la vez están en crisis. En Galicia no existe esta posibilidad. Cuando se pierden los empleos en el sector naval, pongo por caso, se pierden definitivamente. Tenga en cuenta,  además, que en Galicia hay un porcentaje muy elevado de habitantes que están en el campo. Con lo cual, lógicamente, a su vez el campo tiende a expulsar la población activa. Así nos encontramos con el fenómeno de que la tasa de paro en Galicia está creciendo a un ritmo tres veces superior que la nacional. Aunque también hay que reconocer que este paro, salvo en zonas muy industrializadas, tiene unas características menos dramáticas, por la propia estructura de la propiedad gallega.
















  Una autonomía incomunicada










–¿Cuáles son, pues, los problemas más acuciantes que tiene la economía gallega?




–Tiene un problema que, a mi juicio, es fundamental. Y es el problema de las comunicaciones. Galicia se comunica mal con el exterior, porque sus puertos no están bien aprovechados.




Este aislamiento con el resto de España, ahora se está produciendo también en el interior de Galicia. La autopista une Vigo con Pontevedra, pero se rompe y une Santiago con La Coruña, lo cual ahí se está produciendo un corredor que va ser un verdadero vacío económico y que va a empezar a producir unos efectos muy graves dentro de la textura industrial gallega.




–Vayamos a otro problema.




–Otro problema fundamental, que pronto lo veremos reflejado adecuadamente en un Libro Blanco es el balance energético gallego.  La actual política tarifaria que sigue el Gobierno central es una hipoteca que impide nuestro desarrollo económico, le perjudica gravemente e impide montar empresas y, hasta cierto punto, está realizando una inversión de «in-put» energéticos absolutamente perjudiciales para Galicia.




–¿Y en cuanto a la agricultura?




–Tenemos el problema de una agricultura relativamente potente en la zona ganadera, pero con unas carencias higiénicas y de organización realmente fuertes, que hay que dominar de alguna manera.




Otro tema: existe una cierta dificultad para reorganizar todo el sector turístico, que podría ser muy importante en Galicia.




Todos los problemas propios de una nación subdesarrollada,  están presentes en Galicia. Lo que sucede es que, al mismo tiempo que están presentes estos defectos, tampoco podemos por eso pensar que no tienen resolución a corto plazo.




















  La reconversión naval










–Creo que ustedes tienen un problema muy gordo con el tema de la reconversión naval, ¿no es así?




–Lo tenemos cualitativa y cuantitativamente. Y lo peor del asunto, pienso yo, es que el Gobierno central lo ha enfocado mal.




–¿Por qué?




–Porque la reconversión naval no significa quitar lo que sobra.  Significa quitar lo que sobra y poner otras cosas alrededor. Crear el puesto de trabajo alternativo es un hecho muy difícil. Nos da la impresión que este plan va mucho a por el cierre. Incluso exageradamente, pues así como en años anteriores el crecimiento del 10 por 100 o el 20 por 100 era disparatado con respecto a las posibilidades reales, hacer ahora los cálculos a la inversa –y como la crisis no va a ser eterna– nos encontraremos al cabo de unos años en que tendremos que rehacer una capacidad que ahora estamos deshaciendo.




–Entonces, ¿qué es lo que se puede hacer?




–Hay que echarle mucha imaginación al tema. No es sólo cerrar empresas. Es reconvertir más, llevar nuevas ideas para que unos astilleros no cierren y que puedan hacer otras cosas. Por ejemplo, las demandas propias que genera la Defensa, la Telefónica, etc.




Y, en términos generales y como telón de fondo, la ignorancia de que existe una autonomía.
















  No prescindir de la Constitución










–Acláreme esto.




–La autonomía gallega ha dado muy buenas muestras de su colaboración y creo que desde hace algún tiempo está mostrando una cierta capacidad de gestión. En la Constitución está el Estatuto.  Y no se puede hacer un decreto-ley prescindiendo de la Constitución. Con lo cual, ya le anuncio que ese decreto-ley va a ser recurrido formalmente, es decir, nosotros no estamos en contra de la reconversión, sino que vamos a que esa reconversión sea lo más correcta de lo que es ahora.




Vamos a ver si el Tribunal Constitucional logra definir, de una vez por todas, cuál es el terreno de juego entre los planes de la Administración central y el de la Administración autonómica. Yo no entiendo una autonomía que no sea un instrumento de colaboración con el Gobierno central.




–¿Cómo será ese Libro Blanco de la reconversión industrial del Gobierno gallego y que van a publicar ustedes?




–Será una contestación al Libro Blanco del Gobierno central.  Presentaremos unas alternativas que consideramos más imaginativas y menos onerosas para nuestra economía.
















  El sector conservero










–¿Cómo está el sector conservero gallego?




–Este sector está muy disperso, no tiene unidad de producto y ha caído bastante la demanda. Lo tenemos que poner al día, porque si no dentro de poco tiempo sería un sector con dificultades.  Tenemos que llegar a tiempo, hacer medicina preventiva y no esperar a que el enfermo esté en la UVI.
















  La pesca, un sector rentable










–El que está en la UVI es el sector de la pesca, ¿no?




–Tampoco es cierto. La pesca está mal por una serie de problemas externos. La pesca de bajura, por ejemplo, no está en crisis y el Gobierno gallego la va a ayudar bastante, porque es un sector que está capeando el temporal de la crisis muy bien, que ocupa a mucha mano de obra y que en estos momentos no pierde dinero.




Lo único que pasa es que tiene una infraestructura muy débil.  Y el costo del dinero no permite la renovación. Nosotros vamos a crear una línea de crédito especial subvencionado, para que estos barcos puedan modernizarse.
















  El problema del Mercado Común










–¿Cómo ve usted el problema del Mercado Común?




–Todos los países del Mercado Común han acotado sus propias zonas de pesca. Y como nuestra política exterior en este aspecto no ha sido muy brillante, nos hemos quedado sin zonas de pesca.




Nuestras negociaciones con el Mercado Común, parece ser que son negociaciones a vida o muerte. Esta teoría de que no hay otra alternativa para España que el Mercado Común, me parece de una zafiedad mental realmente increíble.




Nosotros tenemos un acuerdo preferencial con él y, mientras,  podemos hacer otras cosas. Pero si nos ponemos con el Mercado Común como único y exclusivo norte, nuestra convicción dialéctica pierde puntos, que es lo que nos está pasando ahora.




–¿Qué mercados alternativos tenemos?




–No se trata de buscar mercados alternativos. Por ejemplo, hay países europeos que no están en el Mercado Común, como Suiza,  etc. Y no pasa nada.




Pero si todo se funda en apuntarse un tanto, como pasaba en el franquismo, luego con la UCD y ahora con los socialistas... Mire usted: hay que entrar si nos conviene. Y si no nos conviene, habrá que pensárselo dos veces antes de entrar. No va a hundirse el mundo si España no entra y mantiene su acuerdo preferencial que,  por otro lado, nos es beneficioso.




Hoy el Mercado Común es un negocio. Y en los negocios se va con un lápiz y un papel. Eso de la unidad europea y de que si no entramos será una derrota para Europa... mire usted, todo esto son camelos. Hay que ir a negociar con la técnica y la dialéctica de un mercado, y si no vas así, estás perdido. No hay vuelta de hoja.
















  Ninguna prisa










–¿Y si entramos...?




–Pues si entramos, no se van a arreglar todos nuestros problemas ni mucho menos. Porque aquí parece que el Mercado Común es la panacea de todo y de todos. Y esto no es verdad. Lo que sí tenemos que hacer es prepararnos por si entramos, porque si no aquí va a venir una catástrofe de órdago. Por ejemplo, en España todavía tenemos la peste porcina sin erradicar y este mercado es muy importante para nosotros.




En las condiciones en que nos encontramos ahora, yo no tendría ninguna prisa en entrar. No hay que rasgarse las vestiduras,  ni mucho menos, si nos dan un plazo de alargamiento. Nos vendrá muy bien para prepararnos convenientemente.




















  Miedo a las autonomías










–¿Cómo están las relaciones Xunta de Galicia-Administración central?




–A nivel personal, muy buenas. Pero a nivel institucional no existen con la fluidez que deberían existir. Me da la impresión que el Gobierno se declara antiautonomista y le ha cogido miedo a las autonomías. Nos ponen trabas, nos ponen pegas... y esto es muy malo.




–¿No cree usted que el Estado de las Autonomías debería llamarse ya de una vez por su propio nombre. Es decir, un Estado Federal?




–El Estado de las Autonomías tiene más poderes que el Estado Federal. Por ejemplo, si leemos detenidamente los estatutos, vemos que tenemos soberanía, cosa que en el Estado Federal sólo la tiene la Administración federal.




De todos modos, yo creo que deberíamos llamarnos Estado Federal, porque así todos tendríamos nuestras atribuciones limitadas, en vez de discutir los temas según las circunstancias y el partido que esté en ese momento en el poder. Y esto no es serio ni está bien.




Eso que dice el presidente González de que tenemos que reunirnos y replantearnos con seriedad todo el tema de las autonomías, hay que hacerlo sin dilación.
















  Asumir la autonomía con constancia










–¿Han asumido bien los gallegos la autonomía?




–Los gallegos no han tenido mucha suerte en el momento en que nos ha llegado la autonomía, pues nos llegó en un momento de crisis. Hubo una serie de vacilaciones en el primer momento,  pero ahora, con más tranquilidad, van asumiéndola con mucha constancia.




Es un terreno que hay que ganar poco a poco, porque el gallego es muy desconfiado, ya que las experiencias que ha tenido con la Administración han sido malas. De todos modos, la cosa va marchando bien.
















3. MANUEL DE LA CONCHA. Bolsa de Madrid:










«La Bolsa no reaccionó el día que se publicó el final favorable de nuestras negociaciones con el Mercado Común»










El señor de la Concha me recibió en el magnífico palacio de la Bolsa de Madrid, de la que es su síndico titular, es decir, su presidente.




Quería conocer cuál era la reacción de la Bolsa ante nuestra próxima incorporación a la Comunidad Económica Europea.




Manuel de la Concha es licenciado en Económicas y Derecho y en 1968 obtuvo la plaza de agente de Cambio y Bolsa. Después de tres años de permanencia en la junta sindical de la Bolsa de Madrid, fue elegido vicesíndico en 1976, cargo que desempeñó durante un período de cuatro años. En 1981 accedió al puesto que ocupa. Además, es vicepresidente de la Federación Iberoamericana de Bolsas de Valores.




Pero, veamos cuáles son sus opiniones sobre el tema que nos interesa.




–Señor de la Concha, ¿qué podría decirme de cómo reaccionó la Bolsa el día que se anunció que habíamos llegado a un acuerdo con el Mercado Común?




–No tuvo una reacción significativa. Se esperó que hubieran unas subidas espectaculares, basado en los aspectos positivos de nuestra incorporación a la CEE en lo que se refiere a la expansión de nuestra economía y de nuestras empresas.




–¿Y eso?




–Porque ese tema, en Bolsa era algo ya totalmente evaluado y esperado, concretado en fechas muy anteriores.
















  Repercusión favorable










–Por lo visto, la letra pequeña del Acuerdo va a comportar grandes sacrificios a las empresas españolas y esto es algo que siempre repercute en Bolsa.




–En efecto. La Bolsa recoge lo más mínimo de los distintos sectores de la economía española e, incluso, de cada empresa en concreto.




De todos modos, como todavía no conocemos el texto final del Acuerdo, es todavía aventurado dar una opinión definitiva sobre el mismo. Cuando se conozca, habrá que ver la repercusión que va a tener en cada una de nuestras empresas y, después, evaluar sus efectos sobre el conjunto de nuestra economía.
















  Nuevos mercados a la vista










–Pero, como institución, ¿cómo va a afectar la firma del tratado en las Bolsas españolas?




–Como institución, va a afectarles muy favorablemente.




–¿Por qué?




–Porque uno de los problemas que tiene el mercado bursátil español es el estar encerrado en nuestras fronteras. Será el abrirse a un campo más amplio e integrarse en las corrientes financieras europeas. Hay un hecho incuestionable y que es el de la inversión extranjera en nuestras Bolsas, que tradicionalmente había tenido poca importancia.




–¿Y eso cuándo se produjo?




–El primer año que tuvo un volumen significativo fue el año pasado, en 1984, donde llegó a ser algo más del 10 por 100 del volumen total de contratación. Cifra aceptable, pero todavía pequeña.




El integrarse nuestra economía en el mercado europeo,  permitirá sin duda un conocimiento mutuo mejor de las posibilidades de difundir la actividad bursátil española dentro de la Comunidad y las corrientes de inversión cambiarán, con ello, de signo. Y desde este punto de vista, será muy positivo para la Bolsa española.




Habrá, también, la salida y la entrada de capitales en los distintos mercados bursátiles europeos, cosa que será positivo para todos.




–Creo que ya hay algunas empresas españolas que han acudido a esos otros mercados financieros.




–Es el caso, en efecto, de Bancaya y Telefónica, que han iniciado este movimiento, que se incrementará cuando España firme el acuerdo con la CEE.
















  Todos en el mismo barco










–Hasta ahora los hechos político-sociales europeos no habían tenido una repercusión directa en nuestras Bolsas, como fueron los casos del mayo del 68, la ascensión de la señora Thatcher o el del PSF en Francia. Pero esto va a cambiar, ¿no es así?




–En efecto. Uno de los fenómenos de nuestro aislamiento en el campo bursátil era el que nuestro mercado sólo recogía los problemas o las noticias del mercado nacional y que era insensible al internacional.




–Pero, esto, repito, tendrá que cambiar.




–Claro. Al ir todos en un mismo barco, es lógico que tengamos las ventajas y los inconvenientes del embarque.




–¿Existe en el Tratado algún capítulo referente a las Bolsas?




–Refiriéndose concretamente, no. Hay un apartado respecto al sistema financiero y al movimiento de capitales. Dentro de la libertad de circulación de personas, mercancías y capitales en el seno de la Comunidad, esta última es la menos desarrollada. Pero en un período de adaptación de cuatro o cinco años es de imaginar que, con la supresión de trabas administrativas y de una mayor ductibilidad en este campo, no habrá una legislación de distinto signo que la actual.
















  Libre circulación de capitales










–¿Qué significará, en un lenguaje sencillo, eso de la libre circulación de capitales?




–El que cualquier español residente en España pueda dirigir sus ahorros a cualquier mercado de capitales europeo para comprar títulos de una empresa alemana, francesa o inglesa, pongamos por caso.




–¿O viceversa, no?




–Sí. Es decir, que cualquier persona de uno de los países de la Comunidad puede comprar cualquier título español.




–Pero eso, ¿cuándo se dará?




–Aunque la libre movilidad de capitales está en el Tratado,  todavía hay algunos países que no han cubierto totalmente su etapa de adaptabilidad. Todavía existen ciertas trabas administrativas en ciertos países de la CEE, como es el caso de Italia.
















  Un 84 muy bueno










–La Bolsa española ahora parece estar muy tranquila. Eso no sé si es bueno o es malo.




–Sí, hay mucha tranquilidad. Hemos tenido un año, 1984,  espectacular y los dos primeros meses del actual también con resultados buenos.




–¿Y?




–El año pasado las cotizaciones subieron un 40 por 100 y los volúmenes de contratación se multiplicaron por más de dos. Esta misma tendencia se siguió en enero y febrero del 85 y se ha ralentizado mucho a partir de los primeros días de marzo, donde los niveles de contratación bajaron y las cotizaciones también se deterioraron. La Bolsa está un poco apática en estos momentos.  Esperamos que la cosa cambie y que tengamos un año 1985 aceptable.




–Pero, para bien o para mal, todo tiene una explicación en Bolsa. Esto que usted acaba de señalarme, ¿con qué hechos ha coincidido en nuestro país?




–Una de las cosas más apasionantes de la Bolsa es que nunca llegamos a saber cuál es la causa última de los movimientos bursátiles. Quizá con un análisis de los últimos acontecimientos se puedan deducir consecuencias. Pero también hay que pensar un poco en la lógica de las corrientes de inversión. Hoy en día parece que la línea de tendencia a la baja de los tipos de interés se ha roto y existe una cierta estabilización, con una cierta tendencia al alza.




Las expectativas de las medidas contra la inflación en el 84 tuvieron una repercusión favorable y hoy las nuevas medidas que anunció el ministro Boyer en el Parlamento, parece que también está repercutiendo de un modo positivo en la cotización de los citados tipos de interés. En una palabra, estamos en una reactivación.
















  Valorar expectativas










–¿Un año bueno en Bolsa significa «ipso facto» un buen año económico para el país?




–No tiene por qué coincidir. La Bolsa valora expectativas y posibilidades futuras de rendimientos. Valora estabilidades económicas y políticas. No tiene por qué coincidir en el tiempo,  pero es anticipación de lo que inversores y ahorradores piensan cuál va a ser el desarrollo futuro de nuestra economía. Por eso, la Bolsa a veces se anticipa a una mejora de nuestra economía o a un descenso de la misma.




–La Bolsa, pues, es un excelente lugar para otear.




–Sí, lo es. Pero de todos modos, las valoraciones son siempre muy subjetivas. Afortunadamente, el comportamiento humano no se puede detectar por ordenador. Todos los profesionales, de todos modos, intentamos objetivizar estas valoraciones lo máximo posible, pero siempre queda una parte que resta a las motivaciones de los colectivos nacionales y esto es muy difícil de diseñar en los análisis bursátiles.




–Dígame una cosa, ¿va a incrementarse la inversión?




–Las inversiones están algo paralizadas en todos los sectores del país y quizá este sea uno de los problemas que origina esta serie de medidas reactivadoras emanadas del Gobierno. En este momento,  la actividad económica está muy paralizada.
















  Cambiar










–Volvamos al principio, ¿está usted satisfecho por la noticia de nuestro ingreso en la CEE?




–Sí. En su momento me causó una gran satisfacción. Somos de una generación en que el tema de Europa constituía un mito casi inalcanzable. Estamos, ya, a la vuelta de la esquina de conseguir un gran sueño, que es el de podernos integrar en la comunidad occidental. Esto va a tener una gran influencia en nuestro futuro comportamiento y nuestros modos de vida, así como en nuestras actuaciones sociales y políticas.




Los beneficios de esta integración quizá los recoja la siguiente generación, que estará en un espacio más moderno, más dinámico,  más liberal, más amplio y con muchísimas más oportunidades que las que hemos tenido en nuestra generación.
















4. ADRIÁN PIERA. Cámara Comercio de Madrid:










«Nosotros fuimos la primera cabeza de puente que tuvieron los empresarios españoles en la CEE»










Adrián Piera es un personaje importante. Presidió dos foros muy influyentes en la vida española. En el plano económico, la Cámara de Comercio e Industria de Madrid. Y en el político y social, el «Club Siglo XXI», por el que pasan las más importantes cabezas pensantes del país.




También fue presidente del comité ejecutivo de IFEMA (institución Ferial de Madrid), cuya creación impulsó junto con el Ayuntamiento, la Diputación y la Caja de Ahorros y Pensiones de Madrid. Entre otras muchas de sus actividades relacionadas con la Universidad destacan la de ser presidente de la junta rectora de la Fundación Universidad-Empresa, Centro de Estudios Tributarios y Económicos (CETE) y Centro de Estudios Comerciales (CECO).




Por todo ello, Adrián Piera es un faro cuyas opiniones reflejan el pensamiento de sectores claves de nuestra sociedad.




Nos recibe en su despacho de la Cámara madrileña y allí iniciamos este diálogo:




–¿Cómo ha visto la Cámara el final de nuestras negociaciones con el Mercado Común Europeo?




–Lo ha visto muy bien, ya que significa la consecución de algo por lo que habíamos luchado desde hace muchos años. Las Cámaras de nuestro país, desde el principio, siempre fueron partidarias de la entrada de España en la CEE.
















  La primera oficina española en Bruselas










–¿Fue realmente así?




–Sí. Las Cámaras fueron la primera institución que abrió una oficina permanente en Bruselas, de seguimiento y proximidad a la Comunidad y que, durante mucho tiempo, fue una especie de cabeza de puente que tuvieron los empresarios españoles con el Mercado Común.




–Ya.




–Incluso, desde mucho tiempo antes de nuestra última solicitud de ingreso, hace ocho años, las Cámaras españolas ya formaban parte de la Conferencia Permanente de Cámaras del Mercado Común.




–¿Tiene peso esta Conferencia de Cámaras europeas dentro de la estructura de la CEE?




–Enorme. Tienen un peso decisivo en países tan importantes como Francia, Alemania, Italia y Holanda, por poner unos ejemplos expresivos. En algunos de estos países, las Cámaras tienen transferidas por el Estado competencias muy importantes.




–Importantes, ¿como qué?




–Como la administración de los aeropuertos, el manejo de las Bolsas de Comercio o las Escuelas de Comercio.




–En resumen, ¿están ustedes contentos de verdad?




–En efecto. Es la culminación de una larga marcha, en la que las Cámaras han participado de una manera decisiva. Y siempre hemos tenido la certeza que, a la larga, era provechoso y ventajoso para España.
















  Plantear problemas nuevos










–Pero, entrar en el Mercado Común no es, evidentemente, la solución inmediata de todos nuestros problemas.




–Efectivamente. Será todo lo contrario: el planteamiento de problemas nuevos. Mire usted, uno de los argumentos de más peso que tienen las Cámaras para entrar en el Mercado Común Europeo, es el que el 50 por 100 de nuestras exportaciones van a la CEE y casi otro tanto de nuestras importaciones, lo mismo. Y,  sin embargo, no estábamos en la mesa donde se tomaban las grandes decisiones económicas que podían afectar a nuestra economía. Aunque sólo fuera por estar allí, con voz y voto, junto con los demás países europeos, el esfuerzo ya merecería la pena.




















  El acuerdo preferencial del 70










–Pero ya teníamos un acuerdo con Europa.




–El Acuerdo Preferencial de 1970, que fue un acuerdo extraordinariamente ventajoso para España.




–¿Y cómo fue eso?




–La CEE no se dio cuenta en aquella época de la importancia real que iba a tener la industria española. De no haberse culminado felizmente estas últimas negociaciones, estoy seguro que la Comunidad hubiera denunciado ese Acuerdo, cosa que ya ha intentado hacer a lo largo de estos últimos años.
















  Lo positivo










–¿Qué aspectos positivos tiene nuestra entrada en la CEE?  Después ya hablaremos de los negativos.




–Para mí tiene uno muy claro. Y es que obliga necesariamente a la empresa española a tomar una serie de medidas que, con Comunidad o sin ella, tendría que haber adoptado para no perder el tren de la modernidad y de la competitividad.




–No era rentable seguir estando como estábamos.




–Claro. Era insensato seguir encerrados en nuestra torre de marfil o hacer como los avestruces con la cabeza enterrada en el suelo. Nuestra entrada va a significar para nuestras empresas más agresivas el considerar que nuestro mercado no termina en los Pirineos, sino que empieza. Ello, también, va a favorecer el establecer acuerdos con otras empresas del área europea y el acceso a otros terceros países, que en estos momentos lo teníamos cerrado.  El acceso, además, a canales financieros de la propia Comunidad.
















  Soportar las cargas










–De haber estado en la CEE, las recientes reconversiones industriales no hubieran sido tan duras.




–Evidentemente, ya que la Comunidad ayuda a soportar las cargas que comportan la reindustrialización. Y ello por una razón: ya que cualquier problema en un sector de la industria afecta a la europea. Es como ensanchar nuestro territorio. Del mismo modo que a los andaluces les afecta y les preocupa cualquier cosa que pasa en el País Vasco o Cataluña. En Europa pasa lo mismo: en España llegará un momento que nos preocupará cualquier crisis que se produzca en Holanda o en Sicilia.
















  Lo negativo










–Veamos ahora los aspectos negativos que va a comportar nuestro ingreso en la CEE.




–Venimos andando tanto tiempo hablando de nuestro ingreso en la Comunidad, que ha ocurrido un poco como en la fábula del lobo y los labradores. Hemos oído tantas veces que viene el lobo,  que cuando esto es verdad nos coge, de una forma muy general, totalmente desprevenidos.




–Y este factor de ignorancia, ¿por qué se ha producido?




–Por aburrimiento. Por oír hablar tanto de ello. Por la lentitud y la parsimonia con que se ha llevado el proceso de nuestro ingreso.  Todo ello produjo en el empresariado español cierta dosis de escepticismo. Agravado, además, porque estas negociaciones han coincidido con una crisis económica galopante.




–¿Conocen ustedes los términos concretos del Tratado que vamos a firmar?




–Este es otro problema. Desconocemos, en términos generales,  los detalles y la casuística de todo lo que se ha ido creando durante las negociaciones, en lo referente a los detalles egoísticos empresariales europeos. Cuando nuestras empresas conozcan todos estos detalles, la mayoría de ellas van a verse con ciertas dificultades.  Aquí sí que hay un problema de extraordinaria gravedad.




–¿Y eso?




–Porque la firma del acuerdo y las ratificaciones se van a producir a finales de junio, con el verano ya encima, y con la voluntad de la entrada efectiva a primero de enero del 86. Una vez conocidos esos datos, no sería una barbaridad el pensar en aplazar nuestra firma, por lo menos, un año después.




–¿Y el tema del IVA?




–Este impuesto sobre el valor añadido es algo que preocupa enormemente a las Cámaras. En otros países, el IVA se ha prolongado diez años. Aquí, sin embargo, casi vamos a ponerlo en marcha antes de entrar en la CEE de una forma efectiva.
















  Las pequeñas y medianas empresas










–Este es un tema que va a afectar, fundamentalmente, a la pequeña y mediana empresa. Y a propósito de ella: ¿qué peso tienen este tipo de empresas en la Cámara?




–Un peso específico realmente importante. Nuestra preocupación, normalmente, siempre va dirigida a esas pequeñas y medianas empresas que son el motor de la Cámara.




–Entre otras cosas, porque serán la inmensa mayoría de las que componen la Cámara, ¿no es así?




–En efecto. Y ello por una razón muy simple: porque las grandes empresas tienen sus equipos y sus técnicos altamente cualificados para solucionar los problemas que se les presentan.
















  Red informática europea










–¿Qué tipo de servicios nuevos van a dar las Cámaras a las empresas españolas?




–Vamos a ir a la creación de una red integrada de información,  naturalmente informática, de las 85 Cámaras de España. Es decir,  las empresas españolas van a poder disponer de toda la información que poseen las demás. Y, cuando esto esté completado, vamos a poder enganchar con las redes de las Cámaras europeas de la Comunidad, que a su vez están conectadas con las norteamericanas. Esto va a ser importante.




–Ahora se está dando el fenómeno de que grandes empresas mundiales, que no pertenecen a la CEE, están instalándose en España con el objeto de que en un futuro próximo tendrán un acceso directo, a través de nosotros, en el mercado comunitario.




–Esto es algo evidente. Piense en las empresas japonesas que ya se han instalado en España. Nosotros también hemos detectado la instalación de empresas comunitarias en nuestro país, por la facilidad que, por muchos motivos, tiene España para conectar con los países de la comunidad iberoamericana.
















  Entrar en un club poderoso










–¿Qué dicen, en concreto, los asociados de la Cámara respecto a esta última parte de las negociaciones?




–Pues opinan que se ha hecho lo humanamente posible. No hay que olvidar que España es un candidato a entrar en un club poderoso. Club que impone sus propias condiciones, algunas de ellas muy duras. Lógicamente, pues, la postura del postulante tiene que ser de una mayor debilidad que la de quien tiene que aceptar esta postulación. Es de justicia reconocer el enorme esfuerzo que ha hecho el equipo negociador español. Incluyo en él a todo aquel que se ha ido sucediendo en estos últimos ocho años.




–¿Incluye también a los que negociaron el Acuerdo Preferencial del 70?




–Claro que sí. Fue la primera vez, y creo que será la última, en que se le metió un gol a la CEE.




–¿Qué significa, pues, la entrada en España en la CEE?




–Como conclusión, significa el abandono de la comodidad insensata de vivir en la autarquía; para la economía y para la sociedad española, significa un desafío de capacidad, de esfuerzo y de modernización, y todo eso merece la pena, aunque tengamos que pagar un precio que todavía no sabemos en concreto.




Al felicitarnos por nuestra próxima entrada en la CEE, como presidente de la Cámara de Comercio e Industria de Madrid,  considero necesario advertir, sin embargo, que la integración exige de toda la sociedad española la realización de un ingente esfuerzo de adaptación y superación de los términos, sin duda rigurosos, del Acuerdo. No hay lugar aquí para el análisis en detalle de las dificultades que de una u otra parte nos asedian, y que la Cámara ha avisado en innumerables ocasiones.




Las empresas, las administraciones públicas, las instituciones,  los ciudadanos, hemos de ser todos conscientes de la cuota intransferible de protagonismo que a cada uno corresponde. El final del proceso negociador constituye, por tanto, una llamada solemne a la responsabilidad individual y colectiva de todos los españoles.
















5. VÍCTOR MENDOZA. Instituto de Estudios Económicos:










«Para España, Europa es la única salida posible»










El Instituto de Estudios Económicos es un foco intelectual que es tenido en cuenta incluso por el Gobierno. Cosa nada baladí si tenemos en cuenta los aires de superioridad que corren por algunas áreas del poder.




Y al frente del Instituto estaba su director general, Víctor Mendoza, una persona que sabe lo que lleva entre manos.




Y a él me dirigí para que me contara cosas del Instituto y, sobre todo, qué piensa de nuestra integración en la Europa comunitaria.




La primera pregunta es obvia:




–Señor Mendoza, antes de adentrarnos en temas comunitarios europeos dígame primero qué objetivos fundamentales persigue el Instituto de Estudios Económicos.




–Hace años que se fundó y, desde aquel día, pretende ofrecer a la sociedad española estudios e investigaciones económicas, pero no exclusivamente en materia económica. Este es un Instituto cuyo nombre no dice exactamente toda su actividad...




–Pues dígalo usted, que es su director general.




–Le podría decir que el IEE (Instituto de Estudios Económicos) está en la línea de esas instituciones sajonas que se dedican a realizar investigaciones en materia de «public policy».




















  Ofrecer soluciones alternativas










–¿Y eso qué es?




–Es un término de difícil traducción, pero supone el analizar las acciones de Gobierno, los proyectos que realiza el sector público,  valorarlos críticamente, medir su impacto y tratar de sacar conclusiones, ofreciendo las soluciones alternativas. Se trata, pues,  de una actividad de estudio orientada a ofrecer tras el estudio una visión crítica de las acciones del sector público y, en su caso,  alternativas.




–¿Y a quién o a quiénes se le ocurrió la idea de fundar el Instituto?




–El Instituto nació como fruto de una iniciativa de un grupo de grandes empresarios. Estas iniciativas difícilmente son fruto de muchos padres; sólo algunos grandes empresarios con visión de futuro, con una conciencia clara de que tras la democratización política que se instaura en España, era necesario que la clase empresarial ofreciese su propia versión de los problemas económicos y sociales del país.
















  Los fundadores










–¿Podría decirme algunos nombres de esos grandes empresarios?




–Carlos March, que fue el primer presidente del Instituto y probablemente también su primer inspirador. Aunque en ese proceso estuvieron, también hay que dedirlo, desde el primer momento, todos los grandes bancos, las grandes compañías eléctricas, las Cajas de Ahorros, El Corte Inglés, y, a partir de ahí,  con esas bases empresariales tan sólidas, el Instituto ha ido incorporando nuevos miembros, que ya no son sólo grandes empresas, sino pequeños y medianos empresarios.




–En resumen...




–Pues, ofrecemos respuestas a los grandes problemas económicos y sociales que la sociedad tiene planteados.




–Respuestas que se concretan o toman la forma de...




–El proceso es el siguiente. El Instituto tiene un reducido «staff», el número de empleados que trabaja en él es muy pequeño.




–¿Y eso?




–Porque comprendimos, desde el primer momento, que conseguir estudios del más alto nivel posible resulta difícil,  incorporando al «staff» del IEE a los profesionales que pudieran ser los autores de esos estudios. Se optó por una fórmula –que además también está consolidada fuera de España– que consiste en contratar en cada momento al mejor especialista que en la materia pueda ofrecer su aportación.
















  Visiones no militantes










–¿Y qué le exigen ustedes a estos profesionales?




–Partimos de dos premisas fundamentales. La primera, que el IEE no hace política, no la ha hecho ni la hará, por tanto, el trabajo tiene que tener un carácter rigurosamente técnico. Y segunda, el apartidismo político del autor, es decir, que tenga una visión no militante.




–Y una vez realizado el trabajo, ¿qué hacen ustedes con él?




–El informe final lo facilitamos a los actores políticos, sociales y económicos.




–Los destinatarios fundamentales son, pues...




–Los partidos políticos, el Gobierno, la oposición, los sindicatos, las organizaciones empresariales, los creadores de opinión...




–Esos estudios, pues, se realizan por encargo.




–Efectivamente. El Instituto casi nunca distribuye o publica trabajos elaborados por su autor y que más tarde se nos ofrecen.  Los estudios que editamos son de riguroso encargo.
















  Un catálogo importante










–En estos seis años deben ustedes de haber publicado una serie de trabajos bastante considerable, ¿no es así?




–Tenemos un catálogo de libros técnicos, con cerca de setenta títulos. Y de libros culturales, la colección «Tablero», tenemos alrededor de quince títulos. Las demás colecciones están encuadradas u organizadas bajo el título de «Informes», «Estudios»,  «Textos y Documentos», «Universidad» y, por último, nuestros «Estudios de Coyuntura».




–¿Y les hace caso el Gobierno socialista, cuando ustedes le envían estos estudios e informes?




–Algunas veces nos hacen caso y en otras menos caso. La hegemonía de un partido en el Congreso hace muy difícil que iniciativas como éstas prosperen, pero tenemos la satisfacción que, incluso los socialistas, algunas de estas propuestas han sido aceptadas e incorporadas a textos de proyectos de ley.
















  Independencia y autonomía ideológica










–¿Tienen ustedes algún nexo con las patronales y,  concretamente, con la CEOE?




–El Instituto tiene nexos evidentes con las patronales, porque está formado por empresarios y, por tanto, la organización empresarial no podía ser ajena a una empresa como ésta. Lo que ocurre es que el Instituto mantiene su independencia de las patronales.




–¿Y cómo lo logran?




–Porque, a diferencia de ellas, que defienden intereses empresariales, nuestro objetivo es la defensa de los principios.




–¿Cómo aparecen defendidos estos principios?




–Porque no hacemos nunca una defensa de intereses, sino de principios. Tenemos, eso sí, coordinación evidente con las patronales y también relaciones con los sindicatos, por supuesto, y tenemos representación de las patronales en nuestra junta directiva.  También del Círculo de Empresarios. Es decir, todas las organizaciones que tienen relación con la economía.




–¿Tienen, también, autonomía financiera?




–Sí, aunque la patronal participa, en la parte que le corresponde, a cubrir nuestros presupuestos.




–¿Y en cuanto a la ideológica?




–Tenemos independencia y autonomía ideológica, también.




–¿No son ustedes, pues, un servicio de estudios de la patronal?




–No, de ninguna manera. Ni estamos supeditados a consigna alguna. Lo que ocurre es que la defensa de los principios son idénticos a los que defiende la patronal.




–¿No son ustedes, pues, el gabinete ideológico de la CEOE?




–No. Pero si fuera al contrario, tampoco sería nada malo.




















  Europa a la vista










–Hablemos de Europa, ¿cómo ve usted la situación en relación con España?




–La agricultura es, probablemente, el sector de nuestra economía que más va a resultar afectada por la integración.




–¿Y eso por qué?




–La integración en la CEE constituye un problema sólo económico. A medio y largo plazo, la integración europea es la única solución posible en todos los ámbitos.




–La única salida posible.




–Y una ventaja. Lo que ocurre es que la negociación de la adhesión se ha producido en tales circunstancias que es de temer que en los distintos períodos transitorios se produzcan,  desgraciadamente para nosotros, más problemas de lo que inicialmente cabría pensar.
















  Información poco permeable










–¿Conocen ustedes los términos con que se está negociando?




–No. Sólo conocemos los capítulos que se cierran. El Gobierno,  en cuanto a información, lo está haciendo muy mal. Está siendo poco permeable a explicar a la opinión pública cuáles son los términos en que está negociando. Aquello que se desconoce produce inevitablemente una tendencia a ser rechazado. Y esto es lo que está sucediendo, desafortunadamente, con la negociación de la incorporación de España a la CEE.




–Hablemos, pues, a partir de lo que se conoce.




–A partir de lo que se conoce, podemos decir que la negociación no ha sido concluida demasiado brillantemente y que en materia agrícola e industrial, vamos a tener algunos problemas en el período transitorio.
















  El modelo europeo










–¿Piensa usted que nos incorporamos a algo más que a una simple unión aduanera?




–En efecto. Nos incorporamos a algo más que en un mercado abierto a la circulación de personas, mercancías, capitales y servicios. Europa es, ante todo, un modo de ser peculiar en lo político, en lo social, en lo económico y en lo empresarial.




Para España, la incorporación, además de ser la única salida económica, desde el punto de vista político, social y cultural es francamente beneficiosa. El modo de ser europeo será algo inevitablemente unido a España.




–¿Hay, pues, un modelo europeo?




–Lo hay, aunque con las variaciones que se derivan de las fuerzas políticas de distinto signo. Ese modelo se traduce,  fundamentalmente, en la economía de mercado, en la libertad sindical, en la apertura ideológica, en la tolerancia y, por supuesto,  en la democracia política. Estos valores son los que España consigue con su incorporación al Mercado Común.




–¿Qué va a significar, en resumen, nuestra incorporación a la CEE?




–El ingreso de España a la CEE va a significar la inevitable realización en nuestro país de una serie de reformas estructurales todavía pendientes.




–¿Por ejemplo?




–Por ejemplo, la reforma de la Seguridad Social y de las relaciones laborales.




Otra consecuencia importante de nuestra incorporación: nuestro sistema es de una economía excesivamente regulada e intervenida. Es una economía en que casi todo depende del Gobierno. Ahora, de varios Gobiernos: del central y de los autonómicos. La economía europea es más flexible, menos regulada y menos intervenida, en la que soplan aires de libertad. Esa reforma estructural también acabará imponiéndose. España, sin grandes gestos ni grandes aspavientos, acabará siendo una nación europea.
















6. ANTONIO NAVARRO. Político:










«El documento agrícola es el peor negociado de todos los discutidos con la CEE»










El diputado por Málaga Antonio Navarro es un antiguo colaborador de Fraga. Fue uno de los hombres que se llevó a Londres, en calidad de consejero de Agricultura, en la Embajada de España.




Navarro ha sido procurador en Cortes dos veces consecutivas durante el anterior régimen, perteneciendo a la Comisión de Agricultura y Trabajo, vocal del Plan de Desarrollo, presidente del Consejo Internacional del Trigo, portavoz de la Comisión de Agricultura del Congreso de los Diputados y coordinador de la Comisión de Control de Radio y Televisión.




Fue portavoz de la Ponencia de Seguimiento de Adhesión de España a la CEE del Congreso.




Es, en una palabra, experto en temas agrícolas y comunitarios.




Y es, en calidad de experto en estos temas, por lo que voy a presentarle una serie de temas y preguntas, recibiéndome en su despacho del Congreso de los Diputados. Un despacho, por cierto,  recién estrenado.
















  Los grandes flecos










–Señor Navarro, uno de los mayores flecos que queda por negociar con la CEE es el que se refiere, en un porcentaje del 60 al 70 por 100, al tema agrícola. ¿Cuál es su opinión al respecto?




–El documento agrícola es el peor negociado de todos los documentos discutidos con la CEE. El papel agrícola es, a mi juicio, un papel francamente impreciso y malo.




–Explíquese.




–Hay dos aspectos que preocupan fundamentalmente. Uno es el papel agrícola y los flecos que son, como usted muy acertadamente señala, el 70 por 100 largo de imprecisiones.




El segundo aspecto es el del sector pesquero, que desde el punto de vista comunitario ha salido aceptablemente bien, con excepción de la industria conservera española que, en agravio comparativo con la portuguesa, ha salido mal.




Los intereses de los pescadores artesanales y de arrastre españoles de Galicia y Andalucía salen gravemente lesionados. El Grupo Popular va a presentar una interpelación sobre el contenido de este Acuerdo. El señor Fraga ha pedido al presidente González y al ministro Morán que se detenga este proyecto de acuerdo con Portugal y que se analicen a fondo las repercusiones que va a tener en las flotas gallega y andaluza. Este es un gran fleco.




–Volvamos al papel agrícola.




–El papel agrícola y ganadero tiene imprecisiones graves.




–Dígame alguna de estas imprecisiones.




–El de la cuota de producción de leche. En el sector lácteo,  además, hay otro fleco gravísimo, que es el del coeficiente de corresponsabilidad de los pequeños ganaderos productores de leche.




–¿Y qué es exactamente este coeficiente?




–Es un canon que se cobra por litro de leche para crear un fondo de promoción del consumo de leche y de sus derivados.




Francia consiguió estar exenta de este coeficiente de corresponsabilidad, que supone más de 50 pesetas por litro de leche. Y a España se le ha olvidado que existe este coeficiente, lo que quiere decir que el ganadero medio español que tiene menos de cinco vacas va a tener que pagar ese canon en la CEE, que por otro lado no tienen que pagar los ganaderos franceses que tienen explotaciones mayor dimensionadas.
















  El caso de los cítricos










–¿Qué pasa con los cítricos?




–El problema de los cítricos es que está dentro del sector de frutas y hortalizas. Los cítricos tienen varios problemas a corto plazo y un futuro más claro a largo plazo.




En los primeros años del período transitorio, si Dios no lo remedia, vamos a tener excedentes de cítricos, de frutas y de hortalizadas, cosa que nunca ha ocurrido.




En cítricos va a ocurrir otra cosa. Y es el agravio comparativo con respecto a Marruecos e Israel.




Con Marruecos vamos a estar cinco años viendo cómo transitan productos marroquíes a través del territorio español, con lo cual hemos perdido la renta de situación.




–¿Y esto qué quiere decir?




–Pues que ellos pueden mandar camiones y diversificar los mercados europeos, con una tarifa arancelaria inferior a la española,  sin ser ellos países miembros y nosotros sí.




Con frutas y hortalizas va a ocurrir lo mismo.




–¿Y en otros sectores?




–Hay sectores, como el de carne de vacuno y el de porcino, este último uno de los más castigados, que empeorarán al haber aceptado «sine die» la sensibilidad de los productos cárnicos españoles en la CEE, especialmente los del cerdo, lo que nos va a crear unas situaciones de desventaja tremendas.
















  Descontentos










–Como es evidente, ustedes no están contentos de cómo han sido las cosas.




–Nosotros ya hemos dicho desde el principio, que los intereses generales de España no son la suma de los intereses sectoriales. No,  no estamos contentos.




–¿Y con referencia al tema de los comisarios?




–Los comisarios, que es la representación española en la CEE, son un tema también polémico. Pero quisiera antes que quedaran claras dos cosas: el Grupo Popular no pretende en modo alguno el reabrir la negociación del acuerdo con la CEE. Lo que nosotros consideramos es que desde dentro, con todos los flecos que han quedado y que van a quedar, y la legislación que se va produciendo poco a poco a lo largo del tiempo en el seno de la CEE, el tener un conocimiento claro de cuál es el impacto negativo que está soportando determinado sector en tu país, conociendo perfectamente su problemática y sus desventajas, se podrán defender desde dentro lo que son intereses legítimos y hacerles comprender que determinadas medidas son lesivas para España o que conviene que tengan un tratamiento singular. El gran reto que tendrán nuestros comisarios será el de convencer y no el de imponer.
















  Funcionarios no partidistas










–¿Y en cuanto a los funcionarios de menor rango qué presentará nuestro país?




–En cuanto a los funcionarios llamados de representación,  hemos pedido al PSOE que se monte una mesa de negociación con todas las fuerzas políticas con representación parlamentaria, para que cada una pueda proponer, en medida a su grado de presencia en el Parlamento, un número adecuado de este tipo de funcionarios.




Los demás funcionarios, los que se presentarán mediante concurso de méritos, hemos ido a Bruselas para pedir a las autoridades comunitarias que la selección se haga atendiendo exclusivamente a su capacidad y conocimientos, sin que se tenga para nada en cuenta su posible ideología o religión o cualquier otra matización al margen de lo que son sus conocimientos o nivel de eficacia que pudieran desarrollar en la CEE.




–Todos estos funcionarios creo que prometen no defender los intereses de sus países, sino los de la Comunidad.




–En efecto, estos funcionarios cuando van a formar parte del organismo de rigor pierden, para entendernos, su nacionalidad de origen y se convierten en ciudadanos de Europa o comunitarios.
















  Medidas para el período transitorio










–Durante el período transitorio el Gobierno va a tener que tomar ciertas medidas para que todo vaya discurriendo sin que se resquebraje demasiado nuestra economía.




–Las medidas que el Gobierno debe tomar en ese período son las de composición interna.




–¿Qué quiere decir esto?




–Quiere decir la indemnización que el Gobierno tiene que darle al sector de rigor para paliar el impacto negativo.




–¿Y esto no está previsto?




–No.




–Pues, para poner un ejemplo, los agricultures están que trinan.




–Los agricultores están bastante que trinan. Y los ganaderos también. La prueba es que se han manifestado, por vez primera, los cerdos.




–Serán los que crían cerdos.




–No, no. Los cerdos, los animales. Ocurrió en Cataluña, donde hubo una manifestación masiva de piaras de cerdos, que fueron puestas en medio de la carretera.




Hay manifestaciones de protesta en Canarias, en Toledo y en todas las organizaciones agrarias y ganaderas.




–¿Y ustedes, ante esto, qué han hecho?




–Hemos hecho una moción y presentado una especie de catálogo con toda una serie de medidas que deberían tomarse.




–¿Por ejemplo?




–Por ejemplo: IVA (Impuesto sobre el Valor Añadido) cero.  Que todos los silos del SENPA sean puntos de compra y de intervención. Que el FORPA español compre los excedentes que se produzcan durante el período transitorio. Que se negocie que los agricultores y ganaderos pequeños de la cornisa cantábrica no paguen el coeficiente de corresponsabilidad de la cuota lechera.  Que al sector de cítricos que se le dé el dinero suficiente para que se pueda hacer la reestructuración de los naranjos y limoneros en las variedades españolas que no están contempladas en la CEE.  Que el sector de porcino pueda exportar a Portugal. Que nos dé la Comunidad una cuota de mandioca para abaratar los piensos. En definitiva, propusimos cuarenta y tantas medidas.




–¿Y qué hizo el PSOE?




–Votó en contra, incluso el IVA cero. Y esto es necesario que lo sepan todos los agricultores.




–¿Es tan importante esto del IVA cero?




–Claro, ya que representaría un respiro para el sector agrario,  mientras se reestructura y se convierte en competitivo con sus oponentes comunitarios.
















  Defender los intereses generales de España










–¿Cómo cree usted que se servirían mejor los intereses generales de España en el seno de la Comunidad?




–Pues, dándole estabilidad a la presencia de los dos comisarios.




Estamos totalmente en contra de que, una vez nos hallamos integrado en Europa, prevalezca el eslogan que tanto daño nos ha hecho hasta ahora de que «España es diferente». No, España va a ser un país miembro y, como tal, será igual que el resto de los países comunitarios.




Si el PSOE es consecuente con lo que dijo en los debates sobre la adhesión a la CEE, y lo considera una razón de Estado, debe buscar el máximo de estabilidad en cuanto a representación de los comisarios.




–Por último, ¿para qué interesa que haya estabilidad en este tema de los comisarios?




–Porque los períodos legislativos de los países no coinciden con los períodos de la Comunidad y, por tanto, las alternancias de Gobierno son distintas de la cadencia en los países comunitarios.
















7. FERNANDO GONZÁLEZ LAXE. Político:










«Nuestros 17.000 barcos representan el 50 por 100 de la flota comunitaria»










El hombre que ha dirigido la negociación pesquera con la CEE es un gallego fino, nacido en La Coruña, doctor en Económicas y profesor de Economía Aplicada en la Universidad de Santiago de Compostela.




Fernando González Laxe, ex director general de Pesca del Ministerio de Agricultura, ha escrito, además, varios e importantes libros sobre el sector pesquero:   El proceso del crecimiento del sector   pesquero español. 1961-1978, Impactos de la extensión de la jurisdicción pesquera sobre Galicia   y   Ensayos sobre la pesca.  




Ha sido el representante español en la Conferencia Mundial de la FAO sobre ordenación y desarrollo pesqueros y en el II Congreso Latinoamericano de Pesca.




Me recibe en su despacho de la calle Lista, entre reuniones con armadores vascos y gallegos. Su juventud y entusiasmo sorprenden,  por venir de un funcionario público, por alto que sea. Está exultante y satisfecho de cómo han ido las cosas en nuestras negociaciones con el Mercado Común. Vamos a comprobarlo.
















  El equipo negociador










–¿Qué personas han formado el equipo negociador pesquero del Tratado de Adhesión a la CEE?




–El equipo pesquero estaba compuesto por cuatro personas,  que eran: el secretario general del FROM, Rafael Jaén; el subdirector de Economía Pesquera, Pedro Arruza; el jefe del Servicio Pesquero con las Comunidades Europeas, Juan Guerrero,  y el jefe del Servicio de Derecho Internacional, José Luis Meseguer.  Era un equipo de juristas, economistas y técnicos comerciales que,  bajo mi dirección, hemos preparado todos los documentos que hemos elevado a la Secretaría de Estado para las Relaciones con la CEE y al ministro de Agricultura, para llevar a cabo la negociación técnica en el tema pesquero.




–¿Cuándo empezaron a trabajar y cuándo realizaron la primera reunión?




–Todo empezó hace dos años, cuando se observó el acelerón de las negociaciones. Debemos haber tenido unas veinte reuniones con comunitarios, sobre todo en el último año, donde eran constantes las idas y venidas a Bruselas y a Madrid. Uno del equipo,  Juan Guerrero, estuvo haciendo un «stage» en la Comunidad durante tres meses, con objeto no solamente de conocer bien el funcionamiento de la CEE, sino de ambientarse y realizar «in situ» los contactos y hacer de puente con la Dirección General de Pesca.




En Bruselas contamos con la ayuda de Eduardo Díaz Patier,  consejero pesquero del Ministerio de Agricultura en la Embajada de España en Bélgica.




–¿Todos dependientes del Ministerio de Agricultura?




–Sí, en efecto. Por otro lado, la Trinidad también tenía a Ramón de Miguel y a Fernando Masip, especialistas en materia pesquera por la Secretaría de Estado de Manolo Marín.
















  Bastantes dificultades










–En esas idas y venidas me imagino que habrán tenido muchas dificultades.




–Fueron bastantes, ya que la negociación pesquera era la que se preveía como la más difícil de todas y la más complicada.




–¿Por qué?




–Porque no había un sentido de la reciprocidad. Primero,  porque nosotros queríamos pescar en aguas comunitarias y no les podíamos ofertar recursos en nuestras propias aguas, con lo cual la balanza era bastante negativa.




En segundo lugar, porque teníamos un acuerdo de pesca con la Comunidad, que empieza en 1977 y termina el 31 de diciembre de 1985, lo cual era algo regresivo. Cada año nos iban limitando y reduciendo nuestras posibilidades de pesca. Durante ese período de siete años se ha tenido que negociar 29 veces, como si fueran 29 Acuerdos de pesca. Hemos partido de 14.631 toneladas en el 77 para llegar a las 8.000 del año 85. Era una reducción progresiva.




Y la tercera gran dificultad era la existencia de un gran temor por parte de los comunitarios de que todos nuestros barcos fueran a entrar en aguas comunitarias. Era el complejo que ellos llamaban de la «Armada Española», nuestros 17.000 barcos.




















  Una gran potencia pesquera










–¿Qué representa nuestra flota dentro de la Comunidad?




–Representa el 50 por 100 de la flota comunitaria. Tenemos mayoría, tanto en barcos como en hombres y en industria pesquera.  Tenemos un mercado muy abundante y nuestro consumo «per cápita» es de 40 kilos, cuando en la CEE es de 16 kilos. Nuestras capturas son el 30 por 100. Somos, pues, el 50 por 100 de la CEE.




La Comunidad tiene ocho acuerdos con terceros y nosotros tenemos 23. Somos un poderío y ellos pretendían reducir ese poderío disminuyendo nuestros barcos en aguas comunitarias y expulsándolos a otro tipo de aguas, donde España tiene grandes dificultades para conseguir acuerdos. Por otro lado, el hueco que pudieran dejar esos barcos españoles en aguas comunitarias sería llenado con barcos de la propia CEE, con lo cual tirarían de su construcción naval: astilleros alemanes, daneses, ingleses y franceses. Resumiendo: siguiendo estas tesis comunitarias perderíamos barcos, mercados y riqueza.




–Y viene entonces cuando la Comunidad fija su propia política pesquera.




–En efecto. Una política rígida, pactada entre ellos y con un equilibrio muy frágil. Total, que teníamos diez enemigos potenciales con quien negociar.
















  Aislar los problemas por fases










–¿Y qué fórmula encontraron ustedes para no romper ese equilibrio?




–En sucesivas fases tuvimos que ir aislando los problemas.




–Dígame la primera.




–Pues diciéndoles a los países del norte de Europa –Alemania,  Dinamarca, Bélgica y Holanda– que no iríamos a pescar a las aguas del mar del Norte.




–¿Y por qué se cedió en esto?




–Porque nunca hemos pescado allí. Quizá un barco al año, pero nada más.




–La segunda fase.




–En segundo lugar, las especies que se capturan allí no son las mismas que se capturan ni se demandan en España: el arenque, la platija...




–¿Y con respecto a Italia y a Grecia?




–Esos países no tenían por qué tener problemas con nosotros,  porque la política pesquera en el Mediterráneo está todavía sin definir.
















  Los difíciles










–Entonces, ¿qué problemas quedaron?




–Los de Irlanda, Gran Bretaña y Francia.




–¿Y qué les dijeron a ellos?




–Les dijimos: vamos a pescar en esta zona, las especies que pescamos históricamente y con el número de barcos que concretaremos previamente, que son 329 arrastreros y 500 artesanales.




–¿Y los comunitarios no le preguntaron por los 16.000 barcos restantes?




–Sí, pero nosotros les contestamos que estaban repartidos en otras zonas, fuera de las comunitarias. Con esas garantías, los comunitarios aceptaron.




















  El futuro










–Después de vencer todas estas dificultades, ¿cómo han quedado las perspectivas futuras?




–Los resultados han sido buenos. Hasta los más pesimistas en el tema pesquero han visto que este sector ha quedado bien en la negociación.




En estos momentos la merluza, que teníamos 8.000 toneladas,  hemos pasado a 18.000, que es un salto del 102 por 100. En el rape, el salto es del 27 por 100. En el gallo, el 38 por 100. En la bacaladilla, que teníamos cero, hemos pasado a 30.000 toneladas.  En el jurel, que teníamos también cero, hemos pasado a 31.000 toneladas. En la anchoa, que teníamos 29.000, nos quedamos con las mismas. Y de los 329 barcos, 300 van a poder pescar.




–Ponga estas cifras en días de pesca, que es como le interesa al pescador.




–Pues de 28.000 días que pescábamos, vamos a pasar en 1986 a 58.000 días. Es decir, más del doble. No se puede pedir más en una negociación.




–Todo esto es en pesca de arrastre. Pero hablemos de la de bajura, donde está casi toda la flota vasca.




–En bajura, todos los barcos vascos han consolidado su situación.




Incluso algunos de ellos, como los cañeros de Fuenterrabía, han aumentado sus licencias, que de 50 han pasado a 64.
















  Engañar a los armadores










–¿Cómo fueron, durante las negociaciones, sus relaciones con los armadores, pescadores y asociaciones del sector?




–Cada vez que teníamos que hacer una declaración, nos reuníamos con ellos. También debo decir que les engañábamos.




–¿Y eso?




–Pues les decíamos que todo iba muy mal, cuando la realidad era al revés.




–¿Y por qué se decía esto?




–Porque la negociación tenía sus altibajos, y crear un falso optimismo era muy malo. Lo importante era que conocieran las dificultades que iban apareciendo y cómo se vencían.
















  La cuestión con Portugal










–¿Cómo va a quedar el futuro acuerdo pesquero con Portugal?




–Como la pesca en la CEE es una política común, está definida de la siguiente forma. De 0 a 12 millas, es decir, la franja costera,  es soberanía exclusiva del Estado costero. De 12 millas hasta 200,  que es lo que se denomina zona económica exclusiva, es gestión común de la Comunidad. Es decir, nosotros vamos a ofertar a la CEE esa zona de 12 a 200 millas para ser gestionada por el Consejo de Ministros comunitario.




Al entrar España y Portugal, hay las franjas españolas y portuguesas y, además, existen dos acuerdos hispano-lusos: el del 69 y el del 78. La CEE nos ha dicho, pónganse ustedes primero de acuerdo en arreglar sus disputas y luego la Comunidad lo sancionará.




Hemos llegado, por fin, a un acuerdo con Portugal, por el cual sabemos el número de barcos españoles que pueden faenar en Portugal y viceversa.




–Pero parece ser que ese número de barcos está siendo contestado en algunas zonas.




–Sí, sobre todo en Galicia, que están contra ese acuerdo con Portugal.




–¿Y los vascos?




–Los vascos están de acuerdo.




–¿Por qué protestan, entonces, los gallegos?




–Porque hacen unas comparaciones que no son de recibo: cuánto tenían en el 82 y cuánto van a tener en el 86. Claro,  haciéndolo así aprecian una disminución de licencias de pesca. Pero si hacemos la comparación con el 81, con datos de ellos, declarados oficialmente, encontramos que hemos mejorado por cuatro la rentabilidad de pesca.




–¿Y los andaluces?




–Con los andaluces va a pasar lo mismo, pero éstos ya se han reacomodado en los caladeros españoles.




Volviendo al tema de los barcos gallegos, yo les puedo garantizar que van a poder pescar siempre y que no les van a faltar caladeros. Las empresas pesqueras pueden tener la seguridad de que tienen la continuidad de pesca asegurada.
















  Los flequillos y la política pesquera futura










–¿Qué va a pasar, pues, cuando entre en vigor el Tratado de Adhesión con la CEE?




–El acuerdo en materia de pesca está casi terminado. Quedan dos pequeños flecos: el tema de empresas pesqueras conjuntas y el de la inclusión de dos especies en el reglamento de organización común de mercados. Son dos flequillos, por su pequeñez.




Mi gran ilusión, cuando entre en vigor el Tratado de Adhesión, es que España llegue a dirigir la política pesquera de la CEE.




–Pero esto es muy gordo.




–Pero no imposible. Tenemos flota, barcos, hombres, mercados,  experiencia internacional, etc. Somos el país fuerte de la CEE en materia pesquera. No es imposible que lleguemos a dirigir la política pesquera de la Comunidad.




Cuando se incorpore España, los europeos seremos la segunda flota pesquera y el primer mercado mundial. Será la gran oportunidad para España.




–Que así sea.






















LA BATALLA DE LOS COMISARIOS COMUNITARIOS 
















1. LA OPINIÓN DEL GOBIERNO










Estalló la batalla por colocar a dos hombres en la Comisión de la Comunidad Económica Europea, los llamados comisarios. Y ello se comprende, porque la Comisión es el organismo clave del Mercado Común.




Es el motor de la CEE. El auténtico Gobierno del Mercado Común. Tiene su sede en Bruselas y cuenta con una plantilla auxiliar de más de 10.000 funcionarios.




La Comisión está compuesta por un presidente, cinco vicepresidentes y ocho vocales. En total, 14. Pero cuando España y Portugal firmen el Tratado de Adhesión, este organismo sumará tres miembros más: dos para España y uno para Portugal.




Quise conocer la opinión del Gobierno sobre este asunto de los comisarios y la Oficina del Portavoz del Gobierno me remitió a los hombres del madrileño palacio de la Trinidad, sede de la Secretaría de Estado para las Relaciones con la Comunidad Económica Europea.




Allí me recibieron Joaquín Portillo, portavoz de esta Secretaría,  y José Pons Irazazábal, asesor ejecutivo y miembro del gabinete de Manuel Marín, secretario de Estado de la casa.




Ambos al alimón me informaron sobre la importancia de los comisarios, su papel, sus limitaciones, quién y cómo se nombran.




Es Portillo quien abre el fuego:
















  Designación de los comisarios










–Los comisarios dirigen la Comisión por secciones o áreas. El presidente, que tiene un mandato de dos años, es responsable de la Secretaría General, del Servicio Jurídico, del portavoz, de la Oficina de Seguridad, del sector cultural y de los 21 directores generales.




–¿Y los vicepresidentes?




–Son los responsables de asuntos económicos y financieros, y de créditos e inversiones.




–¿Quién designa a los comisarios?




–Cada Gobierno nacional presenta sus candidatos a la Comisión y ésta, generalmente, los acepta. Más tarde, una vez nombrados, realizan una especie de juramento, que se llama Compromiso Solemne, por el que se comprometen a ser independientes de los Estados nacionales y de cualquier otro organismo, sea político o económico, así como fidelidad a los Tratados comunitarios. Tiene un mandato de cuatro años y la Comisión tiene el carácter de órgano colegiado.




–¿Y esto último qué quiere decir?




–Que todos son responsables de las decisiones que adopta la Comisión.




–La oposición quiere tener uno de los dos comisarios que le corresponderán a España. ¿Cuál es la opinión del Gobierno al respecto?




–La decisión de elegir a los comisarios –con el Tratado de Roma en las manos– pertenece al Ejecutivo o al Gobierno de la nación adherente o miembro. Se lo comunica a los demás Gobiernos y a la Comisión, para que éstos, a su vez, los acepten. Y punto.
















  Grande, pero intermedia










A José Pons le pregunto cuál es la magnitud potencial de España,  en relación con los demás miembros.




–España se encuentra en una situación intermedia entre los considerados como grandes países y los intermedios. En esto hay que tener en cuenta el espacio económico y la población de España.  No podemos pensar que porque nuestro país tenga un balance histórico de país grande tengamos que estar ahora entre éstos. De cualquier forma, este es un papel que a España le conviene, ya que intentar alinearse con los países grandes le restaría posibilidad de actuación. Además en la Comunidad hay un enfrentamiento psicológico entre los países grandes y pequeños, por lo que a España le interesa más estar entre los intermedios.




–¿Quiénes son los grandes en la Comunidad?




–Además de España: Francia, Alemania, Gran Bretaña e Italia.  En la próxima Comisión que se formará al entrar nuestro país y Portugal, cada uno de estos grandes contará con una vicepresidencia y un vocal. Los pequeños sólo tienen un miembro.
















  La comisión, motor de la CEE










–¿Por qué es tan importante la Comisión?




–Porque es quien impulsa todo el funcionamiento de la Comunidad e inicia el proceso de los temas.




–¿No lo hace esto el Consejo de Ministros de la Comunidad?




–El Consejo no puede tomar ninguna decisión, si antes no se la pasa la Comisión.




–En resumen...




–La Comisión propone y el Consejo, a continuación, decide.




–¿Y qué más hace el Consejo?




–Es el guardián de los Tratados y de los Acuerdos comunitarios.  También puede imponer sanciones e incluso llegar a demandar a un Estado ante el Tribunal de Justicia de la CEE.




–Entonces, ¿qué pinta el Parlamento Europeo?




–Muy poco, pero puede proponer un voto de censura a la Comisión. Y si se aprueba, dimite la Comisión.
















  Funcionarios españoles en Bruselas










–Volvamos a la Comisión. Después de las negociaciones de nuestra adhesión a la CEE, ¿cuántos funcionarios tendrá España en el Mercado Común?




–España contará con cerca de 1.200 funcionarios, divididos en cuatro grados: funcionarios con titulación universitaria,  bachillerato superior y elemental, y con estudios elementales.




Todos ellos serán contratados a través de concurso, a excepción de los veinte funcionarios políticos que serán designados por el Gobierno.




Los concursos empezarán una vez que la entrada de España se realice y comenzarán por los niveles inferiores. Para acceder a ellos se precisará el conocimiento de un idioma comunitario, además del castellano, pudiendo participar en las pruebas todo ciudadano español, funcionario o no...




–¿Pero cree usted que llegaremos a tiempo para firmar el Tratado en la fecha prevista. Es decir, el 1.º de enero de 1986?




–Creo que se va a mantener esta fecha, ya que técnicamente es posible.
















  Honestidad y discreción










–Por último, ¿podría decirme qué condiciones deben reunir los comisarios y qué cometidos se les van a exigir?




–Los comisarios, en el cumplimiento de sus funciones, no solicitarán ni aceptarán instrucciones de ningún Gobierno ni de ningún organismo. Se abstendrán de realizar cualquier acto incompatible con el carácter de sus funciones. Además, cada Estado se compromete a respetar este principio y a no intentar influir en los miembros de la Comisión en el desempeño de sus funciones.




Los miembros de la Comisión no podrán, mientras dure su mandato, ejercer ninguna otra actividad profesional, retribuida o no. En el momento de asumir sus funciones, se comprometerán solemnemente a respetar, mientras dure su mandato y aun después de finalizar éste, las obligaciones derivadas de su cargo y, en especial, los deberes de honestidad y discreción en cuanto a la aceptación, una vez terminado su mandato, de determinadas funciones o beneficios. En caso de incumplimiento de dichas obligaciones, el Tribunal de Justicia de la Comunidad, a instancia del Consejo o de la Comisión, podrá, según los casos, declarar su cese inmediato.
















2. LA OPINIÓN DE LA OPOSICIÓN CONSERVADORA










Antonio Navarro, diputado por Málaga, fue el hombre de la oposición, es decir del Grupo Popular, que actuó como portavoz de la Ponencia de Seguimiento de la Adhesión de España a la Comunidad Económica Europea. Por tanto, es la persona idónea para que me conteste a los temas de los comisarios comunitarios.  Ya hemos visto anteriormente cuál ha sido su actividad académica y política.




Me recibe en su despacho del nuevo edificio del Congreso y pronto se apresta a responder a mis preguntas.
















  Una postura clara y terminante










–Ante la batalla que se ha iniciado por el tema de los comisarios comunitarios, ¿cuál es la postura del grupo parlamentario Popular?




–Es una postura clara y sintoniza perfectamente con la que han adoptado la mayoría de los países comunitarios.




–¿Cuál es esa postura?




–La tónica general de todos los países miembros de la CEE, es que uno de los comisarios lo designe la oposición y el otro el partido del Gobierno.




–¿Y dónde ha ocurrido exactamente así?




–Ha ocurrido en la Gran Bretaña, en la República Alemana y en el resto de los países comunitarios, con excepción de Francia.
















  Francia dejará pronto de ser la excepción










–¿Y eso?




–Porque Francia nombró los dos del partido del Gobierno, con carácter excepcional al resto de los países comunitarios.




Francia va a tener, por razón de los próximos resultados electorales y porque el señor Delors es presidente de la Comisión,  que cambiar uno de los comisarios, con lo que entraría en la dinámica general de todos los demás países comunitarios.




–Es decir...




–Pues, uno del Gobierno y otro de la oposición.




–¿Y cómo juzgan ustedes eso?




–Como muy importante.




–¿Por qué?




–Por una razón: porque los comisarios, aun si bien es verdad que sólo defienden los intereses comunitarios, el reconocimiento que tienen del país que son originarios hace que defiendan mejor los intereses que afectan al país de origen. En este caso, los intereses de España.




–¿Y por qué interesa que haya estabilidad?




–Porque los períodos legislativos de los países no coinciden con los períodos de la Comunidad y, por tanto, las alteraciones de Gobierno son distintas de la cadencia en los países comunitarios.
















  No romper la norma general










–Se rumorea que el segundo comisario español podría ser de otro grupo de la oposición distinto del Popular.




–En ese caso, el partido del Gobierno deberá aceptar su propia responsabilidad.




Nosotros no vamos a aceptar que se rompa en España la norma general que existe en el resto de los países comunitarios.




–¿Y por qué no la van a aceptar?




–Porque nosotros consideramos que este tema es una razón de Estado. Y una razón de Estado está al servicio de España y de sus intereses generales.




–¿Y en este caso cómo se sirven mejor los intereses generales de España?




–Pues, dándole estabilidad a la presencia de los dos comisarios.  Estamos totalmente en contra de que, una vez nos hayamos integrado en Europa, prevalezca el eslogan que tanto daño nos ha hecho hasta ahora de que «Spain is different». No, España no es diferente, va a ser miembro de la CEE y, como tal, será igual que el resto de los países comunitarios.




Si el PSOE es consecuente con lo que dijo en los debates sobre la adhesión a la CEE, y lo considera como una razón de Estado,  debe buscar el máximo de estabilidad en cuanto a la representación de los comisarios.
















  Inculpar al Gobierno










–¿Cómo podría llevarse a la práctica un acuerdo sobre este tema?




–A través de nuestro líder se le ha llamado la atención sobre este punto al presidente del Gobierno. El señor Fraga está pendiente que el señor González fije un criterio sobre este particular. En cualquier caso, nosotros hemos dicho claramente que si no se hace seriamente, en el sentido en que han ido el resto de los países comunitarios, nosotros no participaríamos e inculparíamos al Gobierno en el Congreso de los Diputados, con el resto de las fuerzas políticas con representación parlamentaria. E incluso pondríamos de manifiesto en todos los foros que nos fuera posible, que es sólo y exclusivamente responsabilidad del Gobierno el nombrar unilateralmente a los comisarios y que entonces será también sólo y exclusivamente responsabilidad del partido gubernamental de la inestabilidad de la presencia española a nivel de comisariado. Si él quiere llevar a cabo esta responsabilidad, que quede muy claro que será la suya y no la nuestra.




–¿Y el acuerdo sobre este asunto lo debería adoptar el Gobierno con la oposición, o también deberían entrar los demás grupos parlamentarios?




–Normalmente, lo que ocurre en la CEE es que lo discutan el Gobierno y el partido mayoritario de la oposición. Y esto por una razón: porque la suma de diputados de ambos supone, en el caso español y en la mayoría de los países europeos, más del 80 por 100 de la representación de las fuerzas políticas parlamentarias. Y, por tanto, es una representación general del país.
















  El caso de la CEOE










–Hay otros sectores de la sociedad que han reclamado ese segundo comisario. Ese es el caso, por ejemplo, de la CEOE, la gran patronal.




–Cuando nosotros nos referimos a este tema hay que entender que el comisario no tiene por qué ser un militante de AP, del PDP o de cualquier otro partido de los coaligados. Hay que entender que es una persona que reúne las condiciones idóneas para representar a España como comisario. Es decir, podremos buscar dentro y fuera de la casa. Pero que la responsabilidad de la propuesta sea sólo y exclusivamente nuestra.




–¿Y con ello qué quiere decir exactamente?




–Que, por supuesto, podremos estar en contacto con la CEOE y con otras fuerzas sociales o sindicales, pero la presentación es responsabilidad exclusiva nuestra. Lo mismo que el acierto o desacierto de la misma.




–En resumen.




–Que la propuesta y designación del segundo comisario es competencia del partido de la oposición. Y punto.




–Pues, punto final.
















3. LA OPINIÓN DE UN EXPERTO










El Instituto de Estudios Económicos es, oficiosamente, el laboratorio ideológico de los patronales. Todas ellas forman su Junta de Gobierno. Por eso es interesante conocer su opinión sobre el tema de los dos comisarios comunitarios españoles, dado que la CEOE ha pedido que el segundo comisario sea designado por ella,  dado que la CEE es un organismo «económico» y constituye un «mercado común».




Su director general fue Víctor Mendoza, una persona afable,  bien preparada intelectualmente y que sabe lo que lleva entre manos.




Sin más dilación le lancé la primera pregunta:
















  Una representación significativa










–Señor Mendoza, como un organismo apolítico, ¿cómo ven ustedes este tema de la designación de los comisarios comunitarios españoles?




–Primero, hay que decir que la representación de España en Europa va a ser significativa. Vamos a tener dos comisarios en la Comisión de la CEE. Nuestro país va a disponer de 60 miembros en el Parlamento Europeo. Para la toma de decisiones por la mayoría cualificada en el Consejo de Ministros del Mercado Común, España contará con ocho votos. En el Tribunal de Justicia tendrá un magistrado y participará en la rotación del magistrado número trece. En el Comité Económico y Social de la Comunidad, España dispondrá de 21 representantes. Este Comité es un organismo consultivo de la Comisión y del Consejo y en él están representados por igual las asociaciones empresariales, los sindicatos y los trabajadores autónomos y artesanos. Y en el Banco Europeo de Inversiones España estará representada tanto en el Consejo de Gobernadores como en el de Administración. En cuanto al Comité de Dirección, la delegación española ha admitido «ad referéndum» la creación de una Vicepresidencia ejercida por rotación con dos turnos para España y uno para Portugal.




–¿Qué es y representa España, pues, dentro de la Comunidad?




–En virtud a lo que acabo de detallarle, la presencia de España en las instituciones comunitarias se aproxima a la de los países llamados «grandes». Es, por tanto, una parte importante, tanto por población como por producto interior bruto añadido.




–¿Cómo ve el tema de la designación de los comisarios? Y perdone que le repita la pregunta.




–Habría que establecer un sistema parecido al que se rige, con arreglo a la Constitución y a las leyes orgánicas españolas, en los nombramientos de miembros de los altos órganos que nuestra Carta Magna regula.




–¿Por ejemplo?




–Como los del Consejo del Poder Judicial o los miembros del Tribunal Constitucional.
















  Un sistema de designación ya utilizado










–Pero esto de los comisarios no lo prevé la Constitución.




–No lo prevé, porque cuando se redactó no se vislumbró esta posibilidad de nuestro ingreso en el Mercado Común. Pero lo que opino es que debería extenderse el nombramiento de los comisarios y de los representantes españoles, con un sistema similar al que se ha establecido para este tipo de altísimos organismos, donde el Gobierno no ha sido el único que ha decidido, sino que a través de mayorías muy cualificadas se trata de buscar el consenso.




Se trata de realizar una democracia, en la que no basta sólo con tener la mayoría, sino que hay cuestiones que, por afectar a puntos fundamentales del Estado, es necesario contar con el consentimiento de las minorías.




–La oposición e incluso la CEOE ha pedido un comisario.




–Me imagino que serán muchos los que pedirán un comisario.  De todos modos, en este asunto debería adoptarse un criterio al que el Gobierno socialista no ha sido demasiado propicio; que es: las que se llaman normas de Estado, que están por encima de las coyunturas. Ese criterio es el que debería presidir la elaboración de los mecanismos, a través de los cuales se nombren estos representantes españoles en las instituciones políticas. Criterio que no se ha seguido en materia del Consejo del Poder Judicial, para poner un ejemplo.
















  Flecos y elecciones










–¿Piensa usted que, tal como van las negociaciones de los llamados flecos, vamos a llegar a tiempo para poder incorporarnos a la Comunidad el 1.º de enero de 1986?




–Esto de la fecha concreta es más importante a efectos internos o, más claro, a efectos del partido gubernamental, que a efectos de interés general. Para el PSOE es importante que se cumpla esa fecha para efectos puramente electorales.
















  Estar en Europa










–¿Podría aventurar una opinión sobre el Tratado que vamos a firmar con la CEE?




–Mi opinión es que el período transitorio nos va a traer muchas dificultades. No obstante, la CEE sigue siendo la única solución a largo plazo para una sociedad, como la española, que ha vivido tradicional despegada de sus vecinos europeos. Este despegue político, económico y cultural nos está causando daño, nos está haciendo que perdamos posiciones en el concierto mundial de las naciones. La entrada en la CEE es inevitable y deseable.




–Por último, ¿cree usted que es tan importante la Comisión para que se haya desatado esta batalla política?




–Naturalmente que sí. La Comisión es el organismo que garantiza el funcionamiento y el desarrollo del Mercado Común.  La Comisión vela por la aplicación de las disposiciones del Tratado de Roma, así como de las disposiciones adoptadas por las instituciones en virtud del mismo.




La Comisión, asimismo, formula recomendaciones y emite dictámenes respecto de las materias comprendidas en el Tratado de Roma, si éste expresamente lo ha previsto o si la Comisión lo ha estimado necesario.




Dispone de un poder de decisión propio y participa en la formación de los actos del Consejo de Ministros de la CEE y de la Asamblea.




Y, por último, ejerce las competencias que el Consejo le atribuye para la ejecución de las normas por él establecidas.




 

Capítulo IV


 

  Cuaderno de notas de la Transición






En los últimos años del franquismo y a lo largo de todo el período de la Transición, fui acumulando una serie de cuadernos y notas que escribí reflejando la noticia cotidiana, preferentemente política y cultural, de esos años. La gran mayoría de ellas quedaron inéditas y otras, la minoría, constituyeron mis artículos de colaboración que distribuyeron varias agencias de noticias, entre ellas   Europa Press   y   Colpisa,   a los llamados periódicos de la periferia, es decir, a los que no estaban radicados en Madrid.




La primera entrega de estas notas empezaron a publicarse en:   Seis estudios sobre el Carlismo  (Huerga & Fierro, 1999); y   La   educación de Don Juan Carlos y otras crónicas de la Transición  (Fundamentos, 2000).




Ahora introduzco la que parece ser el último bloque de estas notas. Digo parece, porque todavía ha quedado un remanente de este voluminoso conjunto de material inédito, que probablemente incluirá en otro libro.




















RADIOGRAFÍA DEL INTEGRISTA DE IZQUIERDAS










Cuando escribí la primera parte de este artículo, la de la radiografía del integrista de derechas, preparé simultáneamente la otra coordenada: la del integrismo de algún sector de la izquierda española.




A los tres días de publicarse el primero, el director de la revista me comunicó haber recibido un montón de correspondencia, en réplica la mayoría y a favor los menos, sobre este tema.




Unos han querido ver en mi clasificación razones filosóficas y dicen que yo no quería decir aquello, sino lo otro,  interpretando a su manera el sentido de cada una de las frases.  Otros me han atacado frontalmente y a pecho descubierto,  diciendo que por mi edad no podía tener la experiencia suficiente para conocer tan al dedillo lo que es y lo que realmente piensa el integrismo de la derecha española.




Por otro lado, la prensa de Madrid y algunos de provincias se han hecho eco de mi artículo y lo han reproducido o comentado.  Han pedido la urgencia de publicar la segunda parte.




A un colega mallorquín de mi generación, Josep Meliá, le leí una vez un sabroso artículo en el que reflejaba el paternalismo con que nos tratan, a los que no hemos hecho la guerra, un sector muy amplio de la generación aguerrida. Finalizaba diciendo más o menos: «Ya que se empeñan tanto, que se queden con el pasado,  nosotros nos quedamos con el futuro». Suscribo totalmente esto.  Nuestra generación no tiene complejos, ni mucho menos manías.  Decimos las cosas tal como las sentimos y por esto a veces pasamos como ingenuos, osados o locos; otras, nos lo toman a bromas de juventud. De broma en broma... de una pedrada tumbó David a Goliat.




Aquí está la segunda y última parte de esta radiografía.  Prepárese la izquierda a rasgarse las vestiduras y a lanzarme sus maldiciones. Ahí va:










– Cree que necesariamente hay que ser ateo para militar en la izquierda.




– Prefiere vivir en la catacumba política antes que presentarse a procurador en Cortes por representación familiar.




– Cree en lo de la República Española en el exilio.




– Opina que la troica soviética (Breznev, Kosyguin y Podgorny) es capitalista.




– Se asombra de que los carlistas jóvenes sean partidarios de la libertad religiosa, que digan que hay que desmontar el capitalismo y que propugnen las repúblicas regionales.




– Una de sus constantes preocupaciones es dejar bien claro lo que significa «Estado de derecho».




– Dice que Mao Tse Tung es un futuro Premio Nobel de Literatura.




– Cuando no entiende algo en materia política dice que están detrás el Opus Dei o los jesuitas.




– Tacha de fascistas o nazis a quienes no están de acuerdo con él.




– Arremete contra los totalitarios, pero propugna la «dictadura del Estado».




– Se ufana de ser antiyanqui, pero obtiene becas en alguna Universidad hispanoamericana patrocinadas por la CIA.




– Si es o ha sido profesor universitario, lanza a sus alumnos con slogans contra los yanquis y la guerra del Vietnam, pero se le ve a menudo comiendo o cenando en un restaurante madrileño de Madrid con el embajador de Estados Unidos.




– Habla constantemente de entablar el diálogo, pero éste se rompe cuando se discrepa de sus ideas.




– Su izquierdismo se acaba cuando le ofrecen un puesto camuflado dentro de la estructura del régimen, TVE o Cáritas.




– Es aficionado a dar conferencias en los «Amigos de la UNESCO».




– Para colar artículos o colaboraciones periodísticas ha encontrado un truquillo que no suele fallar: cita a Juan XXIII o a Pablo VI.




– Para citar a Franco o al régimen escribe artículos sobre De Gaulle y la V República francesa.




– Se las da de antidogmático pero lo único que ha hecho es llevar a la izquierda todo el fervor misional de sus tiempos de congregante mariano.




– Su pureza, hecha con tópicos de liberación sexual, le ha hecho edificar una curiosa teoría de la virginidad política. Todos aquellos que pecaron, en sus mocedades, quedaron marcados para siempre con manchas que sólo es posible lavar en las tintorerías de Carabanchel.




– Se llena la boca hablando de «praxis» y en el fondo es tan ingenuo que divide el mundo en «buenos y malos».




– Su ingenuidad, por otra parte, no le permite valorar suficientemente la necesidad de llegar al poder. Prefiere no gobernar nunca a tener que pactar según con quién.




– Acusa a Servan Schreiber de «neocapitalista», de proyanqui y de millonario, porque cree, en teoría, que sólo se puede ser de izquierdas siendo proletario. Pero la verdad es que se pasa la vida conspirando en los chalets de sus amigos, y viajando en coches deportivos.




– Es de los que creen que no hay que luchar por mejorar las cosas, sino por empeorarlas. Porque cree que fastidiando la situación hay más posibilidades de que el orden estalle.




– En el fondo le repugnaría profundamente que España pudiera estar gobernada algún día por algún «cochino conservador» del orden de los Wilson, los Mitterand, los Nenni o los Willy Brandt.
















LA CRISIS ECONÓMICA Y SINDICAL










Dentro de los problemas sin resolver está, en primer lugar, el económico en su más amplio sentido. Estamos convencidos, y vamos a demostrarlo, que la solución a la crisis económica –más aguda de lo que nos hacen ver– y a sus secuelas sociales, como el paro, la solución, decimos pasa por la evolución de la empresa y del mundo sindical.




El empresario, sobre todo el pequeño y mediano, necesita seguridad y estabilidad. Es este sector el que absorbe la mayor parte de la mano de obra (hay unas 650.000 empresas registradas en España), y en el que se producen los expedientes de crisis,  cierres de empresas, etc. Pero el problema no puede resolverlo sólo el empresario, al nivel de su empresa. Es un problema de financiación, de disponibilidad de capital, que le permita iniciar un proceso de modernización de las estructuras empresariales y de utilización de nueva tecnología. Una política económica orientada en este sentido, que permita asegurar la rentabilidad de la empresa no sólo resolvería el problema del paro, sino que facilitaría, también, nuestra normal integración en la comunidad europea. La inversión es, hoy, un servicio a la sociedad, y ésta sólo puede darse en un marco de seguridad y responsabilidad social.




La solución al paro depende de la solución a la empresa, pero el problema de ésta no es exclusivamente patronal ni económica. La estabilidad y seguridad que necesita el empresario depende,  también, en cierta medida, de la coherencia y unidad del mundo del trabajo. En este sentido, se reitera la propuesta de unidad sindical, unidad respetuosa de todas las corrientes del sindicalismo,  unidad en la acción que permita unos sindicatos fuertes, con mayor representatividad y peso en la negociación y capacidad para participar en la planificación económica. El bajo porcentaje de afiliados a los actuales sindicatos –un 20 por 100 del censo laboral– muestra una falta de confianza en unas centrales sindicales dominadas en exceso por intereses de partido.




La salida a la crisis económica exige que tengamos un instrumento de diálogo permanente entre la sindical y la patronal.  La propuesta es: establecer una Cámara Económica y Social, de estricta representación sindical y patronal, y que tenga como función realizar el diálogo al máximo nivel, tanto para los convenios colectivos y el marco global del sistema de convenios,  como para realizar una política social y económica en constante evolución. El Parlamento puede recoger las propuestas de esta Cámara para legislar.




De este modo, el mundo del trabajo podrá disponer de un poder reconocido y lograr un diálogo que no dependa del paternalismo o buena voluntad de los partidos políticos o del Gobierno.
















EL FUTURO DE LA ANTIGUA PRENSA DE FRANCO










Un problema grave amenaza a la antigua prensa del franquismo, la denominada Medios de Comunicación Social del Estado y al diario sindicalista vertical «Pueblo».




El partido del Gobierno, la UCD, aprobó una ponencia en su Congreso en la que, implícitamente, de un modo u otro, se decía que iban a ser puestos en pública subasta. Y rápidamente ha cundido la alarma entre los profesionales y los trabajadores de estos medios. Sospechan que al ponerse a subasta, los nuevos propietarios exigirán despidos en masa o por lo menos el derecho al «reajuste de plantillas», que en el fondo es lo mismo.




Pero este problema es mucho más complejo, ya que no solamente implica al uso de estos medios u órganos de información general escrita, sino que atañe también al de su propiedad.




En primer lugar, al ser «plenamente libres y ejercitar con plena responsabilidad y transparencia la función», conlleva la respuesta de quién va a ser el propietario y ahí creo que radica todo el problema.  Para que estos medios de comunicación puedan revertir todo su patrimonio a la sociedad, tendrían que ser declarados medios autónomos a cualquier opción política e incluso gubernamental.  Hay que tener en cuenta que estos órganos periodísticos se constituyeron en la época de la dictadura franquista con requisas,  expropiaciones y con impuestos de «cuotas obligatorias» extraídas de la clase obrera. Muchos de ellos se formaron –y esto hay que recordarlo constantemente– con los bienes de la prensa de los partidos políticos.




La solución de este problema estaría en la constitución de empresas cooperativas (en régimen de autogestión), para que estos medios respondan verdaderamente a esos intereses patrimoniales de la sociedad. Lo que nunca puede hacer el Gobierno es ponerlos a pública subasta para que caigan en manos de las oligarquías financieras y capitalistas, o de los grandes partidos –léase UCD– que disponen de medios económicos colonizadores. Y si lo hace,  debería en primer lugar devolverlos a sus antiguos propietarios. Un robo no se legaliza con otro robo. Estos métodos son propios de dictaduras y ahora que estamos construyendo con ciertas dificultades un sistema democrático, el Gobierno tiene el deber de actuar con justicia y equidad, además de con el obligatorio talante dialogante. No de otro modo se construye una democracia.




La clase periodística, que tan gran papel ha cumplido en la normalización democrática de nuestro país, con graves riesgos de su propia integridad –ahí tenemos la larga lista de secuestros,  retiradas de carnet, encarcelación de periodistas, juicios, querellas y procesos, además de asesinatos y bombas– merecemos ser oídos y tratados de modo diferente. No somos una mercancía de zoco,  que se compra y se vende, aunque sea por decreto ley.




















CRÓNICA SENTIMENTAL DE LA ESPAÑA DE FRANCO










Todavía no se ha escrito en toda su magnitud el desarrollo de la España de postguerra a nivel sociológico. Al iniciar los años cuarenta, nuestro país se lanzó frenéticamente al caos organizado y vigilado. Fue el principio del estraperlo, el enchufe y el carnetismo.  El paraíso del totalitario y el superpatriota. El del ascenso del opio del fútbol y el superheterodino. La cumbre del Imperio y de las grandes paradas... Fueron los años cuarenta, por la gracia de Dios.




Todo esto y más, nos lo acaba de explicar en un libro4 el periodista Manuel Vázquez Montalbán, redactor jefe de la revista   Triunfo   y escritor de pluma afilada.




  Crónica sentimental de España   es un triste documento de la España del subdesarrollo, donde desfilan ininterrumpidamente todos los mitos y toda la miseria que se crearon, bajo la euforia y el triunfalismo de unas minorías, desde los años cuarenta hasta los años sesenta.




Al perder la guerra las potencias del Eje, España empieza a consumir películas norteamericanas, inglesas, francesas... «Pero la diferente España –nos dice Vázquez Montalbán– una vez terminada la proyección de las dos películas, asistía entusiasmada al espectáculo de las variedades en cines abarrotados. Los payasos basaban sus chistes en el tema del hambre: “A ver –decía el payaso– , ¿vosotros sabéis cómo se guisa un pollo con judías?”. “¡No!”,  contestaba el pueblo, puesto a régimen de pan negro, gelatina rosa,  en vez de aceite, y un extraño arroz que parecía del Atlético de Bilbao, porque llevaba una lista roja en cada granito. “Pues se guisa el pollo –contestaba el payaso– con sus cebollitas, su ajito, su tomatito, un chorrito de coñac. Cuando ya está bien doradito, se le echan las judías cocidas. Una vuelta. Otra vuelta –el perro de Paulov ya está extenuado, con los brazos adheridos a aquellas butacas de rigurosa madera–. Y cuando ya están doraditas las judías... pues, entonces, se tiran las judías, que es lo que comemos todos los días, y comemos el pollo, que no hemos comido pollo desde la Exposición del año 1929”. Aunque parezca increíble, el público se reía». Esta era la cotidiana realidad, la triste realidad.




Desde el gol de Zarra y Marcelino a las comunes enemigas del Imperio, Inglaterra y Rusia, hasta el almibarado Raphael y demás bailarines y cantantes de cadera coja, los españoles veían pasar los días con una idea fija: subsistir. Y para divertirlos estaban las estrellas de aquellos tiempos: Antonio Amaya, Rina Celi, Juanito Valderrama, Lola Flores, Pepe Blanco, Manolo Caracol, Juanita Reina, Di Estefano, Kubala, «El Coyote» de J. Mallorquí, Jorge Negrete, Cesáreo González y el «¡Hola!». Y más cerca: Marisol, El Cordobés, Manolo Escobar... y la letra de cambio.




La perspectiva, ahora y desde aquí, no puede ser más deprimente. Manolo Vázquez Montalbán ha tenido la habilidad de recordarnos mucha agua pasada que aún mueve molino. Con un estilo netamente periodístico y un gran realismo.
















LA DEMOCRACIA NO ORIGINA LA ANARQUÍA










La libertad política ha encontrado su expresión conceptual y práctica más general en la democracia. Ésta se define como gobierno del pueblo, por el pueblo. Con ello se quiere decir que no todo el pueblo gobierne, sino que el origen del poder está en el pueblo y que éste participa en el poder.
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